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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 


“Montevideo, noviembre 6 de 1985. 


LA CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión 
extraordinaria, en régimen de cuarto intermedio, mañana 
jueves 7, a la hora 18, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1%  Iiforme de la Comisión de Asuntos Internacio: 
nales sobre invitación de la Asamblea Nacional 


áel Poder Popular de la República de Cuba para 
que un grupo de parlamentarios visiten ese país. 


(Carp. N% 341. Rep. N? 128) 


2%) Informe de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales sobre la invitación de Ja República de Bul- 
garia para que un grupo de parlamentarios vi: 
siten ese país. 


(Carp. N% 305. Rep. N? 129: 


2%) Discusión general y particular del proycctu de 
r el que se reduce el núinero de los Jul 
Militares de Primera Instancia y de Ins 
mM y las Fiscalias Militares y se suprimen 
los cargos de Defensores de Oficio Letrados. 


(Carp. N* 326. Rep. N* 123) 


4%) Informe de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación sobre un planteo formulado por la Jun- 
ta Departamental de Tacuarembó relativo a la 
situación de un edil que pasa a desempeñar un 
cargo de legislador por licencia del titular. 


(Carp. N* 319. Rep. N* 119) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
vectos de ley: 


5%) Por el que se faculta a los Jueces a no dispo: 
ner la prisión preventiva de los procesados cuan- 
do concurrieren determinadas circunstancias. 


(Carp. N2 159, Rep. N* 134. Anexos I, 11 y UI) 


69) Por el que s2 aprueba el Convenio Sanitario Ve- 
terinario, suscrito en Montevideo el 14 de mayo 
de 1985, entre el Gobierno de la República y 
el Consejo Eiecutivo Federal de la República 
Socialista Federativa de Vugceslavia. 


(Carp. N? 261, Rep. N* 130) 


7% Por el que se aprueba el Convenio de Intercam- 
bio Cultural suscrito entre la República y los 
Estados Unidos Mexicanos. 


(Carp. N* 343. Rep. N* 1310 


8%) Por el que se aprueba el Convenio de Préstamo 
y Su correspondiente Convenio de Garantía ce- 
lebrado ante la Administración Nacional de Usi- 
nas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) y el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento 
(BIRF), por un monto de USS 4:000.000, desti- 
nados a financiar el Proyetto de Ingeniería del 
Sector Eléctrico. 


(Carp. N* 258. Rep. N* 126) 


9% Solicitud de venia del Poder Ejecutivo para exo- 
nerar de sus cargos a: 


un funcionario de la. Comisión Nacional de Edu- 
catión Fisica, Ministerio de Educación y Cultura 
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(Plazo constitucional vence 13 de noviembre de 
1985) (Carp. N% 302, Rep. N* 127). 


un funcionario de la Dirección General Impo 
sitiva (Plazo constitucional vence 19 de noviem 
bre de 1985) (Carp. N9* 310. Rep. 136). 


un funcionario de la Dirección Nacional de Adua 
nas (Plazo constitucional vence 19 de noviem 
bre de 1985) (Carp. N* 311, Rep. N% 137), 


dos funcionarios de la Dirección de Loterias y 
Winie as (Plazo roustitucional vonce 19 de no 
viembre de 1985) (Carp. N% 312. Rep. NO“ 138) 


una funcionaria de la Dirección General de la 
Seguridad Social (Plazo constitucional vence 26 
de noviembre de 1985) (Carp. N* 150, Rep. nú: 
mero 139). 


un funcionario de la Dirección Nacional de Adua- 
nas (Plazo constitucional vence 26 de noviem 
bre de 1985) (Carp. N% 318, Rep. N% 140? 


LOS SECRETARIOS” 


2) ASISTENCIA 


TIN: los señores senadores Aguirre, Araujo, CUa- 
denas, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Croce, Fá Robuina, 
Flores Silva, García Costa, Jude, Lacalle Herrera, Marti. 
nez Moreno, Mederos, Ortiz, Pereyra, Posadas, Tl'ozzolo, 
Rivaldoni, Rodríguez Camusso, Senatore. Tourné, Traver 
seni, Zorrilla y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores srnadores Bata!la 


Ferreira, Lenzi, Paz Aguirre y Ubillos; co av los «e 
ñores senadores Batlle y Singer. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 

SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número. “se 


abierta la sesión. 
(Es Ja hora 18 y 14 minutos.) 
—Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, noviembre 7 de 1985 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que da 
cuenta de haber dictado los siguientes decretos y reso: 
Juciones. 


Por la que se tributan honores de Ministro de Estado 
a los restos mortales del señor Intendente Municipal 
de Montevideo, doctor Aquiles Lanza. 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economia 
y Finanzas libre orden de pago a favor de la Inten- 
dencia Municipal de Cerro Largo en concepto de asis- 
tencia financiera para atender el pago de sueldos, 
beneficios sociales, gastos e inversiones. 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economía 
y Finanzas libre orden de pago a favor de la Inten- 
dencia Municipal de Soriano, en concepto de asisten- 
cia financiera para atender el pago de los sueldos 
correspondientes a las meses de junio a setiembre «le 
1985, hogar constituido y aguinaldos correspondientes 


Por la que se exonera a la Asociación Honoraria de 
Salvamentos Maritimos (ADES) del pago de todo 
recargo para la importación de una lancha de sal- 
vataje. 
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Por la que se exonera al Centro de Asistencia del 
Sindicato Médico del Uruguay del pago del Impuesto 
Aduancro Unico a la Importación, de la Tasa de Mo- 
vilización de Bultos y de Tasas Consulares correspon- 
dientes a la importación de seis discos Dispack M 4451 
procedentes de Francia. 


Por el que se exceptúa hasta el 31 de diciembre de 
1985 a la Dirección de Loterías y Quinielas de lo 
dispuesto por el artículo 2% del Decreto-Ley N9 14.867 
de 24 de enero de 1979. en cuanto a los fondos refe- 
ridos en los artículos 792 y 9% del Decreto-Ley N?9 15.716 
de 6 de febrero de 1985. 


Por la que se incorporan a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil a varios funcionarios del ex-Ministerio 
de Justicia. 


For la que se transfieren a la Oficina del Servicio 
Civil varios funcionarios. 


—Ténganse presentes y archívense. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que soli- 
cita venia para exonerar de su cargo a un funcio- 
nario del Ministerio de Economía y Finanzas. 


(Carp. N* 397/85) 
--A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la in- 
formación solicitada por los señores senadores Hugo 
Batalla, Reinaldo Gargano, Enrique Martínez Moreno 
y Luis A. Senatore, en el pedido de informes que 
formularan sobre aumento en las tarifas de ANCAP 
y de los servicios públicos. 


—A disposición de los señores senadores Hugo Batalla, 
Enrique Martinez Moreno y Luis Alberto Senatore. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se crea la Comisión Hono- 
raria para el Estudio del Aprovechamiento Integral 
de la Cuenca del Río Santa Lucía. 


(Carp. NO 395/85) 


—A la Comisión de Transporte y Obras Públicas in- 
tegrada con dos miembros de Agricultura y Pesca. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un pro- 
yecto de ley por el que se eleva a la categoría de 
pueblo al poblado Rincón ubicado en la 31 Sección 
Judicial del departamento de Treinta y Tres. 
(Carp. N? 396/85) 
—A la Comisión de Constitución y Legislación.” 
4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Dése cuenta de una soli- 
citud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Hugo Batalla solicita licencia por 
la sesión de hoy por razones de salud.” 


—Se va a votar la solicitud de licencia formulada. 
(Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: tal vez 
esta cuestión no corresponda plantearia en esta sesión, 
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pues ya la había presentado en la del martes pasado, 
pero quizá debido al ajetreo provocado por la considera- 
ción del proyecto que involucra a los empleados perma- 
nentes y por reunión del Jockey Club fue postergada. 


Solicito que se repartan los proyectos de ley relacio: 
nados con la Defensa del Consumidor y del Usuario y 
con la Limitación en la extensión del área para plantar 
bosques en los departamentos limítrofes al de Montevideo, 
€s decir, Canelones y San José. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará. 


5) REPUBLICA DE CUBA. 
Invitación a parlamentarios uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Se entra al orden del dia 
con la consideración del primer punto: “Informe de la 
Comisión de Asuntos Internacionales sobre invitación de la 
Asamblea Nacional del Poder Popular de la República de 
Cuba para que un grupo de Parlamentarios visiten ese 
país. (Carp. N* 341. Rep. N9 128)”. 


(Antecedentes: ) 
“Carp. N9% 341/85. Rep. N% 128/85 
Ciudad de La Habana, setiembre 10 de 1985. 
Dr. Enrique Tarigo 


Presidente de la Asamblea General y del Senado 
de Ja República Oriental del Uruguay 


Distinguido senador: 


Constituye para mi un gran placer extenderle una 
cordial invitación en nombre de la Asamblea Nacional y 
en el mío propio, a un grupo de senadores y diputados 
para que visiten la República de Cuba en el presente año. 


¡Desearía nos comunique la fecha que sea más pro- 
picia acorde con sus intereses, ya que veríamos con gran 
satisfacción el recibir una respuesta favorable. 


Con la seguridad que la visita a nuestra patria con- 
tribuirá al desarrollo de las relaciones entre nuestros paí: 
ses. parlamentos, gobiernos y pueblos, se reitera de usted. 

Fraternalmente, 

Flavio Bravo Pardo 
Cámara de Senadores 
Comisión de Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales tomó 
conocimiento y consideró, en su sesión del dia de hoy, 
la nota cursada por la Asamblea Nacional del Poder Po- 
pular de la República de Cuba, conteniendo una invita- 
ción a senadores y diputados para visitar ese país. 


La Comisión resolvió aconsejar al Senado, se acuse 
recibo de la referida nota y se comunique la aceptación 
de la invitación formulada y se indique que Ja conecu- 
rrencia se efectuará en cuanto lo permitan las actividades 
del Cuerpo. 


Sala de la Comisión, 23 de setiembre de 1985. 
Juan Raúl Ferreira, Miembro Informante; Carminillo 
Mederos; Enrique Martínez Mureno; A. Francisco Rodri. 
guez Camusso; Américo Ricaldoni: Juan A. Singer, Sena 
dores”. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Léase. 


(Se lee) 
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-—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
informe de la Comisión de Asuntos Internacionales. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
le: he votado afirmativamente este informe y también 
lo hubiera hecho en la Comisión; pero lo que ocurre es 
aue precisamente el día en que se resolvió este tema yo 
me ausentaba del país cumpliendo una reciente misión 
oficial. Por esa circunstancia no aparcce mi firma al pie 
del informe, pero quiero dejar constancia aue lo com- 
parto plenamente y que le he dado mi voto favorable. 


6) REPUBLICA DE BULGARIA. 
Invitación a parlamentarios uruguayos, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
asunto que figura en el segundo punto del orden del día: 
“Informe de ia Comisión de Asuntos Internacionales so- 
bre la invitación de Ja República de Bulgaria para que un 
grupo de parlamentarios visiten ese país. (Carp. N% 305. 
Rep. N2 129% 


(Antecedentes: ) 
“Carp. N* 305/85. Rep. N* 129/85 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Montevideo, 8 de agosto de 1985. 
Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Enrique Tarigo 
Presente. 
Señor Presidente: 


Tengo el honor de dirigirme al señor Presidente de 
la Asamblea General a los efectos de enviarle adjunto, 
para su conocimiento y efectos que estime pertinentes, fo- 
tocopia del tévex AU2 de la Embajada de la República en 
la República Popular de Bulgaria. 


En el mismo se refiere al deseo manifestado por el 
Presidente Adjunto de la Asamblea Nacional de Bulgaria, 
a fin de que parlamentarios de la República, visiten ese 
pais. 


Hago propicia la oportunidad para reiterar al señor 
Presidente de la Asamblea Genera!. las seguridades de mi 
más alta consideración. 


Enrique V. Iglesias. Ministro 
INFORME 
Al Senado; 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales tomó 
conocimiento y consideró, en su sesión del día de hoy, 
la nota cursada a través del Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores y dirigida a la Asamblea General, conteniendo 
una invitación a parlamentarios uruguayos para visitar la 
República de Bulgaria. 


La Comisión resolvió aconsejar al Senado, se acuse 
recibo de la referida nota y se comunique ja aceptación 
de la invitación formulada, y se indigue que la concu- 
rrencia se efectuará en cuanto lo permitan las actividades 
del Cuerpo. 
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Sala de la Comisión, 23 de setiembre de 1785 


Juan Raúl Ferreria, Miembro Informante; Carminillo 
Mederos; Enrique Martinez Moreno; A. Francisco Rodel. 
guez Camusso; Américo Ricaldoni; Juan A. Singer, 
Senadores”, 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Léase. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Mociono para que 
se suprima la lectura del informe. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
—23 en 24. Afirmativa. 
En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra. se va a votar el 
informe de la Comisión de Asuntos Internacionales. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Con respecto a 
este asunto, deseo dejar idéntica constancia a la focmu- 
lada para el anterior. 


D JUZGADOS MILITARES DE PRIMERA INS- 
TANCIA Y DE INSTRUCCION Y FISCALIAS 
MILITARES. Su reducción. Defensorías Milita 
res Letradas de Oficio. Modificación de sus de- 
signaciones y competencias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
asunto que figura en el tercer punto del orden del día: 
“Discusión general y particular del proyecto de ley por 
el que se reduce el número de los Juzgados Militares de 
Primera Instancia y de Instrucción y las Fiscalías Mili- 
tares y se suprimen los cargos de Defensores de Oficio 
Letrados. (Carp. N?% 326. Rep. N% 123)”. 


(Antecedentes ver 69% S. O.) 
SEÑOR ZORRILLA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ZORRILLA. — Solicito que se aplace el tra- 
tamiento de este asunto hasta la próxima sesión y que se 
mantenga en el orden del día después de Ja exposición 
que realizará el señor senador Rodriguez Camusso. For 
mulo esta moción en virtud de que estoy en conocimiento 
de que el señor senador Batalla tiene interés en realizar 
una exposición sobre este tema y hoy no ha podido con: 
currir a la sesión por razones de enfermedad. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la postergación solicitada. 


(Se vota:) 
—25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
$) JUNTA DEPARTAMENTAL DE TACUAREM. 


BO. Situación de edil que pasa a desempeñar 
cargo de legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar cl 
asunto que figura en el cuarto punto del orden del día 
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“Informe de la Comisión de Constitución y Legislación 
sobre un planteo formulado por la Junta Departamental 
de Tacuarembó relativo a la situación de un edil que 
pasa a desempeñar un cargo de legislador por licencia 
del titular. (Carp. N* 319, Rep. N9 119)”. 


tAntecedentes:) 
“Carp. N% 319/85. Rep. N?% 119/85 
INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación cum 
ple con elevar el informe que le fue solicitado con rela 
ción a la situación de un edil de la Junta Departamental 
de Tacuarembó. 


1%) Los antecedentes refieren a la consulta elevada 
por la expresada Junta Departamental respecto a la si- 
tuación de incompatibilidad creada a un señor edil titular 
que, previo pedido de licencia, ingresó a la Cámara de 
'Representantes para ocupar una vacante temporaria a raíz 
de una licencia concedida al diputado titular. 


El señor edil en cuestión, según la nota de la Junta. 
ha planteado su eventual renuncia al edilato para el caso 
de que su ingreso a la Cámara “contraviniere las dispo- 
siciones de la Constitución de la República, y por ende 
planteara inmcompatibilidades, que es necesario dilucidar”. 


Reseñado el caso planteado corresponde establecer que. 
en opinión de vuestra Comisión, se configura una situa: 
ción de incompatibilidad claramente prevista en el ar- 
tículo 294 de la Carta. 


El texto referido dice: “Los cargos de Intendente y 
de miembros de Junta Departamental, son incompatibles 
<on el ejercicio de otra función pública electiva, cualquiera 
sea su naturaleza”. 


¿Dicha norma reproduce el texto originario de la Cons- 
titución de 1934 que, a su vez. se repite textualmente en 
las Cartas de 1942, 1952 y la vigente de 1967. La única 
diferencia entre tales textos radica en la Carta de 1952 
que decía “Concejal” donde los otros textos dicen “In- 
tendente”. Obviamente, la diferencia no altera la sts- 
tancia sino que atiende a la circunstancia de que la norma 
de 1952 aludía a un órgano ejecutivo comunal colegiado 
que era el Concejo Departamental. 


20) No es ocioso recordar que, como reza el artículo 
17 del Código Civil, “Cuando el sentido de la ley es claro. 
no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de consuitar 
su espiritu”. 


Estima vuestra Comisión que el tenor del artículo 294 
no deja resquicio a ninguna duda en cuanto a que esta- 
bleze, en foma concluyente, una incompatibilidad. 


Es del caso recordar el análisis que sobre el punto 
hiciera Justino Jiménez de Aréchaga. Decía el eminente 
constitucionalista: “Este artículo se refiere tanto al Inten- 
dente como a los ediles. Su alcance, en cuanto a las per- 
sonas afectadas por él, es mayor, pues, que el del artículo 
245, que sólo se refiere a los Intendentes”. 


“Del juego de estas dos disposiciones del artículo 245 
y del artículo 248, resuita que mientras los Intendentes 
no pueden desempeñar ni empleos privados, ni empleos 
públicos, ni funciones públicas electivas, haciéndose ex- 
cepción sólo respecto de los cargos docentes, respecto de 
los ediles sólo se les prohibe acumular a ese cargo otra 
función pública electiva.” 


“La Constitución no impide a estos últimos el dese: 
peño de empleos privados o de cargos públicos no elec- 
tivos. En cambio. la Ley Orgánica Municipal en la Sec- 
ción 11, Capitulo 1, que trata de la Junta Departamental. 
establece por su artículo 99 lo que sigue: “No podrán 
ser ediles los empleados del Poder Ejecutivo, con excep 
ción de los dependientes de los Entes Autónomos o Ser 
cios Descentralizados; los dependientes de las autoridades 
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departamentales; los que desempoñen funciones electivas 
—cualquiera sea su naturaleza— y quienes estén a sueldo 
o reciban retribución de empresas privadas que contrate 
con el Municipio”. (La Constitución Nacional T. TX. vol. 2, 
pág. 13). 


Sólo resta aclarar que las referencias a los artículos 
245 y 248 de la transcripción, corresponden a los actuales 
artículos 289 y 294 de la Constitución vigente, ya que el 
comentario de Jiménez de Aréchaga está referido a la 
Carta de 1942. 


32) Las consideraciones: precedentes llevan a vuestra 
Comisión a la conclusión de que existe incompatibilidad 
en el caso en consulta que, precebtivamente opera, sin 
que sea menester la renuncia expresa. 


4%) Finalmente, no es ocioso señalar que el presente 
pronunciamiento carece de fuerza obligatoria; se trata. 
tan sólo de la opinión de Ja Comisión emitida a conse: 
cuencia del requerimiento que le fuera formulado. 


Sala de la Comisión, 10 de setiembre de 19235. 


Juan Carlos Fá Robaina, Miembro Informante; Uru. 
snay Torné; Gonzalo Aguirre Ramírez; Dardo Ort 
ies RicalcGeni; Pedro VW. Cersósimo; Hugo Batalla 
anadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase. 


SEÑOR CARDOSO. ---- Mociono para que se suprima 
la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a volar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 

—-23 en 24 Afirmativa. 

En consideración. 

SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: estima- 
mos que el informe es lo suficientemente explícito para 
que no tengamos que extendernos sobre él. Solamente 
voy a dejar una constancia y es la que se refiere a lo 
que establece el numeral 49). Quiero subrayar que este 
pronunciamiento jurídico de la Comisión, emitido en ca- 
rácter de consulta, no tiene otro alcance aue ése: el de 
una consulta que fue evacuada, que no tiene fuerza Obli- 
gatoria a los efectos del precedente que pudiera suponer 
para casos similares que en el futuro se suscitaren. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el informe de la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


(Se vota:) 


24 en 24 Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) PRISION PREVENTIVA DE LOS 
PROCESADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra a considerar el 
asunto que figura en el quinto punto del orden del día: 
“Discusión general y particular del proyecto de ley por 
el que se faculta a los Jueces a no disponer la p: 0 
preventiva de los procesados cuando concurrieren deter- 
minadas circun icias, (Carp. N% 159, Rep. N9 134, Ane- 
xos 1, 1 y TI”. 
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(Antecedentes: ) 
“Carp. N* 159/85 - Rep. N? 134/85 
Anexos 1, 11 y II. 
INFORME 
(En mayoria) 
Al Senado: 


Se ha señalado reiteradamente, que la prisión preven- 
tiva a la que se encuentran sujetas las personas contra 
las que se inicia un proceso penal, salvo excepciones pre- 
vistas legalmente, es una prisión de naturaleza eminen- 
temento cautelar, que tíene como fundamento, principal- 
mente impecair la fuga del imputado y evitar que la in- 
vestigación judicial pueda ser obstaculizada por la acción 
del procesado . 


No obstante lo que expresamos, en la vida práctica, 
la prisión preventiva de alguna manera se transforma 
en un anticipo de la pena, ya que, sin que medien cireuns- 
tancias que lo justifiquen, se priva de la libertad, bien 
juridico de supremo valer, a quien en principio y hasta 
tanto recaiga sentencia condenatoria, se debe considerar 
inocente, 


A lo expuesto agregamos que es frecuente que quien 
ha sido privado preventivamente de su libertad ambula- 
toria, sea declarado inocente, luego de haber sufrido mu- 
chos meses, cuando no años de encarcelamiento. A eso 
debe sumarse que nuestras cárceles no sólo incumplen el 
precepto constitucional que impone la reeducación del de- 
lincuente, síno que ni siguiera brindan condiciones mate- 
riales y ambientales mínimamente aceptables. 


Lo someramente expuesto en los párrafos anteriores, 
determinó la aprobación de la Ley N? 12.688, de 29 de di- 
ciembre de 1959 que consagró el instituto de la prevención 
sin prisión, el que siguiendo algunos escasos anteceden- 
tes nacionales estableció las circunstancias en que el de- 
tenido no debia ser sometido a privación de libertad. 


La Ley N* 12.688 tuvo su origen en una iniciativa del 
Poder Ejecutivo concretada en el Proyecto de Ley some- 
tido a consideración del Parlamento en el Mensaje de 23 
de abril de 1959. 


En dicho Mensaje se recordaban iniciativas anterio- 
res que en varias oportunidades, escalonadas en dilatado 
lapso, procuraron extender el ámbito del excepcional ré- 
gimen de prevención sin prisión. Así, €l proyecto de Có- 
digo de Procedimiento Penal del doctor Vázquez Acevedo 
(1895) establecía la no aprehensión del inculpado en ca- 
sos de faltas y delitos penados con penas de multa de 
hasta $ 300 o de inhabilitación. 


El proyecto de los señores Diputados Dupetit Ibarra, 
Cartolano, Bacigalupi, Abreu de Machado, Pou, Cersósi- 
mo, Sosa Aguiar, Urrutia Serrato, Calleriza y Gaggero 
(1949), instituía un régimen de prevención sin prisión 
en las causas por delitos castigados con pena de destierro, 
suspensión o multa, delitos de carácter culpable y delitos 
perseguibles a instancias del ofendido o a querella de 
parte. : 


El proyecto de los señores Diputados Martínez More- 
no, Michelini y Rompani (1957) consagra el régimen prea- 
ludido para las causas criminales de carácter leve O 
culposo. 


El anteproyecto de Código de Procedimiento Penal del 
Ministro de la Suprema Corte de Justicia doctor Luis Al- 
berto Bouza (1957) convierte la prevención sin prisión en 
régimen ordinario. 


Todas estas iniciativas —señalaba el Mensaje— des- 
tacan a título de fundamento principal el carácter acen- 
tuadamente oneroso de la prisión preventiva que se erige 
en un verdadero anticipo de la pena, aplicada a quien, 
por su condición de mero prevenido, se beneficia a esa al- 
tura del proceso, de una presunción de inocencia, 
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Las previsiones de la Ley N? 12.688 fueron recogidas 
en el Código del Proceso Penal actualmente vigente, que 
en su artículo 71 establece los casos en que no se dispon- 
drá la prisión preventiva, o sea cuando se trate: A) de 
faltas, B) de delitos sancionados con penas de suspensión 
O multa y C) de delitos culposos, cuando fuere presumible 
que no habrá de recaer en definitiva pena de peniten- 
ciaria. 


La experiencia acumulada desde la aplicación de esa 
ley es exitosa y justifica plenamente que se extienda 
dicha solución a todos aquellos casos en que la prisión 
preventiva no cumple con los fines cautelares que le asig- 
ni la doctrina. 


Desde hace ya tiempo, se advierte en las opiniones de 
los juristas nacionales, una preocupación creciente por el 
iema y, un amplio coincidir en cuanto a la necesidad de 
extender el alcance de la norma. 


Como culminación. en cierto modo de esas inquietu 
des, pueden señalarse las Terceras Jornadas de Derecho 
Procesal realizadas del 17 al 21 de abril de este año en 
la ciudad de Rivera en las que se trató el tema merecien 
do aprobación unánime la tendencia a afirmar y extender 
el principio de la prevención sin prisión. 


Asimismo y como exteriorización de un pensamiento 
coincidente, se presentaron en el Senado dos proyectos re- 
ferentes al tema. Uno de ellos, firmado por los Senadores 
Gonzalo Aguirre, Carminillo Mederos, Carlos Julio Perey- 
:a, Juan Raúl Ferreira, Alberto Zumarán, Uruguay Tour- 
né, Guillermo García Costa y Juan Martín Posadas. El 
otro, firmado por el Senador Dardo Ortiz. 


Ambos proyectos fueron considerados por la Comi- 
sión en varias sesiones. Se recabó la opinión de varios ju- 
ristas quienes se manifestaron personalmente, acudiendo 
a la Comisión —doctores Luis A. Viera, Amadeo Otatti, 
Alejandro Abal, Milton Cairoli y Edgar Varela Méndez— u 
por escrito, doctor Adolfo Gelsi Bidart. 


Todos ellos coincidieron con el propósito de los pro- 
yectistas sin perjuicio de las observaciones de detalle que 
formularon con respecto a cada uno de los proyectos. 


Finalmente la Comisión solicitó de la Suprema Corte 
de Justicia que expresara su opinión al respecto. Así lo 
hizo aquel organismo, por intermedio de su Presidente 
doctor Nelson Garcia Otero quien juntamente con el Mi- 
nistro doctor Armando Tommasino concurrieron perso- 
ralmente a la Comisión trayendo la opinión del Cuerpo. 


La Corte participa del espiritu que ha movido a la 
Comisión en la consideración de estos proyectos. Se in- 
clina por el del Senador Ortiz que a su juicio ticne la ven- 
taja de su simplicidad. La experiencia indica que los 
textos más complejos suelen crear tantos problemas como 
soluciones. En ese sentido considera que el proyecto de 
un grupo de Senadores, es muy extenso, abarca muchas 
hipótesis y por lo tanto tiene disposiciones o posibili- 
dades de realización muy difíciles de analizar punto 
por punto, ya que supone casi un código de la cautela en 
esta materia. Ofrece además una serie de complejidades 
técnicas que exigen un examen pormenorizado de muy 
intenso estudio y de mucho cuidado en cuanto a su re- 
percusión. Puede crear, en esencia una especie de inciden- 
te cautelar, respecto a la prisión preventiva de los proce- 
sados que va a demorar el objetivo mismo del sumario, 
que es la investigación a fondo de los hechos, 


La Comisión, en mayoría, se inclína por el proyecto 
más escucto en cuya redacción original ha introducido 
ligeras modificaciones. 


En él se mantiene el mismo principio que inspiró la 
Ley N? 12.688 hcy incorporada, como se ha dicho, al Có- 
digo del Proceso Penal. Dentro de esa tesitura el proyecto 
amplia la preceptiva del artículo 71 del Código referido. 


La circunstancia de que el miembro informante sea al 
mismo tiempo el autor del proyecto que se ha tomado co- 


7 de Noviembre de 1985 


mo base para el estudio del tema, determina que este in- 
forme sea sumamente parco en el uso de adjetivos que 
podrían denotar una inclinación personal en lo que debe 
ser un análisis objetivo. Ello no impide, antes bien, obliga. 
a señalar los méritos del proyecto de un grupo de Senado- 
res, que seguramente en futuras instancias de depuración 
y perfeccionamiento de las normas que rigen el proceso 
penal, deberá tenerse muy en cuenta. 


El proyecto sometido a consideración del Senado am- 
plía los casos establecidos en el articulo 71 del Código 
del Proceso Penal en los cuales no se dispondrá la pri- 
sión preventiva del procesado, incluyendo entre ellos los 
delitos dolosos. Con respecto a estas nuevas hipótesis se 
amplía el sistema de restrizciones y prohibiciones que ac: 
tualuente rige para los delitos culposos. lo que se obtie- 
be por la via de las cauciones, que se aplicarán en un 
omden de preferencia que se deja a criterio del juez. 


El artículo 3% atiende a lo que la Suprema Curte de- 
nominó “el sentido de justicia de la colectividad” la que 
enfrentada a cierto tipo de hechos. puede experimentar 
una gran alarma social. De ahí que sin perjuicio de pro: 
piciar una mayor amplitud en el campo de la libertad 
individual no se desatienda otro bien fundamental comov 
es el sentido de paz sotial. 


Vuestra Comisión aconseja la aprobación del proyecto 
odjunto considerando que en él se concilia la aspiración 
de impulsar permanentemente el progreso de las normas, 
con la mesura que el Legislador debe observar para que 
las nuevas disciplinas se inserten sin rechinamientos en 
el cuerpo social. 


Darde Ortiz, Miembro Informante; Juan C. Fá Ro. 
baina; Hugo Batalla; Américo Ricaidoni; Gonzalo 
Aguirre Ramirez (con salvedades); Pedro W. Cersó- 
simo. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1? — Además de los casos previstos en el 
artículo 71 del Código del Proceso Penal, no se dispon- 
drá la prisión preventiva del procesado cuando concurrie- 
ren simultáneamente las siguientes circunstancias: 


a) Si fuere presumible que no habrá de recaer en 
definitiva pena de penitenciaria; 


b) Si, a juicio del Magistrado, los antecedentes del 
procesado, su personalidad, la naturaleza del he- 
cho aparentemente delictivo y sus circunstancias 
atenuantes, hagan presumir verosimilmente que 
no intentará sustraerse a la sujección penal, ni 
que su libertad podrá obstar de algún modo al 
progreso de la indagatoria ni a la secuela del pro- 
ceso hasta la sentencia definitiva. 


Artículo 22 -—— Para gozar de este beneficio el proce- 
sado deberá afianzar su libertad mediante la constitución 
de caución real, caución personal o caución juratoria, 
orden de preferencia que el Juez deberá cumplir en el mo- 
mento de exigirlas. Dichas cauciones se otorgarán con los 
alcances. respensabilidades y formas previstas por los ar- 
tículos 141 a 155 del Código del Proceso Penal. 


Articulo 32 -- No obstante lo dispuesto en los artícu: 
los anteriores se decretará la prisión preventiva del im- 
putado cuando, a juicio del Magistrado, concurran razo- 
nes de seguridad públira o se trate de un delito que cau- 
se Brave alarma social. 


Artículo 42 — Comuniquese, ete, 

Sala de Comisión, 13 de setiembre de 1985 
Dardo Ortiz, Miembro Informante; Gonzalo Aguirre 
Ramírez (con salvedades; Hugo Batalla; Pedro W. 


Cersósimo; Américo Ricaldoni; Juan C. Fá Robaina 
Senadores. 
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INFORME 
(en minoría) 
Al Senado: 


El Proyecto de Ley que propiciamos —en sustitución 
del propuesto por la mayoría de la Comisión-— es, en sus- 
tancia, el presentado bajo la firma de diversos señores 
Senadores del Partido Nacional con fecha 2 de mayu de 
1985, al que se le han incorporado cambios y correcciones, 
meramente adjetivas, recogiendo la opinión de distingui- 
dos juristas recibidos por la Comisión de Constitución y 
Legislación, así como aquellas formuladas por el Instituto 
Uruguayo de Derecho Procesal. 


ma qUe 


Atento a que ambos proyectos, en definitiva. tienden 
a subsanar una larga omisión y sin hesitación, grave de- 
sajuste del régimen legal procesal penal vigente, al que 
normaliza la Constitución en su artículo 12, resulta parti- 
cularmente necesario exteriorizar las razones que deter- 
minan la opción por el proyecte, que en nuestro criterio, 
sistematiza en forma correcta -—sin contradicciones y sin 
vacios— todas las medidas que los jueces pueden adoptar 
limitando la libertad fisica de los procesados, la más gra: 
ve de las cuales es. naturalmente, la prisión preventiva 
Todo ello, en la forma más sintética posible, que será su- 
plida debidamente en oportunidad de la discusión en el 
plenario. 


5 ye 
Proyecto de la mayoria 


Este proyecto merece diversas objeciones, no en su 
finalidad, sino en cuantb a los mecanismos reguladores 
del principio constitucional del artículo 12 de la Constitu- 
ción, que veremos seguidamente. 


15 El carácter de pena que se impone por anticipa- 
do calificatoria de la prisión preventiva. y que 
trata de corregirse, no se logra. Por la sistemática 
de la técnica legislativa y el orden de las limi- 
taciones que se estatuyen. 


Por la técnica legislativa, en cuanto al régimen vi- 
gente supone que el procesamiento conlleva el 
encarcelamiento del imputado. Y el proyecto me- 
ramente accede al sistema legal sin inmovar en 
sus principios, ni transformarlos. 


Y por las limitaciones que se estatuyen, a la lí: 
bertad del procesado —entre otras en virtud de 
los criterios implicitos en los conceptos de “alar- 
ma social” y “seguridad pública”— que habrán de 
mantener en la realidad como preceptiva la pri- 
sión preventiva. 


2) Conforme lo destaca. el profesor Gelsi Bidart (Dis: 
tribuido N? 270/85), la redacción del proemio del 
artículo 1% “parte nuevamente del supuesto, que 
la misma exposición de motivos rechaza, de que 
la regla será la prisión preventiva”, 


Lo que contradice la propia normativa constitu- 
cional que recoge la elemental regla de justicia 
conforme a la cual, los procesados tienen el de- 
recho a ser considerados inocentes hasta tanto 
la sentencia no los condene y, por tanto, a espe- 
rar —salvo fundadas excepciones por razones de 
cautela procesal— su sentencia en libertad. 


3) Ese mismo preemio indica que en adelante 
rán dos sistemas distintos en lo que a la p 
preventiva de los precesados refiere: uno, el del 
articulo 71 del Código del Proceso Penal: otro, el 
que establece esta ley para los delitos que no 
estarian comprendidos en aquella norma. 
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3) El apartado “b” presenta una fórmula que ofrece 
algunas dificultades para el intérprete, como por 
ejemplo cuando refiere a las “circunstancias ate- 
nuantes”, que pareciera que si no se dan impedi- 
rían —aunque el hecho fuera carente de relieve y 
la pena a aplicar minima— la libertad del proce- 
sado, lo cual conduciría a un absurdo. 


5) El articulo 22 admite una fundamentación de la 
prisión preventiva, así como atribuye al Juez fa- 
cultades para privar de su libertad a los procesa- 
dos, que por lo menos, “rechinan” con las normas 
constitucionales. Y después de una década de au- 
toritarismo, resultan inadmisibles. 


Pues adviértase, que en los casos en que la pena 
a recaer no sea de penitenciaria y no haya peli- 
gro de fuga, ocultación o distorsión del sumario, 
se admite que un Juez pueda privar a un ciuda- 
dano de su libertad por: a) razones de “seguri- 
dad pública” que no se sabe cuales son; o b) la 
“alarma social” que equivale a que un Juez sacri- 
fique la libertad de una persona, sólo, obsérvese 
que no es nada más que por ello, para calmar a 
la opinión pública. 


Con lo que puede desvirtuarse en forma no que- 
rida el sistema constitucional y desembocarse en 
la admisión de principios propios de un régimen 
totalitario y una válvula abierta a la arbitra- 
riedad. 


6) Fuera de otras observaciones, respecto a las que 
ny abundames —asi la calificación de “beneficio” 
de la libertad, no obligatoriedad de fundarse por 
el Juez la orden de prisión preventiva, etc.— con- 
sideramos una omisión sustancial, no regular la 
reparación del daño sufrido por quien ha sopor- 
tado una prisión preventiva injusta. 


—I1I— 
Proyecto que se propicia a la consideración del Senado 


Reiteramos nuestra adhesión al proyecto contenido 
en el Distribuido N* 74/85 por Cuanto sistematiza en 
forma técnicamente inobjetable la totalidad de la mate- 
ria relativa a las medidas que los jueces pueden adoptar 
limitando la libertad física de los procesadcs, Compren- 
diendo, cuando el Juez puede adoptar las mismas, cuál 
es el procedimiento que debe seguirse para hacerlo, cuán- 
do deberán cesar y cuál es, a su vez, el procedimiento 
para obtener esto último 


En líneas generales, cabe destacar: 


1% Que se han aceptado las observaciones formula- 
das en nota presentada a la Comisión el 3 de ju- 
nio por los profesionales Cajiro!i y Abal Oliú y la 
propuesta formulada por el Instituto Uruguayo de 

* Derecho Procesal en nota de fecha 26 del mismo 
mes (suscrita por los dcctores Luis A. Viera y 
Luis Torello, Presidente, este último, del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo); 


2) En este proyecto, como lo señalamos, se regula 
expresa, correcta y justamente un aspecto que ha 
quedado al margen de nuestra Jegislación hasta 
la fecha, el referente a la reparación del perjui- 
cio causado al procesado injustamente privado de 
su libertad. Aspecto éste, medular en cualquier 
tratamiento justo de la materia y que encuentra 
clarísimo sustento en elementales prinCipios demo- 
eráticos y en normas constitucionales concretas 
(artículo 24); 


3) El proyecto en cuestión, cuyos fundamentos se 
hallan ampliamente explicitados en la exposición 
de motivos y en las opiniones de los doctores Abal 
Oliú, Varela Méndez, Gelsi Bidart, Milton Cairoli 
y el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, y a 
todos los cuales me adhiero y me remito, tiene 
una virtud, no suficientemente apreciada. 
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Se ha dicho del mismo que constituye Un pequeño 
Código. Y, efectivamente, podría pensarse que es asi, aun 
cuando lo más acertado es decir que se trata de una ley 
(que en realidad contiene tan solo 13 artículos) correc- 
tamente formulada. 


De ser aprobado el mismo y de aquí en más, los jue- 
ces, abogados y fiscales van a encontrar en un solo texto, 
ordenado técnicamente, sin contradicciones ni lagunas, to- 
ca la regulación atinente a la prisión preventiva y a las 
demás limitaciones de la libertad fisica de los procesados. 
materia ésta técnicamente incidental respesto al proceso 
penal principal y sobre el cual obra como proceso acce- 
sorio. 


Claro está que este mismo hecho podría constituirse 
en un obstáculo para su rápida aprobación, por el te 
mor de estar aprobando una legislación muy completa y 
por tanto, aparentemente compleja. 


Pero no es, sin embargo así, puesto que la ley no es 
compleja. sino que tan solo trata de reguíar, compilando 
en un selo texto, la dispersa legislación obrante al res: 
pecto, en forma de hacerla coherente, comprensible y de 
fácil acceso, Al contrario de lo que se ha dicho, la apli- 
cación de este proyecto hará mucho más sencilla la tarea 
de los juristas y protegerá mejor el derecho a la libertad 
de los habitantes de la República. 


¿No merece por otra parte la libertad de los habi- 
tantes un tratamiento al menos tan serio como el de los 
testamentos. el derecho de propiedad o el matrimonio? 


e AER 


Referencia al articulado. 
Síntesis del contenido del proyecto. 


En su artículo 1% se fijan las condiciones en que el 
Juez podrá limitar la libertad física de los procesados o 
exigir cauciones, a la luz de un principio general: la exis- 
tencia del peligro de que su libertad pueda entorpecer la 
indagación, la continuación del proceso o la ejecución 
de la pena. 


Es la norma más trascendente de la ley, por cuanto 
adezva la prisión preventiva a la Constitución, reviendo 
una legislación claramente inconstitucional. 


En el artículo 2? se establece la sujeción de todo pro- 
cesado al Juez de la causa, al proceso mismo, situación 
procesal indirectamente configurada en los textos actuales. 


Por el artículo 3% se enumeran las limitaciones a la 
libertad física de los procesados (deberes, prohibicionez 
y prisión preventiva) en orden creciente de su gravedad, 
señalándose las consecuencias de su violación en el ar- 
tículo 49. 


En el artículo 5% se recogen —con exclusión de la 
llamada “caución juratoria” que pierde su significación a 
tenor de lo dispuesto en el artículo 2%.— el sistema de 
<auciones O garantías vigente actualmente en forma obli- 
gatoria. 


Las limitaciones a la libertad física del procesado o 
las cauciones, se dispondrán a solicitud del Fiscal o de 
oficio, en forma fundada, formándose pieza por separado 
(artículo 6%)"a los fines de no suspender el curso del 
proceso. 


El principio de que en tanto no exista sentencia de 
condena el procesado es inocente y debe ser tratado como 
tal, en los supuestos de prisión preventiva, se afirma en 
el artículo 79, 


En los artículos 8%. y 9% se regula el cese de las limi- 
taciones a la libertad física del procesado y el procedi- 
miento en su caso. Se trata de supuestos en los que ya 
no existen razonablemente más, las circunstancias que 
pudieran dar fundamento a Ja medida. Como lo señala 
certeramente el Dr. Abal Oliú, en el análisis exegético 
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del articulado que hizo llegar a la Comisión (Distribuido 
N* 337 de 1985), se cubre así un vacío en la legislación: 
actual que ha sido precisamente el que ha hecho admi- 
sible que se desvirtúe particularmente la finalidad que 
legítimamente debe tener la prisión preventiva, asignando 
a la misma una naturaleza punitiva, reñida con toda la 
teoría del proceso y expresas disposiciones de la Cons- 
titución. 


Y por último, en estas breves consideraciones, cabe 
afirmar el importante paso que significa suplir el enorme 
vacío que comporta la reparación del perjuicio ocasionado 
por una prisión injusta o en demasía (artículo 10), dán- 
a una respuesta legal a situaciones que podrían ser 
ímite. 


a Ys 


Por lo expuesto y las razones de este informe que 
ampliaré en Sala y las que obran en la exposición de 
motivos que acompañó al proyecto de 2 de mayo de 1935 
(Repartido N? 74), se permite aconsejar su aprobación. 


Sala de la Comisión, 24 de setiembre de 1983, 


Uruguay Tourné. Senador. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 —— (Casos en que puede proceder la !i- 
mitación de la libertad física de los procesados o la exi 
gencia de la caución). 


19%) El Juez solamente podrá limitar la libertad tií- 
sica de los procesados, aplicando alguna de las 
medidas previstas en el artículo 32 y/o exigir 
caución en los términos del artículo 5% cuando 
además de la semiplena prueba de la existencia 
del ilícito penal y de la participación del proce- 
sado en el mismo, exista peligro de que su li- 
bertad física pueda entorpecer la indagación y/o 
la continuación del proceso y/o la ejecución de 
la pena que en principio aparece como probable 
que deba efectivamente cumplirse. 


La medida a recaer será adecuada a la entidad 
del peligro. 


22) Se presumirá la existencia de peligro, debiendo 
disponerse siempre la prisión preventiva del pro- 
cesado, cuando la pena que aparece como pro- 
bable sea de dos años de penitencia o más. 


32) La reincidencia y la reiteración podrán ser con- 
siderados indicios de peligro que faculte la adop- 
ción de la prisión preventiva. 


49) No podrá disponerse la limitación de la libertad 
física del procesado o exigirse la prestación de 
las cauciones, cuando se trate de un procesa- 
miento por faltas o delitos penados solamente 
con multa, suspensión o inhabilitación. 

Art. 2% — (Deber de comparecer y domicilios). 

19) Todo procesado tiene el deber de comparecer ante 
el Juez cuantas veces le sea requerido, debiendo 
asimismo hacer saber todo cambio de su domi- 
cilio real, el que deberá indicar al serle comu- 
nicado su procesamiento. 


29) El procesado deberá fijar un domicilio procesal 
dentro del radio del Juzgado, domicilio en el cual 
le serán notificadas todas las decisiones, salvo 
que se encuentre en prisión preventiva, en cuyo 
caso la exigencia se hará efectiva al producirse 
la excarcelación, si ésta fuere provisional. 


En el supuesto de que el procesado no pudiere 
fijar domicilio dentro del radio, se tendrá por 
tal el constituido en autos por su defensor. 


Art. 39 — (Limitaciones a la libertad física de los 
procesados). 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—107 


Durante el proceso, y en la forma que se regula por 
la presente ley, el Juez podrá disponer alguna o algunas 
de las siguientes limitaciones a la libertad física del pro 
cesado: 


a) Deber de presentarse en determinados días ante 
la autoridad que se le indique. 


b) Prohibición de concurrir a determinados sitios o 
practicar ciertas actividades. 


c) Prohibición de ausentarse del territorio nacional 
o de determinada circunscripción territorial, o de 
domiciliarse en otra u otras. 


d) Prohibición permanerte o transitoria o por de- 
terminados días u horarios de abandonar el do- 
micilio. 


e) Prisión preventiva. 


Art. 42 — (Consecuencias de la violación de Jos de- 
beres y prohibiciones de los articulos anteriores). 


La violación de los deberes de comparecer al serle re- 
querido y/o de comunicar los cambios de domicilio real, 
asi como de los deberes y prohibiciones establecidos en 
los apartados “a” a “d” del artículo 39, deberán ser con- 
siderados por el Juez como indicios de peligro que habi- 
liten la adopción de alguna medida cautelar o de medidas 
de mayor gravedad que las que se violaron, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo siguiente. 


Art. 59 -— (Cauciones). 


19) En lugar o además de las limitaciones estable- 
cidas en los apartados “a” a “d” del artículo 39, 
podrá requerirse del procesado que presente ga- 
rantía real o personal —por un monto que fijará 
el Juez atendiendo a la condición económica y 
social así como a los antecedentes del procesado 
y la gravedad del hecho que primariamente se 
le imputa— de que se presentará toda vez que 
sea citado de acuerdo al inciso 1? del artículo 2%. 
El Juez hará la estimación de modo que cons- 
tituya un motivo eficaz para que el imputado 
se abstenga de infringir el referido deber. 


22%) La caución real consistirá en la afectación que. 
en garantía de la suma fijada por el Juez, se 
haga por el mismo procesado o por otra persona, 
de bienes determinados, muebles o inmuebles. 


Podrá constituirse en forma de depósito en di- 
nero u otros valores cotizables, otorgando hipote- 
ca o prenda, o cualquier otra forma de garantía 
que resulte eficaz y suficiente, a criterio del Juez. 


3%) La caución personal consiste en la obligación que 
conjuntamente con el procesado asumen uno O 
más fiadores solidarios, de pagar la suma que el 
Juez fije para el caso de incumplimiento de la 
obligación de presentarse. 


Puede constituirse en fiador el que tiene capa: 
cidad para contratar y €s, además, persona hon- 
rada y con solvencia económica, comprobándo- 
dose esta última mediante la exhibición de títu- 
los o documentos formales. 


49%) Las cauciones se otorgarán en actas suscritas an- 
te el Actuario o Secretario en su caso. En el su- 
puesto de garantía real, en cuanto fuere perti- 
nente, el acta se labrará por el Actuario en pre- 
sencia del Juez o por el Secretario en presencia 
del Presidente del Tribunal respectivo, disponién- 
dose su inscripción en el Registro correspondien- 
te, a cuyo efecto bastará con el simple testimonio 
del acta de caución. 


501 El fiador y todo otro otorgante de la caución, en 
el acto de prestarla, deberán fijar domicilio den- 
tro del radio del Juzgado, para las citaciones y 
notificaciones ulteriores. 
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Las citaciones y notificaciones que deban ha- 
cerse al procesado, se harán también al caucio- 
nante cuando tuvieren relación con las obliga- 
ciones de éste. 


Las cauciones se harán efectivas si el procesado 
no comparece a la citación que se le haga. 


En tal caso, y sin perjuicio de Otras medidas 


. que pudieran disponerse por el Juez limitando más 


gravemente la libertad del procesado, se fijará 
un plazo no mayor de diez días para compare- 
cer apercibiendo al procesado y al tercero cau- 
cionante si lo hubiere, que al vencimiento de ese 
plazo la caución se hará efectiva si el primero 
no ha comparecido o no justifica debidamente un 
caso de fuerza mayor. 


Al vencimiento del plazo señalado en el inciso 
anterior. el Juez de la causa hará efectiva la 
caución por vía de apremio. 


Cuando la caución consista cn inmuebles hi- 
potecados o cosas dadas en prenda, se venderán 
en remate público y al mejor postor, previa ta- 
sación mediante el mismo sistema previsto para 
ello en la ley civil. 


Los títulos de deuda pública y valores cotiza- 
bles, se enajenarán por corredores de bolsa al 
precio corriente de plaza. 


La fianza personal se ejecutará contra bienes 
del fiador o fiadores solidarios, hasta hacer efec- 
tiva la cantidad que se haya fijado al admitir 
la fianza. 


Si el procesado comparece o es presentado por 
el caucionante antes de hacerse efectiva la cau- 
ción, quedarán revocadas las rescluciones de los 
incisos anteriores, siendo de cargo del caucionan- 
te las costas que se hubieren producido. 


Si el caucionante teme, con fundamento, la fuga 
del procesado, debe dar aviso de inmediato al 
Juez y quedará liberado si aquél es detenido. Sin 
embargo, si fueren inciertos los hechos afirma- 
mados por el caucionante, quedará subsistente la 
caución. 


Además de la posibilidad prevista en el inciso an- 
terior, las cauciones serán canceladas y las ga- 
rantías serán restituidas: 


2) Cuando se dé alguno de los supuestos previs- 
tos en los apartados “b” a “e” del inciso 1% 
del artículo 89 


b) Cuando se dé el supuesto previsto en el apar- 
tado “a” del inciso 1% del artículo 8% y no 
medie condena que suspenda condicionalmen- 
te el cumplimiento de la pena, o se tenga por 
compurgada la misma, o se otorgue la libertad 
condicional, o finalmente, el condenado co- 
mience a cumplir efectivamente la pena. 


c) Cuando con posterioridad a la extensión de 
la caución el procesado sea efectivamente 
constituido en prisión preventiva, 


d) Cuando habiéndose violado el deber previsto 
en el inciso 19 del artículo 2% se haya hecho 
efectiva la suma fijada por el Juez. 


Las garantías reales o personales podrán ser sus- 
tituidas por otras, siempre que el Juez entienda 
que las razones aducidas y la nueva garantía 
son aceptables. 


Art. 6% — (Procedimiento para disponer limitaciones 
a la libertad física del procesado y/o exigir cauciones) 


19) 


La decisión del Juez ante quien esté pendiente 
la causa, disponiendo limitaciones a la libertad 


29) 


39) 
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física del procesado o exigiendo una caución, sí 
podrá dictar a solicitud del Fiscal o de oficio 
siempre en forma fundada. 


Con la solicitud o la decisión en su caso, se for 
mará pieza separada en la que en adelante, sir 
suspender el curso del proceso (a cuyo efecto se 
harán todos los testimonios que las ulteriorida 
des requieran), se dilucidarán todas las cuestio 
nes referentes a la limitación de la libertad físi 


sica del procesado y cauciones establecidas por 
esta ley. La formación de la pieza separada po 
drá diferirse'en tanto no existan recursos contre 
las decisiones adoptadas en estas materias. 


Contra la decisión del Juez cabrán los recurso: 
de reposición, apelación y nulidad, sin efecto: 
suspensivos, en relación a las medidas que se ha: 
yan dispuesto, las que serán siempre de ejecu: 
ción inmediata y previa a toda notificación. 


Art. 7% — (Cumplimiento de las decisiones que limi 
tan la libertad física del procesado). 


Las decisiones limitando la libertad física del proce- 
sado se cumplirán con la colaboración de las autoridades 
que fuere menester, pero siempre, y particularmente en los 
supuestos de prisión preventiva, bajo el principio de que 
en tanto no exista condena el procesado es inocente. 


Art. 82 — (Cese de las limitaciones a la libertad fisi- 
ca del procesado). 


19) 


20) 


39) 


Las limitaciones a la libertad física del procesado 
cesarán: 


a) Al concluir definitivamente el proceso. 


b) Al cumplirse las medidas cautelares por un 
período de tiempo que permita tener por com- 
purgada la pena solicitada por el Fiscal en su 
acusación, aun suponiendo una sentencia que 
acoja totalmente lo pedido en la misma. 


0) Al recaer sentencia de segunda instancia ab- 
solutoria. 


d) Al cumplirse estas medidas cautelares por un 
período de tiempo que permita tener por com- 
purgada Ja pena contenida en la setencia de 
primera instancia recurrida solamente por el 
Defensor, o en la de segunda instancia cual- 
quiera fuera la parte que interpuso el recur- 
so de casación. 


e) Al darse el supuesto de que, a juicio del Juez, 
desaparezca O disminuya el peligro que le 
diera origen (artículo 19, inciso 19). 


En los casos comprendidos en el último aparta- 
do del inciso anterior, el Juez podrá sustituir las 
medidas más graves por otras de menor entidad, 
incluidas las cauciones previstas en el artículo 59, 
cuyo cumplimiento será en este caso exigible an- 
tes de procederse a la efectiva liberación. 


La prohibición del artículo 3%. apartado c), po- 
drá cesar en forma tempora! a solicitud del pro- 
cesado y por el lapso prudencial que fije el Juez. 


_ Art. 9% — (Procedimiento para disponer el cese de las 
limitaciones a la libertad física del procesado o de las cau- 
ciones en su caso). 


19) 


29) 


La decisión disponiendo el cese de la limitación a 
la libertad física del procesado, o de la caución 
en su caso, se entenderá comprendida en toda 
decisión que concluya definitivamente el proceso. 


En los demás casos la misma podrá dictarse, en 
forma fundada, de oficio o a solicitud del Fiscal 
o el Defensor. En este último caso se dará vista 
al Fiscal por un plazo de tres días. No obstante, 
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el Juez podrá ampliar dicho término hasta quin- 
ce días si así lo exige la complejidad del asunto, 
el número de procesados comprendidos u otras 
circunstancias similares. De los mismos plazos 
dispondrá el Juez para adoptar decisión. El auto 
que concede vista al Fiscal no será notificado 
a las partes, pero las mismas tienen derecho a o0b- 
tener, de las oficinas del Juez o del Fiscal, co- 
nocimiento auténtico de las fechas de expedición 
y regepción del respectivo expediente. La senten- 
cia recaída en el incidente será notificada en la 
forma establecida por el artículo 95 del Código 
del Proceso Penal. 


39) La interposición de los recursos contra el auto 
que acuerda o deniega el cese de las medidas 
deberá realizarse en un plazo de tres días. 


40) Los Jueces de Paz, cuando ejerzan funciones co- 
mo sumariantes de urgencia, no podrán disponer 
el cese de las medidas cautelares adoptadas. 


Art. 10. — (Reparación del perjuicio causado por la 
limitación a la libertad física de los procesados). 


El perjuicio causado a los procesados por la limitación 
de su libertad fisica durante el proceso les será reparado 
de la siguiente forma: 


19% En los casos de clausura del proceso (salvo por 
desistimiento de la instancia, remisión o elimina- 
ción del delito por ley posterior), sobreseimiento. 
absolución, condena a pena no privativa de li- 
bertad o condena a una pena inferior al tiempo 
que debería descontarse de la pena conforme al 
inciso siguiente, siempre que no sea por aplica- 
ción de una ley posterior al procesamiento, más 
benigna, el Estado deberá abonar al ex-procesado 
una suma de dinero que será fijada por la Jus- 
ticia Civil a solicitud del mismo y con interven- 
ción por el Estado del Fiscal de Hacienda, aun 
cuando el proceso fuere en el interior de la Re- 
pública. tramitándose el mismo por la vía inci- 
dental. 


No correspondería indemnización en los su- 
puestos de sobreseimiento por gracia o amnistía, 
salvo que el procesado rechace la gracia o la 
amnistía. 


El monto de la indemnización se fijará aten- 
dievdo a la entidad del perjuicio patrimonial y 
moral —si los hubiere— a los fundamentos que 
llevaron a la clausura, sobreseimiento, etc., y a 
las demás circunstancias del caso. 


El Estado podrá repetir lo pago contra los ter- 
ceros que pudieren ser declarados responsables 
del perjuicio causado, de conformidad a la Cons- 
titución y a las leyes. 


29) En los casos de condena a penas primitivas de 
libertad, se descontará de dicha pena el tiempo 
durante el cual el procesado estuvo efectivamen- 
te sometido a la medida limitativa de su liber- 
tad, de acuerdo a la siguiente escala: 


a) Por cada diez días o fracción de efectivo so- 
metimiento a cada una de las medidas indi: 
cadas en los apartados “a”, “b” y “c”, del 
artículo 3%, un día de pena. 


b) Por cada dos días o fracción de efectivo so- 
metimiento a la medida indicada en el apar- 
tado “d” de la norma citada, un día de pena. 


e) Por cada día o fracción de efectiva detención, 
en el país o en el extranjero, incluido el so- 
metimiento a la medida indicada en el apar- 
tado “e” de la citada norma, un día de la 
pena. 


Art. 11. — (Derogación) 
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Sin perjuicio de entenderse derogadas todas las dispo: 
siciones legales que se opusieren a la presente ley, se de: 
claran expresamente derogadas las siguientes normas: 


a) Artículos 71 a 74 y 138 a 158 del Código del Pro- 
ceso Penal (Decreto Ley N? 15.032 de 7 de julio 
de 1980). 


b) Artículo 10 de la Ley N?% 5.508 de 12 de noviem- 
bre de 1916, que legisla sobre prisión preventiva 
en putos contra el honor y la tranquilidad pri: 
vada. 


c) Ley N? 12.688, de 29 de diciembre de 1959, lla- 
mada “Ley de prevención sin prisión”. 


Art. 12. —- (Vigencia) 


Esta ley entrará en vigencia a los treinta días de su 
publicación en el Diario Oficial. La misma se aplicará a 
los procesos €n trámite salvo el artículo 10, que sólo re- 
girá para limitaciones dispuestas (aun en procesos en 
trámite) con posterioridad a su vigencia. 


Art. 13. — Comuníquese, etc. 
Sala de la Comisión, 24 de setiembre de 1985 


Uruguay Tourné. Senador 
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Articulo 19 — Además de los casos previstos en el 
artículo 71 del Código del Proceso Penal, no se dispondrá 
la prisión preventiva del procesado cuando concurrieren 
las siguientes circunstancias: 


a) Si fuere presumible que no habrá de recaer en 
definitiva pena de penitenciaria; 


b) Sia juicio del Magistrado, los antecedentes del 
procesado, su personalidad, la naturaleza del hecho apa- 
rentemente delictivo y sus circunstancias atenuantes, ha- 
gan presumir verosímiimente que no intentará sustraerse 
a la sujeción penal, ni que su libertad podrá obstar de al: 
gún modo al progreso de la indagatoria ni a la secuela del 
proceso hasta la sentencia definitiva. 


Art. 29 — Para gozar de este beneficio el procesado 
deberá afianzar su libertad mediante la constitución de 
caución real, caución personal o caución juratoría, orden 
de preferencia que el Juez deberá cumplir en el momento 
de exigirlas. Dichas cauciones se otorgarán con Jos alcan- 
ces, responsabilidades y formas previstas en los artículos 
141 a 155 del Código del Proceso Penal, 


Art. 39 — La presente ley no será aplicable a los de: 
litos previstos en los Títulos I, 11 y 111 del Libro II del 
Código Penal ni a los reincidentes. 


Art. 49 --. Comuníquese, ete. 


Dardo Ortiz. Senador. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La denominada “prisión preventiva” no está definida 
en nuestro ordenamiento jurídico, ni lo estuvo tampoco 
durante la vigencia del antiguo Código de Instrucción Cri: 
minal, Su existencia y finalidad, así como la incierta pre: 
ceptividad de su procedencia, se determinaron siempre por 
vía de inferencia, a falta de textos legales, precisamente 
en una materia donde las definiciones claras y lo inequí- 
voco de los conceptos debieron considerarse puntales de 
la libertad individual y de los derechos de las personas. 


Así fue que la práctica forense en esta materia todo 
lo invadió con su rutina, en tanto circulaban caudalosa- 
mente a nivel doctrinario y jurisprudencial las más va: 
riadas opiniones para justificarla en algunos casos o para 
explicarla en otros. Véase: impedir la fuga u ocultación de 
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los delincuentes; no borrar las huellas del delito; impedir 
que la libertad del procesado perturbe la indagatoria ju- 
dicial y, en definitiva, la aplicación de la pena; intimidar- 
lo para que no vuelva a delinquir. En fin, una gama mul: 
ticolor y proteica, ajena en sustancia a lo que desde un 
principio debió ser todo claridad, precisión y certeza. 


Conclusión de lo expuesto es que nunca se pudo de- 
terminar qué tipo de prevención cumplía esta clase de 
prisión que, precisamente, dio en llamarse preventiva. Pe- 
ro lo cierto, lo incuestionablemente cierto es que, en rigor 
de derecho, se trata de- una verdadera pena, increíble- 
mente aplicada antes de dictarse sentencia definitiva y 
ante la cua), todos los intentos por encubrirla con eufe- 
mismos jurídicos fracasaron irremediablemente. Los he- 
chos aquí abruman con contundencia irrecusable. 


Procesamiento y prisión preventiva así, se correspon- 
den en términos de inherencia, no obstante la insuficien- 
cia e imprecisión de los textos legales. Luego viene el lar- 
go trajinar de los abogados —espectadores distantes en la 
indagatoria policial y en el procesamiento— tratando de 
obtener la libertad provisional de sus clientes, en ejerci- 
cio sin grandeza ni profesionalidad. Y completando la pin- 
tura de la escena, las vistas fiscales concediendo £sa li- 
bertad u oponiéndose a ella, pero siempre con argumentos 
que, en sustancia, consideran a la prisión preventiva como 
si fuera una pena, porque tal libertad se concede en fun- 
ción de la “preventiva” sufrida. La gravedad del delito, es 
decir, su “cuantum” punitivo, determina el tiempo de “pre- 
ventiva” a sufrir, existiendo al respecto una verdadera 
“tarifación” del tiempo de reclusión que corresponde a 
cada delito. 


Como viene de verse, la prisión preventiva es en los 
hechos una pena que se impone por anticipado, cuando to- 
davía no hay delito, ni delincuente, ni sentencia conde 
natoria. El resultado de esto es que más de un inocente ha 
tenido que sufrir las consecuencias penosas e irreversi- 
bles de tan oprobioso sistema. Y aunque en el común de 
los casos el procesado resulte efectivamente culpable (res- 
ponsable de la comisión de un delito). nada autoriza a su 
encarcelamiento preceptivo desde el momento en que se 
le procesa. Porque si el procesamiento se decreta en base 
a una prueba incompleta (semiplena), esencialmente pro- 
visoria y neutralizable por otra de signo contrario, la pri- 
sión preventiva deviene inexorablemente en la aplicación 
anticipada de una pena. 


A estas consideraciones de carácter general debe agre- 
garse una razón que puede considerarse transitoria, pero 
que dado el ya extenso lapso de su gravitación, se ha cons- 
tituido en un argumento real, vigente, en favor del pro- 
yecto. Tal es la circunstancia de que la prisión preventiva 
debe cumplirse en el Establecimiento de Detención de la 
calle Miguelete, cuyas condiciones edilicias, de funcio- 
namiento y de promiscuidad han merecido a lo largo de los 
años, los calificativos más severos y unánimes. Aquí sí 
que sin duda posible, la preventiva se convierte en una 
verdadera pena a veces más grave que la condena de- 
finitiva. 


El proyecto que se adjunta procura terminar con esta 
aberración de nuestra práctica forense en materia penal 
y por la cual el procesamiento conlleva de inmediato el 
encarcelamiento del imputado, con su penosa secuela de 
bienes irreparablemente perdidos: su libertad, su honor 
y su trabajo. 


Para ello, se faculta al Juez para no disponer la pri- 
sión preventiva del procesado, cuando a su juicio, razona» 
blemente, éste pueda esperar en libertad ambulatoria la 
sentencia definitiva, sin riesgos para la secuela normal del 
juicio o proceso penal, ni tampoco para la sociedad. El 
examen que el Magistrado deberá hacer en cada caso se- 
gún las pautas que fija el proyecto, asegura un alto grado 
de acierto en su decisión, 


La constitución de una caución o garantía, por su la- 
do, contribuye a acentuar Ja gravedad de la responsabi- 
lidad que asume el procesado y. en su caso, el tercero que 
garantice su buen comportamiento. En este sentido, se ha 
preferido establecer un orden preceptivo en la exigencia 
de presentar cauciones, a los efectos de impedir que el 
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beneficio se “ectandarice” por la simple promesa de la mal 
llamada caución juratoria, que es lo que sucede actua!- 
mente, en perjuicio de las otras que ciñen con mayor vigor 
la responsabilidad que por ellas se asume. 


Quedan excluidos de este beneficio los autores de de- 
terminados delitos que, por la importancia de los bienes 
jurídicos tutelados, exigen un tratamiento diverso. Tam- 
bién los reincidentes, por su falta de aptitud moral para 
merecerlo. 


Dardo Ortiz. Senador. 


(Versión taquigráfica de la sesión de la Comisión 
del 6 de setiembre de 1985) (Sin corregir)” 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Habiendo número, esta 
abierta la sesión. 


(Es la hora 16 y 10 minutos) 


Tenemos el gusto de recibir al señor Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia, doctor Garcia Otero y al 
señor Ministro doctor Tommasino, a quienes hemos invi- 
tado para que expongan sus puntos de vista, y si es posi 
ble el de la Corte, acerca del proyecto de ley sobre liber- 
tad física del procesado que está a consideración de esta 
Comisión. 


Como los integrantes de esta Comisión somos técni- 
cos en la materia -—algunos más idóneos que otros, como 
los invitados que nos honran con su presencia— creo que 
podriamos comenzar sin más preámbulo, cediéndole la 
palabra al señor Presidente de la Suprema Corte. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — La Suprema Corte de 
Justicia tiene el honor de contar entre sus miembros con 
dos expertos en Derecho Penal, la doctor Balbella de Del- 
gue y el dector Tommasino. Con su colaboración hemos 
deliberado sobre los proyectos de ley que están a estudio 
de esta Comisión. 


La Corte ha encomendado al doctor Tommasino que 
explicite los detalles de su posición y conteste las inte- 
rrogantes que puedan plantear los señores miembros de 
la Comisión. Sin perjuicio de ello, me siento en el deber 
de indicar que este fenómeno de la prisión de los proce- 
sados tiene una traba constitucional —sobre todo a través 
de los artículos 16, 26 y 27 de la Constitución de la Re- 
pública— que no puede ser ignorada. 


Por otra parte, el principio doctrinariamente indiscu- 
tible, de que nadie es culpable de un delito hasta que una 
sentencia firme así lo declare, no consulta a veces pautas 
O necesidades de la seguridad social. Por ejempio, en al- 
guno de los proyectos se indica que ello no se aplica a 
los reincidentes; pero, ¿cómo sabemos que una persona 
es reincidente si todavía no existe sentencia que lo de: 
clar así? 


En otros casos, los hechos que pueden motivar un 
procesamiento son susceptibles de causar una alarma so- 
cial tan importante, que la legislación tiene que atender 
a que de ellos no derive una reacción o una justicia indi- 
vidual, cosa que crearía una verdadera conmoción pública. 


En todos estos proyectos se establecen hipótesis en 
las cuales los principios de la no detención funcionan en 
aplicación estricta del principio de que nadie es culpable 
sin una sentencia que así lo declare. O sea que esa nor- 
ma tendría que funcionar siempre y nadie podria ser 
semetido a prisión, ni siquiera preventivamente, lo cual 
podría crear, en algunas hipótesis, situaciones alarmantes. 


Quiere decir que la solución del problema no puede 
adecuarse a un mero esquema doctrinario, por muy defen- 
dible que sea, sino que hay que atender a situaciones 
concretas de la realidad social, 


Por último, es bastante claro que en la Constitueión 
la excarcelación provisicnal está limitada a los delitos en 
los que no haya de recaer pena de penitenciaría, lo cual 
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supene dos cosas: en primer lugar, que cuando se presume 
que haya de recaer pena de penitenciaría, la excarcelación 
no procede; en segundo término, la Constitución indica 
en otro sentido, que aun cuando no haya de recaer pena 
de penitenciaria, corresponde la prisión y la regla es la 
excarcelación provisional del imputado. O sea que la pri: 
sión está primero y la excarcelación después. 


Bajo esta tónica general, me permito delegar en el 
doctor Tommasino el análisis pormenorizado de otros as- 
pectos del asunto y quedo a vuestra disposición para res 
ponder a cualquier pregunta que se desee formular. 


SEÑOR TOMMASINO, — Señor Presidente: en pri 
mer lugar me voy a permitir, a modo de introducción. 
cxpresar mi profunda satisfacción por el honor que in: 
plica asistir a una Comisión parlamentaria, en una tarea 
de cooperación con la labor legislativa y en un tema tras: 
cendente, vinculado en forma intima con la protección 
de lus dercchos individuales. 


Esto me recuerda —y ruego que me excusen— un 
episodio que protagonicé hace alrededor de 15 años, en 
oportunidad de actuar en este mismo Parlamento ante la 
Comisión de Constitución, Legislación y Códigos de la 
Cámara de Representantes, cuando integré un grupo for- 
mado por jueces y profesores, que fue el que elaboró este 
Código de Proceso Penal, con respecto del cual voy a de 
cir la siguiente. He escuchado en forma reiterada y. nu 
sín un toque de pena, decir que este Código de Proceso 
Fenal es obra del régimen autoritario. En puridad de ver: 
dad eso no es así. Este Código fue estructurado, durante 
un régimen democrático pleno, por magistrados y profe- 
sores entre quienes se encontraban el doctor Figueredo. 
que presidió esa Comisión, y los doctores Arlas, Reta. 
Díaz Romeu y Balbella de Delgue representando a los 
distintos órdenes. 


Posteriormente, sucedió un hecho importante que en- 
tiendo puede servir de punto de partida en esta conver- 
sación. En la época de la dictadura, el Ministro de ese 
entonces quiso que este Código fuera reformado y en 
cierto modo actualizado, de acuerdo a los tiempos que 
corrían. En algunos aspectos que no tienen que ver con 
el tema que vamos a tratar —este fue el Código que no- 
sotros estructuramos— vinculados a la protección de los 
derechos individuales, el Código fue modificado y luego 
recibió aprobación. El Ministro dilo instrucciones precisas 
a la Comsón que recbió el Código, en el sentido de que 
se suprmiera la Policía Judicial, que formaba parte del 
proyecto inicial. Asimismo, dentro del mismo espíritu, la 
Comisión recibió drectvas en el sentdo de que la regla- 
mentación que habíamos proyectado en el recurso habeas 
corpus, fuera eliminada, y así ocurrió, 


Con respecto al tema que vamos a tratar, este Có-: 
digo ha sido estructurado por una Comisión que actuó 
con el más amplio espíritu liberal e intentó, a su modo. 
y de acuerdo a su leal saber y entender, reglamentar 
estrictamente los textos constitucionales. 


Hecha esta primera aclaración debo expresar, que en 
opinión de aquella Comisión —que también sustento— y 
fuera del principio básico y desde luego supremo de la 
libertad que protege el artículo 7 de la Constitución, todo 
derecho puede ser reglamentado y limitado por las razo- 
nes de interés general. A su vez, el principio de la liber- 
tad ha sido limitado y reglamentado por los propios tex- 
tos constitucionales. 


El principio para todo individuo sometido a proceso 
penal es el de la prisión preventiva y creo que basta leer 
los textos para darse cuenta de que son suficientemente 
claros. 


El artículo 15 de la Constitución de la República 
establece textualmente: “Nadie puede ser preso sino infra- 
ganti delito o habiendo semiplena prueba de él, por or: 
den escrita del Juez competente”. 


El artículo 16, establece: “En cualquiera de los casos 
del artículo anterior, el Juez, bajo la más seria Tespon- 
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sabilidad, tomará al arrestado su declaración dentro de 
veinticuatro horas, y dentro de cuarenta y ocho heras, 
lo más, empezará el sumario”. 


Haciendo una lectura ordenada del texto, vamos a 
jeferirnos a las partes relacionadas con el punto en cues- 
tión. El inciso segundo del artículo 26 de la Constitución 
de la República, expresa: “En ningún caso se permitirá 
que las cárceles sirvan para mortiticar, y sí sólo para 
asegurar a los procesados y penados, persiguiendo su re- 
er la aptitud para el trabajo y la profilaxis del 

elito”. 


Si se da el caso de un individuo que fue detenido par 
orden judicia' o en infragancia delictual, de inmediato 
se le toma declaración, continúa detenido y, por lo tanto. 
las cárceles sirven para cumplir con lo indicado por el 
artículo al que hacíamos referencia. 


De inmediato viene el artículo 27 de la Constitucion 
que establece: “En cualquier estado de una causa criminal 
de que no haya de resultar pena de penitenciaria, los 
Jueces podrán poner al acusado en libertad, dando fianza 
según la ley”. 


Si esta interpretación. que fue sustentada por aquella 
C:misión y que la Corte compartió en mayoría, es exacta, 
el principio en tal matería es que todo individuo some- 
tido a pro“eso penal, debe ser reciuido preventivamente. 
Este es el principio, pero -—si estamos en lo cierto— des- 
de luego el punto acepta opiniones discrepantes. 


Además, entiendo que es muy importante aclarar que 
esto no es novedoso ni original en nuestro Código ni en 
nuestro régimen constitucional; por el contrario, se trata 
de un principio inmanente en todo régimen punitivo libe- 
ral y, sobre todo, occidental. 


liaciendo referencia, justamente, al punto que nos 
preocupa a todos, Carnelutti, el gran maestro italiano, 
llama “drama del proceso penal” al hecho de que un 
individuo sea castigado por anticipado sin saber si va a 
ser 0 no condenado. 


Dice el maestro Carnelutti: “No se puede castigar sin 
juzgar ni viceversa, juzgar sin castigar; esta irresolub!e 
identidad del juicio con la pena, es el secreto y también 
el drama del Derecho Penal; el drama consiste en que 
se ha de ser castigado, para llegar a saber si se debe ser 
castigado...” De manera que no debemos asombrarnos de 
que tengamos en nuestro régimen legal y constitucional 
algo que, en realidad, es propio e innato al proceso penal. 


Por lo tanto. un individuo sometido a juicio es dete- 
nido y recluido, porque así lo han querido nuestros cons- 
tituyentes. 


Existen dos precisiones fundamentales que, si fueran 
compartidas por la Comisión, podrian orientar decisiva- 
mente lo que va a ser, sin duda. el texto al que ésta arri- 
bará, y que será convertido posteriormente en ley, A esta 
altura de la doctrina penal, éste es uno de los temas a 
los que apunta esa orientación mayoritaria de vanguardia. 
Pero para ponernos de acuerdo, debemos concordar en 
los dos aspectos. 


El punto que se refiere a la prisión preventiva, que 
todos sabemos que es un mal necesario e indiscutible, im- 
rlica que se castiga a quien no se sabe si en el futuro 
va a ser o no penado. 


La segunda precisión es de naturaleza cautelar inmi- 
nente. Es decir, cautela un conjunto de aspectos sobre 
los que no voy a abundar, porque están incluidos en las 
exposiciones de motivos. 


Me parece importante dejar todo esto debidamente 
puntualizado y sustentado en la más pura doctrina penal. 
Carrara, en un opúsculo famoso que escribió hace más 
de un siglo. en el año 1872. y que precisamente tiene por 
título “La inmoralidad del encarcelamiento preventivo”, 
es toincidente en esencia, con el espíritu de la Comision. 
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Dice asi: “Todos reconocen que la encarcelación de los 
imputados antes de la condena es una injusticia...” 


“Pero se ha añadido que ésta es una injusticia nece- 
saria; y la custodia preventiva ha debido ser admitida por 
las leyes penales. 


Necesaria, para formar el proceso escrito, para que el 
Juez pueda interrogar al imputado pcr cualquier nece- 
sidad de la instrucción. Pero esta razón cesa cuando ter- 
minan los interrogatorios.” 


“Necesaria, por la seguridad, a fin de que el imputado 
no tenga potestad, pendiente el proceso, de continuar en 
sus delitos. Pero esta razón no ha lugar cuando se trata 
de delitos cometidos por una ocasión o pasión especial 
que no ofrece los caracteres de la habitualidad. 


Necesaria, para lograr la pena a fin de que el reo no 
se sustraiga a ella con la fuga. Pero esta razón no ha 
lugar cuando se trata de delitos por los que se amenaza 
con un castigo que es proporcionalmente menos grave que 
el destierro perpetuo de la patria.” 


Si tales necesidades son la sola justificación posible 
de aquella injusticia, es manifiesto que ésta no es tole- 
rable, y es un acto de verdadera tiranía en los casos en 
que cesan las razones antedichas.” 


Todos coincidimos en que la prisión preventiva es un 
mal necesario y que su naturaleza es eminentemente cau- 
telar, procesal. 


Entonces, podemos concordar en que efectivamente 
estanios en lo cierto cuando decimos que nuestro princi- 
pio constitucional es el de que un individuo sometido a 
proceso debe ser recluido. 


Por lo tanto, dentro de las previsiones, las posibili- 
dades y los límites que establece la propia Constitución. 
una vez suprimida la necesidad de las cautelas la prisión 
preventiva debe cesar. Pero esto está limitado por el ar- 
ticulo 27 de la Constitución, que dispone que no tratán- 
dose de pena de penitenciaría, los jueces podrán poner 
al acusado en libertad, dando flanza según la ley. Natu- 
ralmente. se refiere a límites máximos y mínimos. Cuan- 
ño habla de prevención, significa que el Juez prevé que 
la pena de penitenciaría, no siendo hipótesis especial op- 
tativa, en todos los demás supuestos, cabe la posibilidad 
do que el individuo puede ser excarcelado, es decir que 
puede ser procesado sin prisión. Puede serlo, cuando no 
sea necesario ir al mal de la prisión preventiva y cuando 
la cautela no sea necesaria. Y no lo es cuando no estamos 
en presencia de un delincuente, cuando el individuo no 
ofrece peligro y puede suprimirse el mal necesario de la 
prisión preventiva. Sin perjuicio del proceso, el individuo 
aguarda en libertad a que llegue el momento del fallo 
ejecutoriado el que dirá si corresponde o no sancionarlo. 


Para culminar con esto —que en el fondo procura O 
tiende a mostrar lo que ha sido el espíritu de corporación 
de la Corte-— manifiesto que coincidimos en la filosofía 
de ambos proyectos. 


Deseo agregar un argumento importante antes de ver 
los proyectos en forma particularizada. Toda la doctrina 
penal moderna, en lo que tiene que ver con las sanciones, 
se inclina abierta y decididamente, a considerar que las 
penas cortas de prisión no sirven para nada. Es lo que 
se llama la crisis de las penas cortas de prisión, las que 
tienden a sustituirse, paulatinamente —como ocurre en 
los países adelantados, tal como Alemania— en forma 
abierta, por lo que se denomina pena de multa por vía 
de días labor o por vía de pena multa que contempla la 
situación del individuo :aquel que es pudiente paga la 
multa y aquel que no puede, lo hace trabajando. Eso es 
coincidente con la filosofía de ambos proyectos porque si 
se supone que debemos admitir en el estado actual del 
desarrollo, de la evolución de la ciencia penal, que las 
penas cortas de prisión no sirven para nada, las opinio- 
nes serán infinitas en tal sentido. 
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Careceria de fundamento que a ese individuo al cual 
entendemos no le ya a corresponder pena ya que se la 
vamos a suspender, lo tengamos detenido preventivamen- 
te, en una via en la cual no sólo le estamos poniendo 
pena de prisión, sino que además lo estamos penando 
por anticipado. 


Creo que con estas pocas palabras, estoy tratando 
de trasmitir al Cuerpo, que la Corte, integramente, par- 
ticipa del espíritu que ha movido a esta Comisión en la 
consideración de estos proyectos en Curso, 


En cuanto a la opinión que nos merece cada uno de 
elles, durante el desarrollo de la conversación, diremos 
lo que se inclina a considerar la Corte. 


Estamos a la orden para cualquier pregunta que se 
desee formular. 


SEÑOR BATALLA. — Pienso que sería importante 
saber si la Corte ha tenido conocimiento o acceso a los 
textos que habian sido proyectados. 


SEÑOR TOMMASINO. — Han sido prolijamente ana- 
lizados. 


SEÑOR BATALLA. — En la medida que exista upi- 
nión, podriamos entrar al examen particular del articu: 
lado para ir avanzando. 


SEÑOR ORTIZ. — Veo que la Corte comparte, coin 
vide con el criterio, no sólo de los autores del proyecto, 
sino con el de la Comisión. Sentada esa posición inicial. 
pienso que antes de entrar al articulado completo, seria 
valioso para nosotros que la Corte se pronunciara sobre 
este aspecto. 


Uno de los proyectos es muy simple, muy sencillo; 
intenta modificar lo menos posible la norma existente. El 
otro, es más ambicioso, más amplio y afecta a mayor can- 
tidad de disposiciones. Podríamos obtener la opinión de la 
Corte, a los efevtos de abordar el proyecto más complejo 
o, de lo contrario ir por la solución más sencilla. De acuer- 
do a su opinión, se encauzaría el trabajo de la Comisión, 
por uno y otro lado. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — La experiencia judicial 
indica que los textos más complejos, suelen crear tantos 
problemas como soluciones. En ese sentido no puede dejar 
de destacarse la virtud que tiene uno de los proyectos, 
en cuanto a su simplicidad. El otro texto es un verdadero 
código de la cautela, y supone una demarcación lan pro- 
iija de todos los fenómenos a que ello refiere, que exige 
un estudio muy intenso y preciso de cada una de sus 
normas. 


La idea de la Corte es que cuanto más sencillo sea 
ex proyecto que esta Corte apruebe, más fácil será su 
aplicación y, sobre todo, su entendimiento por aquellos 
a quienes les está destinado. 


No me parece necesario destacar que uno de los pro- 
yectos es muy extenso, abarca muchas hipótesis, y por lo 
tanto, tiene disposiciones o posibilidades de realización 
muy difíciles de analizar punto por punto, ya que supone 
casi un código de la cautela en esta materla. 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Desearía saber si el señor 
Presidente de la Corte, se refiere al proyecto presentado 
por algunos señores senadores del Partido Nacional, en 
relación con el otro presentado por el señor senador Ortiz, 


SEÑOR GARCIA OTERO. — El proyecto presentado 
por el señor senador Ortiz tiene la indudable ventaja de 
su simplicidad, sin perjuicio de los acomodamientos de 
texto, que requiera. 


El otro proyecto que quizás sea técnicamente más 
perfecto, tiene una serie de complejidades técnicas que 
exige un examen pormenorizado de muy intenso estudio 
y de mucho cuidado en cuanto a su repercusión. Se va a 
£rear, en esencia, una especie de incidente cantelar, res- 
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pesto a la prisión preventiva de los proesados que va 
a demerar el objetivo mismo del sumario, que es la inves: 
tigación a fondo de los hechos. 


En ese sentido, la Corte cree que es prelerible un 
texto más sencillo, cualquiera sea el que se adopte sin 
entrar a la complejidad de la vida real La experiencia 
judicial indica que hay hipótesis que no se pueden pro 
veer taxativamente en la norma legal y que hay que des 
cansar en el criterio de los magistrados. 


Quiero destacar que en ambos proyectos hay un fac- 
tor que quizás no ha sido ponderado en toda su dimen- 
sión y es al cual me refería hoy. Estamos hablando del 
derecho de los detenidos, derecho que la Constitución 
tutela de acuerdo al régimen que el doctor Tonimasino 
ha establecido. que no son absolutos. Pero también hay 
que pensar cn el sentido úe justicia de la colectividad 
que enfrentada a un hecho colectivo es capaz de causar 
una gran alarma social. Por lo tanto, si la ley no atiende 
a respetar esos derechos, puede provocar ¡eacciones indi: 
viduales que pueden llegar a ser peligrosas y nada esti- 
mulantes. Piense cualquiera de ustedes en un hombre que 
atropella a un niño de escuela y que, al otro día, se lo 
ve caminando por las calles. Piense en un violador que 
comete un delito atroz y, al otro día, se enfrenta con el 
padre de la víctima. 


Entiendo que lo que está en juego es algo más que 
la libertad individual; es el sentiño de paz social. 


La Corte entiende todos esos factores y solicita al 
Parlamento que también los considere, sin perjuicio, del 
otro principio de la libertad individual, que no es abso- 
luta, que tiene los límites del interés general y, a veces. 
éste requiere que aquellos se vean algo coartados o ami- 
norados. 


En ese sentido creo que es muy importante que se 
contemple esa faz del asunto, y en esto, no me estoy reli- 
riendo a ningún proyecto concreto. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Hablando de estos temas. 
voy a reiterar, un poco lo que dije hoy, que es la idea 
generalizada de la Comisión y que entiendo también debe 
serlo la de la Suprema Corte. 


En el ejercicio de la profesión, nunca me dediqué al 
Derecho Penal como abogado, sino que lo miré un poco 
desde afuera. Sin embargo, los años que tengo me han 
permitido advertir ciertas cosas. 


Este proyecto o los dos proyectos, en definitiva, en 
el fondo tienen una cosa que es. sustancialmente indis- 
pensable a esta altura de la evolución del derecho en 
los países adelantados, que no es, lamentablemente, el 
caso del nuestro, todavía. 


Deseo preguntar a los distinguidos miembros de la 
Corte si en el presupuesto actual envía alguna previsión 
a propósito de la creación de la Policía Judicial. 


Estoy convencido que muchos de estos problemas po- 
drían atemperarse en una importante medida si las ta- 
reas de la Administración de Justicia en el área penal. 
contaran con esa ayuda, que es fumdamental y que se 
ve que funciona muy bien en otros paises. 


Todas estas garantías que estamos tratando de darle 
al procesado, al detenido, en lo que es la etapa previa 
a su ingreso a una sede judicial, es decir, esa etapa en 
la policía, donde todos tenemos conciencia que debemos 
proteger derechos individuales esenciales puesto que sabe- 
mos como son obtenidas ——para no utilizar otros términos 
que conocemos— las declaraciones de los presuntos impu: 
tados. Creemos que si existiera una justicia judicial, todo 
eso no se daría, por lo menos, teóricamente. Estamos ha- 
blando, desde luego, de funcionarios que son seres huma- 
nos como nosotros con sus virtudes y defectos. Sin em- 
bargo es evidente que la Administración de Justicia re- 
quiere, en el área penal la policía judicial. incluso. para 
darle al Poder Judicial esa parcela de independencia, que 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—113 


no la tendrá mientras no posea una policía administrada 
por él. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — Deseo, en primer térmi- 
no, referirme. a un tema lateral aunque está relacionado 
con el presupuesto del Poder Judicial. 


En los hechos, reintegrada la soberanía constitucio- 
ral a la Suprema Corte de Justicia, y terminada la hue!- 
ra judicial, nuestro organismo contó con un plazo de ape- 
nas treinta días para estructurar su presupuesto. y asi 
lo expresa en el mensaje que envió a la Asamblea Ge- 
neral. En esa hipótesis, se manifiesta, expresamente, que 
reformas profundas no podían improvisarse sin una infor- 
mación vera”, estadistica, etcétera, y, en particular —fue 
uno de los aspectos que más preocupó a la Corte-—— nos 
referimos a la Policía Judicial, que tiene dos aspectos. 
En cuanto al asesoramiento técnico del magistrado de 
instrucción es posible hrindárselo mediante una ley que 
provea los recursos adecuados. 


Voy a poner un caso como ejemplo, No hay ninguna 
máquina ni expertos balísticos fuera del servicio policial. 
Cada vez que en un hecho de sangre está comprometida 
la actuación de un policía, no hay otra manera de deter: 
minar quién usó un arma, si salió o no el proyectil, que 
no sea el servicio de la policia, 


Tampoco es fácil solucionar, como se puede crecer, a 
nivel teórico, ese problema porque tonseguir las máquinas 
que permiten detectar esos detalles, y sobre todo, conse- 
guir expertos balísticos, no es fácil puesto que no se en- 
cuentran fuera de la órbita policial. 


La Corte anunció en su presupuesto, la intención de 
abordar esos problemas concretos y específicos en futuras 
rendiciones de cuentas. Respecto a los Juzgados del inte- 
rior, estableció, expresamente la posibilidad de realizar 
contratos especiales con técnicos para que informen sobre 
Geterminados puntos porque, por ejemplo, en el interior 
de la República, el médico forense es el de la policía. En- 
tonces se autoriza a que los jueces contraten técnicos 
—-con pago aparte— que informen separadamente. Ese es 
el aspecto meramente teórico de la Policía Judicial, en el 
cual todos cointidimos y que, a la larga, se puede solu- 
cionar consiguiendo equipos y logrando Jos técnicos. 


Esa es una sola fase de la Policía Judicial. Sí a ella 
se le entrega una encuesta para averiguar quienes come- 
tieron los delitos, nos encontramos con un problema so- 
cial distinto. Es realidad universal que la policia, para 
ser efectiva, tiene que tener ciertos contactos con el mun- 
do del delito. Nosotros no queremos que la Policía Judi- 
cial los tenga. Tampoco deseamos que accedan a ella fun- 
cionarios que se han acostumbrado a obtener información 
mediante medios que la Constitución y la democracia no 
habilitan. No queremos que venga a la Policía Judicial 
sente que ha golpeado para obtener una declaración, que 
ha atrcpellado la libertad individual para conseguir un 
éxito profesional. 


Esa es la segunda faz de la Policía Judicial, que exige 
un tratamiento muy espezlal. y cuidadoso que no la torne 
lírica, libre pero ineficiente; porque nosotros podemos ele- 
gir personas muy buenas, respetuosas pero que por ser 
ajenas aun al mundo de la delincuencia, en los contactos 
reales con ella, no sirvan para esclarecer un delito. Este 
es un trabajo de tiempo, de sazón, de madurez, que hay 
que encararlo con un sentido, un poco histórico. Por lo 
tanto, hay que ir creando. Lo primero que la Corte tiene 
proyectado para una futura rendición de cuentas, es brin- 
darle al Juez de Instrucción un asesoramiento técnico 
que le permita a él obtener la información que requiera. 
Debe tener un médico, un químico, un fotógrafo y un 
montón de servicios que no son, necesariamente, de po- 
licía judicial. 


Si ustedes miran con algún detalle ei presupuesto del 
Pocer Judicial. se van a encontrar que se sustituye un 
cargo vacante de médico por el de un contador, porque 
la actual delincuencia no es contra hechos físicos, al con- 
trarlo, nosotros diriamos que se precisan muchos conta- 
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dores puesto que la delincuencia económica exige un ase- 
soramiento técnico que no lo da el Instituto Técnico Fo- 
rense. 


Quiere decir que el problema de la Policía Judicial 
hay que encarerlo con un sentido permanente, de fondo, 
histórico y depurativo. Lo que interesa es crear un gran 
servicio de asesoramiento al Juez, que no dependa de la 
policía ni para sacar unas fotos, hacer un análisis o para 
tener un espectro científico del femómeno. En ese sentido 
la Corte tiene ideas muy claras y va a tener oportunidad 
de desarrollarlas. 


De esta manera contesto la pregunta que me han for- 
mulado en cuanto a la política de la Corte respecto a la 
Policia Judicial y, creo que es un enfoque realista de la 
situación. 


En este momento cstoy en condiciones de decir a la 
Comisión que existen posibles intuxicaciones que el téc 
nico forense no puede individualizar. Si para causar una 
muerte se utilizan determinados tóxicos, estes no se pue- 
den individualizar, no porque los técnicos no estén capa- 
citados, sino porque no cuentan con los medios económi- 
cos para comprar los reactivos necesarios. Tenemos que 
partir de esto antes de hablar de una Policía Judicial 
que vaya a investigar o a encuestar lo que está ocurrien- 
do a ciertos niveles. Como la Corte lo aprecia en este 
momento, la Policía Judicial es un servicio de asesora- 
miento técuico permanente al Juez Instructor, que tiene 
que contar con todos los medios necesarics para mane: 
larse en su campo específico, o sea. demostrar si un su- 
jeto es c no imputable de cierto hecho. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Tengo entendido que el se- 
ñor senador Ortiz habia presentado dos proyectos de ley. 
Uno era el relativo a la incorporación en el artículo 118 
del Código de Proceso Penal de la disposición que esta- 
blece que toda persona tendría derecho a solicitar la pre- 
sencia de un abogado por él designado. Esto corresponde 
al repartido N? 33 que me fue alcanzado recientemente. 


El otro proyecto presentado se refiere a la prisión 
preventiva, que es lo que estamos tratando en este mo- 
mento. 


Es decir, que hay dos proyectos de ley a tonsidera- 
ción de la Comisión de Constitución y Legislación. Uno 
de ellos hate mención a la libertad física del procesado, 
presentado por algunos señores senadores del Partido Na- 
cional y, el otro, es el presentado por el señor senador 
Ortiz en relación con la eliminación de la prisión pre- 
ventiva en determinadas especies. Tengo entendido que 
estos dos proyectos fueron examinados por la Suprema 
Corte de Justicia. 


Hemos escuchado, naturalmente, con mucha aten- 
ción —“omo si fuéramos alumnos-- al señor Ministro 
en su brillante disertación en relación con los elementos 
que están en juego en este asunto y, nos ha ilustrado en 
forma muy detallada respecto de los antecedentes rela- 
tivos a este tema, 


Tenemos las mismas dudas que expresaba el señor 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia pero enten- 
demos que esta invitación —a la que tan amablemente 
ha accedido este Alto Cuerpo Judicial— tiene como objeto 
traernos tranquilidad en el sentido de que la solución 
que eventualmente podamos adoptar suponga o no un 
2delanto. O, dicho de otra manera, que la solución la 
podamos aceptar sin exitación y sin menoscabo del bien- 
estar de la sociedad, en cuanto a los dos aspectos que 
con mucho acierto señalaba el señor Presidente de la Su- 
prema Corte de Justicia. 


Tomamos el caso de la eliminación de la prisión pre- 
ventiva por ser más simple, desde el punto de vista no 
conceptual, sino en cuanto a su redacción, que el otro 
proyecto que presentó la mayoría del Partido Nacional 
y que según ellos ha contado con el asesoramiento del 
doctor Abal Oliú, que es un notorio especialista en la 
materia. . 


CAMARA DE SENADORES 


7 de Noviembre de 1985 


Por ejemplo, tomando el proyecto presentado por el 
señor senador Ortiz, se elimina la prisión preventiva para 
alguien que ha cometido homicidio contra dos escolares 
o, de un violador que ha incurrido en un delito infame. 


Es posible que al otro día de cometidos los hechos, 
encontremos en la calle a estos delincuentes. 


Habría que pensar en la reacción de los padres de 
las víctimas sujetos pasivos del acto ilícito. 


Entonces, me presunto si esto puede ser posible en 
la actual sociedad. Y también si es posible que el Par!a- 
mento a quien en este momento se le traslada una res: 
ponsabilidad de esa naturaleza, pueda adoptar un criterio 

como scñalaba el señor Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia con mucha prudencia— teniendo en cuenta 
esos extremos. 


Además, pienso que la Comisión es la que en primer 
término los debe tener en cuenta. 


En las circunstancias actuales en que estamos asis- 
tiendo a una evidente reactivación o reagravamiento de 
la virwencia delictiva en el país --en este y otros órde- 
nes— pregunto si la sociedad no se sentirá agraviada al 
establecer la eliminación de la prisión preventiva. 


Esta pregunta me la estoy formulando —y hablo en 
primera persona— desde hace mucho tiempo. 


Esta inquietud, entre otras, es el motivo de la invi- 
tación cursada a los representantes de la Suprema Corte 
de Justicia; también responde a las mismas dudas que el 
señor Presidente de la Suprema Corte expone ante el 
Cuerpo. con respecto a que se medite con serenidad el 
alcance de la reforma que se puede realizar en este as- 
pecto. 


Aunque la disposición que se pretende adoptar pueda 
tener su fundamento desde el punto de vista sociológico, 
quisiera saber si es compartida por la Suprema Corte de 
Justicia. ¿Podemos adoptarla sin comprometer los inte- 
reses, la tranquilidad social o las expectativas de ese or- 
den que, eventualmente, pueden estar en juego? 


SEÑOR GARCIA OTERO. -— Lo que la Corte sugie- 
re es que en cualquiera de los proyectos que se adopte, 
se contemple la posibilidad de que la no prisión del pro- 
cesado no funcione en aquellos casos en que el hecho cau: 
se alarma social. 


La Suprema Corte de Justicia cree —y en ese sen- 
tido la opinión es unánime— que más allá de los tecni- 
en el sentido de que cuando el hecho cree alarma social, 
cismos jurídicos tiene que haber una opción para el Juez, 
no se decrete la excarcelación inmediata del procesado. 


Expreso esto porque puede provocar o promover una 
reacción individual de los ofendidos. Y además, puede ata: 
car un sentimiento de justicia ínsito en la comunidad. 


Seamos realistas; estos proyectos tienen como funda- 
mento dos cosas elementales. Las cárceles asustan a todos 
y, en especial a los jueces que procesan. 


Muchas veces los Jueces se detienen cuando tienen 
que decretar un procesamiento, porque saben el horror 
al que condenan al imputado, no porque no haya delin- 
quido, sino porque nadie merece el castigo que supone in- 
troducirlo en uno de esos locales. Si nuestras cárceles es- 
tuvieran en otras condiciones, quizás estos proyectos no 
estarían distrayendo el tiempo de los señores legisladores, 
Y la otra causa, que desgraciadamente se relaciona direc- 
tamente con el Poder Judicial y que, en cierta manera, es 
responsabilidad de la Corte, es la larga duración de los 
procesos penales, 


En un país donde la sentencia de condena es muy pró: 
xima al hecho, puede prescindirse de la prisión del impu- 
tado porque la sanción va a recaer en forma casi inme- 
diata. 
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En la realidad actual, hay procesos que llevan dos o 
tres años. De progresar, estos proyectos, no va a haber 
sanción penal, casi para ningún delito porque el delin- 
cuente no es un detenido en el momento de la comisión 
del mismo. Preguntaría qué juez o qué tribunal recién 
a los dos o tres años va a disponer el reingreso a la cár- 
cel de un sujeto que cometió un delito hace tantos años. 
Desgraciadamente, no va a haber castigo para esos ilí- 
citos, cosa que no le sirve ni al pais ni al sentido de jus- 
ticia, ni a la tranquilidad de la población. 


Lamentablemente, no podemos arreglar de inmediato 
n] las cárceles ni el proceso penal, Tampozo podemos dejar 
de considerar que al estudiar estos textos, tanto la bru- 
talidad de la reclusión en los establecimientos como la 
demora en el proceso penal, están pesando decisivamente 
para que no se proceda a la detención de! delincuente. 


SEÑOR FA ROBAINA. — A mi entender, el señor 
Presidente de la Corte de Justicia ha rozado un tema que 
es vital: la oralidad. Creo que si los juicios fueran orales 
no sucedería lo que él está señalando. Claro está que eso 
supone una reforma procesal. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — No debemos olvidar que 
brevedad y oralidad son cosas distintas. 


En muchos países, hay juicios que llevan tres días, 
pero se deben esperar seis meses para fijar la audiencia. 


El Uruguay de hoy es como es; sin ese contacto con 
la realidad, creo que no se debe legislar. Basta pensar en 
un juicio oral, en cuya audiencia deben estar presentes el 
imputado, el acusador, los testigos, los peritos y demás 
pruebas, 


SEÑOR AGUIRRE. — No debemos dejar de lado que 
hay Juzgados del interior de la República donde ni siquie- 
ra hay sillas para poder celebrar audiencia. Podemos citar 
el caso de un Juzgado de Florida donde hubo un Juez que 
libró una dura batalla para conseguir los elementos ma- 
teriales indispensables, a efectos de celebrar audiencia en 
un proceso penal, sin haber tenido éxito. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — Pero es más fácil arre: 
glar el problema del local y las sillas que la conducta de 
la gente. Es sumamente difícil que a una determinada 
hora de cierto día, concurran el médico. el agrimensor, 
etcétera. Eso es pura teoría. El país tiene que marchar de 
acuerdo a su realidad. Hay que crear conciencia de que 
la justicia es un deber de todos y en ese entendido debe- 
mos colaborar. Lo que hace falta es docencia, no sólo lo- 
cales. 


Al respecto, el Poder Ejecutivo hace poco nos reinte- 
gró el Palacio de Justicia, pero nos preguntamos qué cla- 
se de juicios se van a celebrar. Primero debemos resolver 
si el juicio será oral o escrito, porque el local en cada 
caso no será el mismo. Por lo tanto, no vamos a hacer el 
edificio para luego recién decidir cuál será el tipo de jul- 
cio que se va a celebrar. 


SEÑOR TOMMASINO. — Quisiera hacer algunas pre- 
cisiones fundamentales, en las que creo vamos a concor- 
dar. 


En los ejemplos planteados por el señor Senador Cer- 
sósimo, no va a regir el régimen que pretende estructu- 
rar esta Comisión. 


En el supuesto referido a la muerte intencional de dos 
niños o en el de una persona que viola a un niño, la ley 
se ve imposibilitada de proceder a encarcelar a este in- 
dividuo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Perdón, pero no fui yo quien 
citó esos ejemplos, sino que Jo hizo el señor Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR TOMMASINO. — Si, señor Senador, pero es: 
to está referido a otro supuesto que también es preocupa: 
ción de la Corte. 


Ahora bien; estos beneficios especiales del procesa- 
miento sin prisión, creo que tampoco deberían regir. 
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Por ejemplo, se puede dar el caso de una persona que 
cometa torpes atentados sexuales contra un niño, sin lle- 
gar a violarlo, teoricamente correspondería encarcelarla; 
el mismo caso podría ser el de un conductor de un vehículo 
de transporte colectivo que cumple sus funciones en es- 
tado de ebriedad y que provoca un desastre en el que 
mueren varias personas. Evidentemente, se trata de deli- 
tos culposos en los que existiría la posibilidad de un pro- 
cesamiento sin prisión. Sin embargo, a esas situaciones es 
a Jas que apunta la sugerencia que formula la Suprema 
Corte de Justicia. A ese respecto habría un posible texto, 
que puede ser materia de agregado, que establecería que 
cuando concurran razones de seguridad pública o el delito 
provoque grave alarma social. el Juez decretará la pri- 
sión preventiva del imputado. De este modo, se trataría de 
consagrar el principio de que quien no es realmente un de- 
lincuente no sea procesado con prisión y que quien lo es, 
sí. El individuo que atropella sexualmente a un niño es un 
delincuente y debe ser procesado porque hay razones de 
seguridad pública y una alarma social agudizada que re- 
quiere que ese individuo no quede expuesto a la reacción 
del padre del niño atacado, porque puede suceder que am- 
bos vivan en el mismo barrio, ya que ello provocaría un 
perjuicio y no un beneficio. Lo mismo puede ocurrir con 
un individuo alcoholizado que maneja un vehículo que 
atropella y mata a varios niños al pasar frente a una es- 
cuela, Esta persona, obviamente, no puede volver a condu- 
cir el mismo vehículo al día siguiente poraue los padres 
de los niños al verlo podrían reaccionar violentamente. 


Es opinión de la Suprema Corte de Justicia que el 
proyecto del señor Senador Ortiz es, desde el punto de vis- 
ta de su aplicación, muy claro e interpretativamente sen- 
cilio. No obstante ello, se le podrían introducir algunas 
pequeñas modificaciones. 


Desde el punto de vista de la sencillez. en cuanto a 
la consagración de los principios, podríamos ir, en un or- 
den de degradación, de lo mínimo a lo máximo. Lo máxi- 
mo sería el proyecto elaborado por varios señores Sena- 
dores sobre la base de un estudio del doctor Abal Oliú, 
que a través de diez artículos plantea cincuenta hipóte- 
sis distintas fundamentalmente referidas a cautela y a 
fisuza. En realidad, con respecto a este tema, esto nunca 
ha sido motivo de preocupación en nuestro país y mucho 
menos en el Código Penal. Lo que hace, sustancialmente, 
es reproducir buena parte de textos vigentes. Este no es 
+1 loma que deberia preocuparnos, sino el de cierto lipo de 
de:incuentias cel que se debería requerir una prevención 
con prisión. Una de las soluciones a arbitrar tendría como 
base el actual artículo 71 del Código de Proceso Penal, 
que versa sobre el procesamiento sin prisión. En cuanto a 
los literales a) y b), la Corte estaría de acuerdo. No obs: 
tante, a su juicio, habría lugar para otro literal, el e), que 
hablaría de delitos intencionales, ultraintencionales o cul- 
posos siempre y cuando fuera presumible que no recayera 
pena de penitenciaría. 


Seguramente este texto contemplará el criterio de la 
Comisión que, por otra parte, es el tema del proyecto que 
ha elaborado el señor Senador Ortiz. No obstante ello, 
habría una sugerencia a introducir que sería Ja siguiente. 
Por ejemplo, como artículo 19 podría decir: además de los 
casos previstos en el artículo 71 del Código de Procesa- 
miento Civil, no se dispondrá la prisión preventiva del pro- 
cesado cuando concurrieren —y aquí nos ha parecido con- 
veniente recalcar enfáticamente que ambas condicionantes 
que subsiguen deben concurrir en forma simultánea. -- “Jas 
siguientes circunstancias”. 


La segunda sugerencia que preocupó a la Corte se 
relaciona con el hecho de que nuestro Presidente ha he- 
cho caudal fundamenta] en contemplar, hasta donde sea 
razonable, el interés de la sociedad, la grave alarma pú- 
blica y las razones de seguridad. 


Cuando los delitos, aun sin ser ontológicamente graves. 
provoquen grave alarma social o signifiquen una altera- 
ción de la seguridad, el Juez no debe procesar con prisión 
al que los cometió, 


Con ese agregado, el texto se transformaría en lo que 
sería una norma de precepto; pero en definitiva es el Juez 
quien va a determinar si se dan las circunstancias o no de 
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seguridad pública y la grave alarma social y quien va a 
resolver si se aplica la prisión preventiva. 


La última observación importante que plantea la 
Corte... 


SEÑOR ORTIZ. — Eso estaría redactado. 


SEÑOR TOMMASINO. — La otra cosa que la Cor- 
te habia considerado se relaciona con lo que establece el 
artículo 39, que dice: “La presente ley no será aplicable 
a los delitos previstos en los Títulos I, 11 y II del Libro 
IT del Código Penal ni a los reincidentes”, Es decir que se 
trata de los delitos contra la Patria, los Estados extranje- 
ros, sus jefes o representantes, que figuran en los Capí- 
tulos 1 y II del Título 1, así como los delitos contra la paz 
pública que figuran en el Título III. 


A la Corte, estas normas le merecen dos observacio- 
nes. La primera de ellas es que se incluye dentro de la 
prohibición de procesar sin prisión los delitos que son 
sumamente leves, como ocurre con el motín, la asonada 
y la apología del delito, que están sancionados con una pe- 
na de multa. Esto no condice con la filosofía del proyecto. 


Entonces, se nos ha ocurrido como solución viable el 
suprimir toda referencia a esto y dejar que juegue el 
principio general del proyecto. Cuando se trata de delitos 
que tengan pena mínima de penitenciaria, se prohíbe pro- 
cesar sin prisión; cuando se trata de minimos correccio- 
nales, se va a poder procesar. Quiere decir que cuando se 
trata de un motín, una asonada o de la apología del delito, 
el Juez no procesa con prisión; pero si fuera un atentado 
contra la Constitución o contra un Jefe de Estado, se dis- 
pondrá una pena mínima de seis años, porque el principio 
general que viene de la propia Constitución obliga a pro- 
cesar con prisión. 


Estas son las sugerencias que la Corte quería plantear 
para que la Comisión las estudie. 


Si esto no se aplica a los reincidentes, nos pregunta- 
mos si se debe incorporar una prohibición que figuraba en 
la vieja ley de diciembre de 1959 que establecia que no 
obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el Juez po- 
drá decretar la prisión preventiva... 


(No se oye) 


El proyecto del señor Senador Ortiz contempla el su- 
puesto del reincidente y no el del reiterante que tenga 
causa entrada, así como tampoco si ese hecho es o no un 
obstáculo para que el individuo pueda ser procesado sin 
prisión. 


Estas son las grandes consideraciones que a la Corte 
le ha merecido el análisis de este proyecto que ha prefe- 
rido por su claridad y sencillez aunque ambos coinciden 
sustancialmente en su filosofía. 


SEÑOR ORTIZ. — Se ha objetado el artículo 4% en 
cuanto dice que no sería aplicable a los reincidentes, Co- 
mo se sabe, los reincidentes pueden serlo por dos delitos 
anteriores, sin tener en cuenta el último. 


SEÑOR TOMMASINO. -—- Ya habíamos conversado 
sobre ese punto y se había considerado que la referencia 
a los reincidentes resultaría innecesaria de acuerdo con la 
filosofía y contexto del articulado. 'Todo estaría regido 
por los límites de cada delito o por la prohibición opta- 
tiva... 


(No se oye) 
Esa interpretación es muy equívoca y confusa. 


SEÑOR ORTIZ. — Creo que no habría tal confusión 
porque reincidente es una persona que comete un delito 
más de una vez. Lo otro sería una presunción de delito. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — Cuando el Juez decrete 
el procesamiento y tiene que resolver si hay o no prisiói 
preventiva, no tiene conocimiento de la planilla de ante- 
cedentes del imputado, porque decreta el procesamiento 3 
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recién luego pide la planilla. Por lo tanto, lo de los reinci- 
dentes es una consideración teórica posterior que no puede 
estar presente en el momento de la decisión. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: lo que quería 
manifestar es ahora un poco sobreabundante en función 
de lo que ha explicado claramente el doctor Tommasino. 
El nos ha dado un panorama muy claro de la opinión de 
la Corte, en cuanto a que le parece mucho más positivu 
y beneficioso el proyecto de ley estructurado por el señor 
senador Ortiz que el que suscribimos algunos senadores 
del Partido Nacional porque había sido elevado por Abal 
Oliú. A] firmario pude observar que era muy complejo. 


Como ha dicho el doctor Tommasino, muchas de las 
previsiones que figuran en este proyecto aparecen en el 
Código Penal aunque con algunas modificaciones e hipó: 
tesis diferentes. Pero la sustancia de aquel proyecto es 
resolver el problema de la prisión preventiva, agravada 
por dos realidades: una proveniente de nuestro sistema 
carcelario y otra del sistema penal; es decir, el horror 
que son las cárceles y la tremenda lentitud de los procesos. 


Quería hacer una referencia en cuanto a que en rea- 
lidad Jos dos proyectos, si bien apuntan en una misma 
dirección, no lo resuelven de la misma manera porque si 
uno aprecia las hipótesis en que procede o no la prisión 
preventiva se ve que es muchísimo más amplia en el 
que redactó el señor senador Ortiz. No quiere decir que 
sea más acertado; es otra cosa. 


El asunto está planteado en el inciso 1% del artículo 3% 
del proyecto presentado por el señor senador Ortiz, donde 
la regla es la libertad en todos Jos casos, salvo cuando 
se pueda presumir que ella determine un verdadero pe- 
ligro, entorpezca la indagación o la continuación del pro 
ceso. No se podría decretar la prisión preventiva, salvo 
en estos casos. En cambio el proyecto del señor senador 
Ortiz en alguna medida sigue manteniendo la prisión 
preventiva, como regla, en muchos casos, 


Evidentemente, se han formulado observaciones —que 
c<omparto-- respecto al artículo 39, pero aquí estaban ex- 
cluidos todos los que cometieran los delitos mencionados 
en los Títulos 1, 11 y UI del Código Penal más los rein- 
cidentes, sin determinar cuándo se es reincidente. Ade- 
más, comparto con el señor Presidente el criterio de que 
la planilla no está incorporada cuando el Juez procesa, 
pues el abogado la tiene que acompañar con el escrito de 
excarcelación, Por otro lado, como las circunstancias son 
concurrentes —no son distintas hipótesis-— quedan ex- 
cluidos todos aquellos delitos que tienen como mínimo 
pena de penitenciaria y además, el magistrado deberá 
analizar todos Jos antecedentes del hecho y del proce- 
sado. Por lo tanto, en muchos otros casos, va a conceder 
la prisión preventiva. 


Estoy de acuerdo en que no tiene sentido la referen- 
cia a los reincidentes, porque eso vendrá analizado por 
el magistrado dentro de los antecedentes de la persona- 
lidad del penado. Puede darse el caso de que haya co- 
metido un delito pequeño y que lo vuelva a repetir den- 
tro de los tres años, lo que determinará que vaya a la 
cárcel de Miguelete. Eso no parecería razonable. 


Me parece muy interesante la sugerencia del señor 
Ministro Tommasino; si bien soy firmante del otro pro- 
yecto, acepto que el tema es muy opinable. De todas ma- 
neras, el proyecto del señor senador Ortiz ——tal como 
se ha señalado— tiene la ventaja de su sencillez y cla: 
ridad lo que facilitará su aplicación. Ello significa un 
adelanto sobre la situación actual. Comparto lo que ha 
dicho el señor Ministro Tommasiño en cuanto a que no 
tiene sentido una prisión corta que significa someter a 
la persona a un verdadero martirio durante tres años, 
lo cual no ayudará a corregir ni a modificar su carácter. 
En esos casos, hay que evitar la prisión preventiva. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Mis palabras tienden a fijar 
en algo el concepto que señalaba el señor Ministro Tom: 
masino, que es muy importante. El decía que la dispo- 
sición incluida en el articulo 1% del proyecto del señor 
senador Ortiz, al expresar “cuando concurrieren las si- 
guientes circunstancias”, al agregársele la palabra ““si- 
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multáneamente”, a Jos efectos jurisprudenciales, permitía 
que no haya problemas de interpretación. Al agregar “si- 
multáneamente” o “conjuntamente” se hace que sea pre- 
sumible que pueda recaer pena de penitenciaría. 


SEÑOR TOMMASINO. — Quizás sea más correcto 
decir “conjuntamente”. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pienso que es conveniente 
que la Suprema Corte de Justicia diga que este beneficio 
se otorgará cuando fuere presumible que no habrá de 
recaer en definitiva pena de penitenciaría, porque en la 
Comisión se ha hablado de que también podría otorgarse, 
eventualmente, cuando pudiere corresponder pena de pe- 
nitenciaría. 


Estoy dispuesto a acompañar con mi voto el proyecto 
en las condiciones que señala el señor Ministro; pero no 
si se otorga sin límite, No me parece acertado en estas 
circunstancias aprobar un proyecto que diga que en todos 
los casos en que sea presumible o no, que ha de recaer 
pena de penitenciaria se otorgará el beneficio de la no 
prisión preventiva o que ella no se haga efectiva. Tal 
como señalaba el señor Ministro en relación a otros temas, 
no creo que todavía estemos preparados. Es necesario ir 
progresando gradualmente en determinadas materias, y 
ésta puede ser una de ellas. Creo que en esta primera 
etapa es acertada la solución del señor senador Ortiz, 
con el agregado propuesto por la Suprema Corte de Jus- 
ticia, de establecer estos elementos para otorgar el be- 
neficio de que la prisión preventiva No sea preceptiva. 


Creo que el señor Ministro establecía alguna modifi- 
cación, también simultánea, al articulo del Código del 
Proceso Penal, en cuanto dice que no se dispondrá la 
prisión preventiva ni se mantendrá el arresto del incul- 
pado cuando se tratare: A) De faltas, B) De delitos san- 
cionados con penas de suspensión o multas, C) De delitos 
culposos, salvo que se configure culpa grave. 


SEÑOR TOMMASINO. — Eso lo planteé sólo por via 
hipotética como un mínimo de simplicidad, pero no pro- 
poniéndolo. Decía que esa también sería una forma de 
llegar a concretar en los hechos, una solución como ésta, 
que en vez de referirse sólo a delitos culposos, la ley tam- 
bién contemplara todos los tipos de delitos subjetivos, in- 
tencionales, tanto en lo que el Código menciona sobre los 
ultraintencionales o culposos, pero no como sustitución. 
Lo que la Corte avala, en principio, es la bondad de los 
proyectos, en cuanto a la filosofía de ambos, que es coin- 
cidente en esta instancia, y en cuanto a considerar pre- 
ferible el proyecto del señor senador Ortiz por su claridad 
y facilidad de interpretación y aplicación. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Quiere decir que Ja Supre- 
ma Corte de Justicia estaría de acuerdo con que se man- 
tuviera el actual texto del artículo 71 del Código de Pro- 
ceso Penal, agregándole las disposiciones del proyecto del 
señor senador Ortiz más la expresión “simultánea” o “con: 
juntamente”. 


Dejando a criterio del Juez el establecer o no ese 
beneficio en caso de que él cause o no un estado de 
conmoción pública o en función de la conmoción pública 
que se cause. 


SEÑOR TOMMASINO. — Eso es sólo una idea. 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Suponía que la Suprema 
Corte había redactado un texto o un anteproyecto. 


SEÑOR ORTIZ. — El texto propuesto diría: “Cuando 
concurran razones de seguridad pública el delito provoque 
grave alarma social, el juez decretará la prisión pre- 
ventiva...”. 


SEÑOR CERSOSIMO., — Debería decirse “Cuando a 
juiclo del Juez”, pues tiene que ser a juicio de alguien, 
porque esa calificación de seguridad pública o de conmo- 
ción grave puede ser establecida a juicio de otra autori- 
dad diferente. Me parece que desde el punto de vista 
jurisdiccional sería conveniente que fuera el juez mismo 
el que hiciera esa calificación salvo que la Suprema Corte 
de Justicia sostenga un criterio distinto. 
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SEÑOR TOMMASINO. — Nuestro criterio es coincí- 
dente con el que se ha manifestado. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — Lo que la Corte desea 
recalcar es que el Senado no es totalmente libre, sino 
que está limitado por el texto constitucional, que no puede 
obviarse, En el mecanismo constitucional, la excarcela- 
ción de aquel que comete un delito, no es posible y nin- 
gún proyecto de ley puede exceder el tope constitucional. 
Dentro lel límite establecido por la Constitución, el Par- 
lamento es libre de fijar pautas de conducta, pero no más 
allá de ese límite. 


SEÑOR ORTIZ. -— Sobre este proyecto tenemos opi: 
nión concreta de la Corte, po. lo que me permito agra- 
decer a Jos señores Ministros que han tenido la amabilidad 
de exponérnosla. 


Antes de que se levante la sesión me tomaria el atre- 
vimiento de traer a la Comisión otro proyecto que tam- 
bién es sencillo. Me refiero al proyecto de ley relativo a 
la asistencia letrada desde ei momento de la detención, 
al cual también se le han formulado algunas observacio- 
nes. Una de ellas es que favorecería la conmixtión de al- 
gunos abogados con la Policía que está actuando en ese 
momento, lo que podría dar lugar a un intercambio de 
favores, nada deseable. Además, se dice que realzaría el 
sumario ante la Policía; pero los que así opinan ofrecen 
la solución de la Policía Judicial. 


SEÑOR TOMMASINO. -- Conozco el tema y lo he 
meditado. 


Sin embargo, esto no ha sido objeto de análisis por 
parte de la Corte, que vino por invitación de esta Comi- 
sión a informar sobre otra materia. Personalmente, he 
sido preguntado -——para usar una expresión modesta— 
sobre este tema y mi opinión es totalmente adversa a la 
solución propuesta. Las escenas que vemos en el cine del 
detenido a quien la Policia le dice que puede llamar por 
teléfono a su abogado, no caben en nuestro régimen ju- 
rídico, porque no tiene ninguna vinculación con el dere- 
cho anglo americano. Sabemos que las fuentes civiles de 
nuestro ¡Derecho son francesas y las penales son de origen 
italiano. 


Por otra parte —y aqui voy a hacer referencia al 
problema de la Policía Judicial, aprovechando la gentileza 
delos señores senadores y con permiso del señor Presi- 
dente de la Corte, dado que tengo información más re- 
ciente que la suya— si a la Policía, a la cual queremos 
limitar en sus exorbitadas facultades, que exceden lo que 
debería ser, también le ponemos un defensor de oficio 
por delante, su eficacia va a disminuir muchas veces. La 
tradición nuestra, basada en el artículo 340 del Código 
Pena!, es que la Policía tiene derecho a detener a las 
personas por 24 horas y después someterlas a la autoridad 
judicial correspondiente. Y ese es el sistema que hemos 
seguido siempre y es el régimen que la Constitución esta- 
blece cuando dice en el artículo 15 que todo individuo 
debe ser detenido infraganti delito o cuando hay una 
orden judicial. ¿Detenido por quién? ¿Cuál es la autori: 
dad correspondiente? Evidentemente la Policía. Y si el 
Juez empieza a actuar a las 48 horas, es porque la Po: 
licía dispuso de 24 horas para proceder, sólo que quere: 
mos actúe sin prepotencia ni apremios; y este sí es un 
tema al que puede apuntar la Policía Judicial. 


Además, hay un argumento que me parece aún más 
importante que el anterior, que conspira contra este pro- 
yecto de ley —salvo que él fuera prestigiado y promovido 
por la Concertación Nacional, es decir, por la fuerza de 
la expresión democrática de todos los ciudadanos— y es 
el de que si este principio se convierte en ley, conduce 
irremediablemente a una justicia clasista. El empresario, 
el financista, el gran delincuente podrá llamar por telé- 
fono y tener tres abogados a su disposición para pelear 
con la Policía y evitar el procesamiento. En cambio, el 
“pobre diablo” que no tiene a quién llamar —y no dis" 
ponemos de 200 defensores de oficio— se va a ver irre- 
mediablemente perjudicado. 


En consecuencia, habría tres argumentos en contra: 
uno, que no podemos trabar a la Policía, aunque sí limitar 
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sus facultades para que actúe de acuerdo a Derecho, 
dos, que la Constitución deja un margen de 24 horas para 
que la Policía proceda; y tres, porque iríamos a una 
justicia clasista. Por todas esas razones, en lo que me es 
personal no prohijaría este proyecto de ley y si la Corte 
lo aceptara, yo estaría en desacuerdo. 


SEÑOR ORTIZ. — Este proyecto apuntaba a solu- 
cionar el problema .de los apremios policiales arrancando 
confesiones que después deben ser ratificadas ante el Juez. 


SEÑOR TOMMASINO. — En cuanto a la Policía Ju- 
dicial, es una vieja aspiración mía, ahora lo digo con 
satisfacción. Hace ya cerca de veinte años la entonces 
Suprema Corte de Justicia encomendó a dos magistrados 
—al doctor Arboleya Larrañaga y al que habla— la es- 
trueturación de un texto orgánico sobre Policía Judicial. 
La Corte lo aprobó; después pasó al Parlamento y fue 
también aprobado en la Cámara de Representantes. Des- 
pués se suprimió, porque el Poder Ejecutivo tuvo el temor 
de que le quitaran facultades. También el Código del 
Proceso Penal lo adoptó, pero la dictadura lo eliminó. 


En unas Jornadas de Derecho Procesal celebradas re- 
cientemente en Rivera, quedó aprobado por unanimidad 
un proyecto sobre Policía Judicial presentado por dos 
grandes magistrados: los doctores Bermúdez y Van Rom:- 
paey. También el Instituto Técnico Forense ha estructu- 
rado un proyecto sobre el mismo tema, del que se están 
sacando copias para la Corte porque es un instrumento 
muy necesario para nuestro sistema, si queremos eliminar 
arbitrariedades. Quizás este proyecto llegue próximamente 
al Cuerpo Legislativo. Los señores legisladores tendrían 
la certeza de estar asegurando los servicios que funcio- 
nan en la órbita del Poder Judicial: Instituto Técnico 
Forense, Policía Técnica, Instituto de Criminología y el 
SERPADI. Ellos estarían a la orden directa de los Jueces, 
ayudándolos en las indagatorias judiciales, lo cual nos 
daría plenas garantías porque quienes estarían actuando 
serían funcionarios dependientes de nosotros mismos; y 
los Jueces, con sólo dar cuenta a la Corte, dictaminarían 
cuándo estos funcionarios judiciales, al servicio de la in- 
dagatoria judicial, no actuaran de acuerdo a derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Creo reflejar, sin ninguna 
duda el pensamiento de los miembros de la Comisión, al 
decir que no sólo estamos realmente agradecidos por el 
espíritu de colaboración de los señores Ministros, sino 
también por el altísimo nivel técnico y la objetividad con 
que nos han ilustrado durante esta sesión. 


Vuestro aporte será decisivo a los efectos de elaborar 
un texto legal que satisfaga los objetivos perseguidos. Creo 
reflejar también el pensamiento de la Comisión si digo 
que, cuando tengamos reelaborado el proyecto que estamos 
considerando, nuevamente nos resultará muy necesario 
conocer vuestra opinión a los efectos de pulir o corregir 
los posibles desajustes que puedan existir, en un texto 
como este que, naturalmente, requiere un afinamiento 
muy particular. 


También quiero decir, porque me siento obligado a 
ello -—y lamento que no esté presente el señor senador 
Aguirre— que una vez más los miembros de esta Comi- 
sión se han despojado de apasionamientos respecto de lo 
que puede ser su propia obra. El señor senador Aguirre, 
firmante de uno de los proyectos, se ha convencido; al 
igual que los demás miembros de la Comisión, de las 
bondades del enfoque, de algún modo distinto, del señor 
senador Ortiz; al mismo tiempo, el señor senador Ortiz, 
como prueba del espíritu que mencioné, ha aceptado —co- 
mo es lógico porque las razones son de peso— las suge- 
rencias que hemos recibido por parte del señor Presi- 
dente de la Suprema Corte de Justicia doctor Garcia 
Otero y del señor Ministro Tommasino. 


Seguramente, tendremos el gusto de volver a reu- 
nirnos con estos distinguidos especialistas en la materia. 
Considero, asimismo, muy importante este contacto entre 
el Poder Legislativo y el Poder Judicial, después de tantos 
años de ruptura institucional y de incomunicación entre 
estos poderes. Pensamos que nuestra tarea legislativa es 
de enorme responsabilidad, de acudir a quienes nos pue- 
dan ayudar, a fin de cumplir con nuestro cometido. 
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Estamos seguros de que cada vez que tengamos que 
recurrir a ustedes, obtendremos una respuesta lógica y 
talentosa, de la que nos están dando pruebas. 


SEÑOR GARCIA OTERO. — ¿Me permite, señor Pre- 
sidente? 


La Conisión habrá observado que la Suprema Corte 
de Justicia se preocupó por este tema, pero no hizo más 
que cumplir con su deber y lo seguirá haciendo en todo 
momento y lugar. 


SEÑOR TOMMASINO. — Agradezco mucho esta 
oportunidad de colaborar en una tarea de tanta impor- 
tancia y trascendencia para el país, y quedamos a las 
órdenes para cualquier otra oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se levanta la sesión. 
(Asi se hace, a la hora 17 y 45 minutos).” 
SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 
(Se lee) 

—En discusión general. 

Hay un informe en mayoría y otro en minoría. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor se 
nador Dardo Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: aquí tenemos 
dos proyectos, uno en mayoría y otro en minoría, que 
tienden a la misma finalidad, que es la de ampliar el 
número de casos en los cuales no corresponde la prisión 
preventiva. Este es un tema de larga data en nuestro 
derecho y en los anales parlamentarios. Deriva del hecho 
de que las disposiciones constitucionales, especialmente el 
artículo 27, establecen, como regla general, la prisión y, 
como excepción, la excarcelación. 


Este principio general tuvo, a lo largo del tiempo. 
algunas excepciones, como las establecidas en las Leyes 
N? 5.508, relativa a los delitos contra el honor; NY 9.480, 
sobre delitos de imprenta y alguna otra que luce, a lo 
largo de nuestra legislación. Luego se produjeron diversos 
intentos en el Senado de extender el ámbito de la libertad. 
Asi podemos recordar el proyecto de Código de Precedi- 
miento Penal de 1895 del Dr, Vázquez Acevedo, Ya en este 
siglo, hubo proyectos presentados en 1949 por un con- 
junto de representantes entre los cuales puedo citar a 
los señores Dupetit, Ibarra, Cartolano, Lisandro Cersó- 
simo, etcétera. En 1957 fue presentado un proyecto por 
los entonces señores representantes Martínez Moreno, 
Michelini y Rompani, que se refería a las causas crimi- 
nales de carácter leve o culposo, 


En 1957, el Ministro de la Suprema Corte de Justicia, 
doctor Luis Alberto Bouza, presentó un proyecto que 
convertía la prevención sin prisión en el régimen ordi- 
nario. Y, en 1959, el Poder Ejecutivo, con las firmas de 
los doctores Echegoyen y Eduardo Pons Etcheverry, pre- 
sentó en el Parlamento un proyecto que fue el origen de 
la Ley N9 12.688, de 29 de diciembre de 1959. Dicha. ley 
establece, en síntesis, que no se dispondrá la prisión pre- 
ventiva en el caso de faltas, de delitos sancionados con 
multas, suspensión o destierro y de delitos culposos, cuán- 
do fuere presumible que sobre ellos no ha de recaer pena 
de penitenciaría. Junto con esta enumeración de los casos 
en que no corresponde, también estableció algunas ex- 
cepciones o sea, casos en que, no obstante configurarse 
las circunstancias antes mencionadas, igualmente el Juez 
podrá decretar la prisión preventiva. 


La experiencia obtenida por la aplicación de esta ley, 
ha sido francamente beneficiosa, a tal punto que hoy, la 
doctrina en general, entiende que no sólo no hay incon- 
veniente en extender los casos ya estabiecidos, sino que, 
por el contrario, hay suma conveniencia, no sólo por un 
aspecto de progreso del derecho sino, lamentablemente, 
también abonado por razones penosas, como ser la situa- 
ción de nuestros establecimientos de detención que, en 
realidad, lejos de cumplir con la finalidad que, teórica- 
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mente, deben tener se han convertido en lugares de ver- 
dadera tortura moral y material para los que tienen la 
desgracia de ser conducidos allí. 


De manera que, en numerosas circunstancias, cuando 
los delitos cometidos no han de merecer, presumiblemente, 
pera de penitenciaría, parece que detener al inculpado y 
llevarlo a esos establecimientos, sería infligirle una pena 
mucho más grave que la que estabiece el Código en caso 
de que resulte culpable del delito que se le imputa. De 
ahí, pues, gue han surgido estas iniciativas extendiendo 
las posibilidades en que la libertad sea preservada. Ese 
fue el origen de los proyectos que se presentaron en 
Comisión. 


El proyecto del que soy miembro informante y, coin- 
cidentemente, autor, y el otro más extenso, que llevando 
la misma finalidad conduce a una reforma más amptia 
del Código, fueron motivo de comentarios de parte de di- 
versas personas y entidades a las que la Comisión invitó 
a su seno. Para nosotros, el que es singularmente valioso. 
es el testimonio de la Suprema Corte de Justicia, que 
estuvo representada en la Comisión por dos de sus inte- 
grantes, y que da su opinión favorable a este proyecto 
que hoy es el de la mayoría por considerar que es el más 
simpie, más sencillo y que, como primera aproximación 
al tema resultaba más conveniente de tratar. 


El doctor García Otero, que en esa ocasión habló en 
representación de Ja Suprema Corte de Justicia, dijo lo 
siguiente: “El proyecto presentado por el señor senador 
Ortiz tiene la indudable ventaja de su simplicidad, sin 
perjuicio de los acomodamientos de texto que requiera. 
El otro proyecto, que quizás sea técnicamente más per- 
fecto, tiene una serie de complejidades que exigen un 
examen pormenorizado, de muy intenso estudio y de mu- 
cho cuidado en cuanto a Su repercusión. Se va a crear, 
en esencia, una especie de incidente cautelar respecto a 
la prisión preventiva de los procesados que va a demorar 
el objetivo mismo del sumario, que es la investigación a 
fondo de Jos hechos. En ese sentido, la Corte cree que es 
preferible un texto más sencillo, cualquiera sea el que se 
adopte, sin entrar a la complejidad de la vida real. La 
experiencia judicial indica que hay hipótesis que no se 
pueden proveer taxativamente en la norma legal y que 
hay que descansar en el criterio de los Magistrados”. 


Paralelamente a estas expresiones de apoyo al pro- 
yecto más sencillo, más breve, dejo sentado el criterio 
-—que era el suyo y también el de la Suprema Corte de 
Justicia-— con respecto 2 un bien que, a su juicio, debía 
preservarse: el de la tranquilidad social. 


Y, en ese sentido, agregó el doctor García Otero: 
“Quiero destacar que en ambos proyectos hay un factor 
que quizás no ha sido penderado en toda su dimensión 
y es al que me referia hoy. Estamos hablando del derecho 
de los detenidos, derecho que la Constitución tutela de 
acuerdo al régimen que el doctor Tommasino ha estable- 
cido, que no son absolutos pero también hay que pensar 
en el sentido de justicia de la colectividad que enfren- 
tada a un hecho colectivo es capaz de causar una gran 
alarma social. Por lo tanto, si la ley no atiende a res: 
petar esos derechos, puede provocar reacciones individua- 
les que pueden llegar a ser peligrcsas y nada estimulan- 
tes. Piense cualquiera de ustedes en un hombre que atro- 
pella a un niño de escuela y que, al otro día, se lo ve 
caminando por las calles, Piense en un violador que co- 
mete un delito atroz y, al otro día. se enfrenta con el 
padre de la víctima. Entiendo que lo que está en juego 
es algo más que la libertad individual; es el sentido de 
paz social. La Corte entiende todos esos factores y solicita 
al Parlamento que también los considere, sin perjuicio 
del otro principio de la libertad individual, que no es abso- 
luta, que tiene los límites del interés general y, a veces 
éste requiere que aquéllos se vean algo ccartados o ami- 
norados.” 


Tenirndo en cuenta estas observaciones la Comisión 
ha redactado el proyecto que tenemos a consideración y 
que en su artítulo 3% recoge esta observación de la Corte 
de Justicia cuando dice: “No cbstante lo dispuesto en los 
artículos anteriores” —que son los que consagran la liber- 
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tad— “se decretará la prisión preventiva del imputado 
Cuando a juicio del Magistrado, concurran razones de 
seguridad pública o se trate de un delito que cause grave 
alarma social.” 


Esta es la razón de la inclusión de este artículo en 
el proyecto. 


Scbre el tema en general podría abundar en litera: 
tura jurídica que tengo aquí sobre mi banca, como son 
los estudios de Camaño Rosa, expresiones vertidas en la 
Cámara de Representantes cuando se aprobó la ley. fun- 
damentación de los diversos proyectos que a lo largo de 
los años se han presentado. 


Quiero hacer gracia al Senado de abundar en estos 
comentarios para señalar que nos parece que en sta ma- 
teria, como en casi todas las que comúnmente llamamos 
Ge progreso y de avance, muchas veces el deseo del autor 
de la iniciativa en cl sentido de dar grandes pasos, debe 
compaginarse con la necesidad de que los cambios se pro- 
duzcan con mesura y paulatinamente; porque, siempre. 
aún las situaciones que nos parecen de una nitidez aAbso- 


.Mnta son pasibles de causar alguna reacción gue cualquier 


persona con sentido común —y mucho más si se trata de 
un gobernante o de un legislador— no puede ignorar. 
De ahí que muchas veces los progrescs sean considerados 
tímidos pero, en lo que mes es personal, prefiero dar un 
paso tímido que quede consolidado y no intentar un avan: 
ce radical que luego la vuelta de los acontecimientos 
obligue a modificar. 


Es por ello que hemos presentado este proyecto que. 
como dice 'a propia Corte, es muy simple, muy sencillo 
y que además de los casos que actualmente están en 
vigencia establece que “no se dispondrá la prisión preven- 
tiva del procesado cuando concurrieren simultáneamente 
las siguientes circunstancias: a) Si fuere presumible que 
no habrá de recaer en definitiva pena de penitenciaria; 
b) Si, a juicio del Magistrado, los antecedentes del pro- 
cesado, su personalidad, la naturaleza del hecho aparen- 
temente delictivo y sus circunstancias atenuantes, hagan 
presumir verosímilmente que no intentará sustraerse a la 
sujeción penal, ni que su libertad podrá obstar de algún 
moño al progreso de la indagatoria ni a la secuela del 
proceso hasta la sentencia definitiva.” 


En esto consiste, señor Presidente, la esencia y la 
totalidad del proyecto. 


Además, en el artículo 2? se establece el otorgamiento 
de garantías que queda también a criterio del Juez. según 
los casos. 


Con esto doy por finalizado mi informe y señalo 
ue lo he hecho muy sintético en homenaje a la breve: 
dad pero, sin perjuicio de quedar a disposición de los se- 
ñores senadores. 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene le palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Es para hacer una aclara- 
ción, que quizá parezca un poco innecesaria. 


El señor senador Ortiz dijo que entre los firmantes 
de un proyecto análogo a éste, presentado en el año 1949, 
figuraba el diputado Cersósimo. Quiero señalar que no se 
trataba de quien habla, porque, en esa época, podrá consi: 
derarse que era muy niño; lo digo, esto último, como 
una broma naturalmente. El firmante lo fue mi tio, Li- 
sandro Cersósimo. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: hemos presen- 
tado un proyecto en minoría en el que ratificamos los 
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términos del proyecto que inicialmente presentamos con 
los señores senadores Ferreira, Pereyra, Aguirre, Posadas, 
García Costa, Zumarán y Mederos. En ese proyecto de 
ley se formalizaba una regulación de la libertad fisica 
de los procesados y se implementaba estrictamente, la 
noma del artículo 12 de la Constitución de la República 
que establece que nadie puede ser penado ni confinado 
sin forma de proceso y sentencia legal. Esto es Una ga- 
rantía básica de la libertad individual que viene de los 
lejanos tiempos, desde la Carta Magna de 1215, pasando 
por el “bill” de habeas corpus de 1679, por la Constitu- 
ción de los Estados Unidos de América, y por la decla- 
ración francesa de los derechos del hombre y del Ciu- 
dadano. 


Esta norma del artículo 12 es, en cierta manera. una 
forma de expresión. de traducción de la que en el artículo 
79 consagra, para los habitantes de la República, el dere- 
cho a ser protegidos en el goce de sn libertad. En defi- 
nitiva, significa la aplicación de des normas básicas en 
materia penal que son las de que nadie puede ser pro- 
cesado ni penado —vuelvo a repetir— sin forma de pro- 
ceso y sentencia legal y, al mismo tiempo, la aplicación 
de un principio básico penal de que “nula pena sine legge” 
o sea, de que tampoco puede existir pena sin ley, ni sen- 
tencia sin proceso. 


Tsta expresión o este proyccto tiende a una misma 
finalidad aún cuando la instrumentación es distinta; pe- 
ro la que se da en el proyecto de la mayoría de la Co- 
misión, recogiendo la propuesta del señor senador Ortiz, 
refiere, prácticamente a una apiicación, a un desarrollo 
de la norma del articulo 71 del Código de Procesamiento 
Penal. 


De cualquier forma, la finalidad de ambos proyectos 
es la de que la preceptiva constitucional sea una reali- 
áad. y no la que emerge de los textos legales, tanto del 
que trigió hasta la sanción del Código de Proceso Penal 
--el viejo Código de Instrucción Criminal del siglo pa- 
sado-- como este último. el actual. Ambos textos legales 
tienen implirito el supuesto de que el procesamiento apa- 
reia y lleva insita Ja prisión preventiva, la privación de 
la liberiad del procesado. 


Estas formas de la legislación, apartadas de lo que 
lg norma constitucional establece y de lo que está regu- 
lado por los principios de caracter general, ha ido deter- 
minando la preocupación de parte de aquellos que, estric- 
tamente vinculados al desarro!lo de la ciencia jurídica 
-- sea en su labor decente o como teóriccs en sus trabajos 
sobre el desarrcllo doctrinario del derecho— han expre- 
zado la necesidad de que la legislación se adecue con la 
preceptiva constitucional, tendencia que culminó en las 
Terceras Jornadas Nacionales de Derecho Procesal, cele- 
bradas en el mes de abril de este año en la ciudad de 
Rivera. En esta oportunidad fue aprobada por unanimi- 
dad un conjunto de pautas como conclusiones respecto 
al problema de la prisión preventiva. Y es en estos pro- 
yectos de ley provenientes de la mayoría y de la minoría 
de la Comisión, que se instrumentan dichas pautas. 


Se dice en las Conclusiones de las Jornadas de Dere- 
cho Procesal que “se entiende imprescindible legislar so- 
bre las medidas limitativas de la libertad física de los 
procesados, adecuando la normativa a la Constitución, lo 
que supone encararlas como medidas cautelares procesa- 
les” y no como adelanto de pena, que es el carácter o la 
naturaleza que tienen en la actualidad, como fruto de la 
normativa legal. 


Se señala, asimismo, que “la nueva legislación deberá 
establecer que los magistrados solamente podrán limitar 
la libertad física de los procesados --a través de medidas 
de distinta gravedad, cuya expresión máxima es la pri- 
sión preventiva — cuando además de la semiplena prueba 
de la existencia del delito y de la participación del pro- 
cesado en el mismo, exista peligro de que su libertad en- 
torpezca la indagación y/o la continuación del proceso 
y/o la ejecución de la pena que aparece como probable 
que deba efectivamente cumplirse”. 
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Me he permitido leer las conclusiones emanadas de 
estas importantes Jornadas Nacionales de Derecho Pro- 
cesal porque, en definitiva, el proyecto que nosotros he- 
mos presentado en minoría precisamente recoge y for- 
maliza —casi al pie de la letra—- un desarrollo en las 
bases programáticas —llamémosle asi. que fueron apro: 
badas en las mencionadas Jornadas. 


Parece útil señalar que estas conclusiones doctrina- 
rias emanan, además, de una conciencia jurídica firme: 
mente apegada al respeto por la Constitución de la Re- 
pública, así como que las medidas tendientes a "regular 
los límites a la libertad del procesado que puede operarse 
en los niveles judiciales, responden a la aplicación pura 
y simple de la Constitución y no a un empuje más o me- 
nos fantasioso surgido en estos momentos de afianza: 
miento de la democracia. 


Creo que en nuestro pais la práctica forense ha sido, 
en realidad, viciosa, porque si tenemos que entender la 
tradición como la expresión de nuestro pensamiento ju- 
rídico, debemos revelarla a través de lo que establece la 
Constitución de la República; y ésta consagra, muy cla- 
raméente, precisamente, las pautas que en el proyecto que 
propiciamos se establecen. 


La práctica, en cambio —como lo hemos señalado- 
ha sido viciosa, al punto de que merecía un duro califi- 
cativo ya que se dispone la prisión preventiva del prece: 
sado —como se ordena en la ley actual para casi todos 
los procesados— y'se mide luego la extensión de ésta en 
base a los mismos elementos de referencia que se emplean 
para medir la pena. Esto es, en sustancia, lo que queremos 
eliminar, lo que aspiramos a que desaparezca, no sólo 
para beneficio del progreso jurídico de nuestro pais sino, 
fundamentalmente, para consclidar en la realidad el res- 
peto a la persona humana, a sus derechos y a las Baran- 
tías constitucionales. 


Esto ha llevado a que, prácticamente, el proceso penal 
esté consustanciado con la obtención de la libertad de la 
persona procesada y a que en nuestro pais el protago- 
nismo del proceso penal lo constituya la posibilidad o no 
de obtener la libertad provisional del procesado, de tener 
mayor o menor éxito en la obtención de su excarcelación 
Ésto es lo que constituye el obietivo esencial de la labor 
del abogado defensor y, en definitiva, todo lo que rodeZ 
a la libertad dentro del juicio es lo importante, cuando 
en verdad debe ser el conjunto de actos destinados a 
establecer si la persona es culpable o inorente. Toda esta 
orientación viciosa de la práctica, basada en la legis'a- 
ción, por supuesto, hace que lo sustancial se haya con: 
vertido meramente en un problema académico, que sólo 
puede despertar verdaderas expectativas en muy señala- 
dos casos. 


Es verdad también que estas limitaciones que la legis- 
lación ha forjado y que una práctica viciosa ha Consoli 
Cado, ha llevado a que la mayoria de los jueces —como 
lo señalamos en la exposición de motivos con que pre- 
sentamos el proyecto de ley— prácticamente adopten muy 
severas precauciones y traten, por todos los medios, de 
instruir, en una etapa previa al procesamiento, el con- 
junto de elementos de juicio que les permita dictar un 
auto de procesamiento con todas las garantías que estric- 
tamente tendrían que estar funcionando en otros niveles 
del juicio. Esto ha llevado a que el presumario penal se 
haya convertido quizás en la etapa más importante del 
juicio —tan o más importante que la del sumario penal-- 
porque cuando se arriba al procesamiento y se desem- 
boca en el sumarlo, nos encontramos con que sin la asis- 
tencia de las partes, del Ministerio Público y del fiscal 
y sin la presencia del abogado defensor, se ha verificado 
el curso de una extensa y compleja instrucción que deter- 
mina la suerte, la libertad y el honor de una persona. 


Estamos, entonces, ante otro de los aspectos que real- 
mente constituye uno de los elementos viciosos de nues: 
tro régimen procesal penal, que es el relativo a la exis- 
tencia de un procedimiento penal investido de las carac- 
teristicas que acabo de señalar. Se le califica como de 
presumario y tiene, como rasgo saliente, el secreto; lo 
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íglo significa, desde todo punto de vista, no salmente un 
verdadero ataque a la libertad individual, a los derechos 
humanos, a las garantías del juicio, sino que supone la 
negación del debido proceso, en el cual debe estar pre- 
s*ente no sólo el juez sino garantias del debido proceso 
que proteja los derechos de las partes —Ministerio Pú: 
ica, defensor - directamente afectadas por las medidas, 
para hacer valer los mecanismos de defensa, los recur 
s0s, y todo lo que en definitiva se conjuga en estos Cascs. 


Nucstra legislación, scñor Presidente, es contradicto- 
ría. Asi como el Código del Proceso Penal y anteriormente 
vuelvo « repetir— el de Instrucción Criminal, partian 
Gel supuesto de que el procesamiento aparejaba, irreme- 
diablemente, la prisión preventiva, también tenemos ins- 
vitubos que suponen otro género de normas. Por cjiemplo 
todo el sisteama legal que regula la suspensión condiciona! 
Ge la pena due se aplica a todos aquellos procesados que. 
en el momento en que se dicta una sentencia que im- 
plique pena correccional —es decir, una sentencia que no 
supone pena de penitenciaria. - determina, con Ciertos 
,equisilos y condiciones, el mantenimiento de la libertad 
Sel procesado. 


Nos encontramos con el absurdo de un sistema lega! 
«que, en la etapa inicial, en el momento en que de acuerdo 
a las normas constitucionales no puede dictarse una pe 
na. la establece, O sea que, cuando aún no se sabe si al- 
fuien es o no culpable -—y tendríamos que admitir que 
es inocente hasta que no haya una sentencia que esta: 
blezca su culpabilidad— se le aplica una pena. Ocurre 
también que, suando en virtud del desarrollo de la cau- 
sa, la persona se encuentra en libertad en el momento 
en que se dicta la sentencia que establece una condena 
f pena correccional, la misma no se cumple y esa per- 
sona permanece libre. 


Vemos, entonces, que existen criterios diferentes en 
los cuales asoma, estrictamente, por una parte, esa prác- 
tica viciosa que niega un derecho sustancial establecido 
en la Constitución y por otra, normas de carácter legis- 


lativo. que recogerían aparentemente el verdadero pensa- - 


miento de! constituyente, afirmando dicho derecho, 


Toda esta temática puede llevar a alguna persona 
inadvertida. a formularse el planteo de si es posible limi- 
tar la libertad física de los sospechosos de haber come- 
tido un delito, de aquellos cuya conducta se investiga y 
enallza a fin de ver si fue o no delictiva. De conformidad 
con el pensamiento jurídico que se maneja contestaría- 
mos que eso es posible; pero si eso se hace imponiendo 
una pena, entonces no es posible. 


En primer lugar, si la limitación de la libertad del 
procesado supone un adelanto de pena, ello no sería posi 
ble de acuerdo a nuestro sistema constitucional, 


En segundo término, si se argumenta que de Jo que 
se trata es de reeducar o intimidar al procesado —lo que 
se denomina prevención especial— también se estaría en 
el campo estricto de la pena, por lo cual esta finalidad 
está vedada en un procesamiento y sólo es admisible al 
dictarse sentencia definitiva en una Causa. Si se consi- 
dera --y con esto nos referimos a los argumentos ma- 
nejados en el informe da la mayoria— a la intimidación 
con un carácter general, para el resto de los habitantes 
del país, para la sociedad, como una forma ejemplifican- 
be, es decir, lo que se llama prevención general debemos 
manifestar que a nuestro entender no es posible limitar 
la libertad de una persona que no se sabe si ha incurrido 
o no en un delito y que técnicamente es inocente hasta 
que no se haya dictado sentencia. No es correcto adop- 
tar medidas contra personas que en principio y hasta 
que no se pruebe lo contrario, son inocentes, con el objeto 
de buscar un efecto intimidante de carácter general. 


Se ha señalado, también, señor Presidente, que €s 
necesario que funcione, en todos los casos, el sistema de 
limitación de la libertad física del procesado para im: 
pedir que continúe delinguiendo durante el trámite del 
juicio. Pero el problema es saber si ha delinquido o no, 
porque hasta tanto no haya una sentencia que establezca 
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la responsabilidad penal, no podemos afirmar que estamos 
en presencia de un delincuente. 


Asimismo se ha dicho que es necesario establecer la 
prisión preventiva y como fundamento se esgrime la ne- 
cesidad de calmar la alarma social causada por el hecho 
delictivo. 


Nosotros hemos afirmado —y esto va a propósito de 
las manifestaciones a las que acaba de dar lectura el señor 
senador Ortiz y que son recogidas en el proyecto de la 
mayoría, al cual nos referiremos después más extensa- 
mente— en la exposición de motivos, que aceptar esto 
no sería más que aceptar que en aras de satisfacer una 
opinión pública sedienta de justicia, se sacrifique la li- 
bertad individual consagrada en la Constitución y en 
innumerables tratados y declaraciones. Y concluíamos: 
“antes que satisfacer encolerizadas opiniones públicas, la 
misión de la justicia es educar a la opinión pública en el 
principio democrático de que nadie puede ser penado ni 
castigado sin previo ni debido proceso”. 


Estas consideraciones de carácter general fundamen: 
tan la necesidad de que las normas limitativas de la li- 
bertad física del procesado se apliquen sólo si se esta: 
blecen determinados requisitos. Asimismo nos llevan a 
aconsejar al Cuerpo que rechace el proyecto de la ma- 
yoría y acompañe el de la minoría, porque este último 
es ei que en realidad recoge el sentir de todos. El pro- 
yecto de la mayoría tiene en su instrumentación diferen: 
clas que hacen difícil, a nuestro criterio, la consecución 
del objetivo que en el mismo se persigue. 


Señalábamos las objeciones en el informe en el que, 
sintética y concretamente, expresábamos: “Las razones 
que ordenan el rechazo del proyecto apoyado por la ma- 
yoria, entendiendo que no implica el ajustado mecanismo 
regulador del principio constitucional del artículo 12, son 
las siguientes: al suponer el proyecto su inserción dentro 
de las pautas que se regulan en el Código del Proceso 
Penal. se adscribe a un sistema legislativo que importa 
lo contrario de lo que se quiere regular”. 


Al establecer que, además de los casos previstos en 
el artículo 71, no se dispondrá la prisión preventiva en 
otros, se parte del reconocimiento de que la prisión pre- 
ventiva es un adelanto de pena y puede imponerse sin la 
existencia de una sentencia firme. 


Importa, señor Presidente, pronunciarse en favor de 
un Criterio libre en cuanto a la naturaleza de la prisión 
preventiva, que es rechazado casi unánimemente por la 
doctrina nacional. En tanto puede interpretarse como un 
adelanto de la pena según lo establecido en el Código del 
Proceso Penal, en su artículo 71. La prisión preventiva, 
en cambio, es una medida cautelar que puede aplicarse 
junto con otras de diversa naturaleza y es el grado máxi- 
mo de aquéllas que pueden implantarse en cuanto a la 
limitación de la libertad personal del procesado. 


La inserción, entonces, del proyecto de la mayoría 
dentro del sistema del Código del Proceso Penal apareja, 
necesariamente, por la sistemática de la técnica legis- 
lativa y el orden de la limitación que se estatuye, que, 
en primer lugar, admite y acepta el encarcelamiento del 
anputado como una consecuencia necesaria del procesa: 
miento. 


El señor senador Ortiz manifestó que, de cualquier 
manera, éste es un paso tímido, pero que lo prefiere así 
a fin de que consolide o amplifique una posibilidad de 
futuro. De no ser así, nos introduciriamos en lo que el 
señor senador calificó como un proyecto complejo y am- 
bicioso. 


Se trata de tener en cuenta, señor Presidente, el 
punto de partida de uno u otro proyecto. Si realmente 
hay que modificar la legislación vigente, porque contra- 
dice la norma constitucional, entonces estaremos todos 
de acuerdo con proceder de esa forma; pero, si la legis- 
lación vigente contradice las mormas constitucionales, no 
podemos establecer modificaciones que parten de la acep- 
tación de ese sistema que está en contradicción con la 
Constitución de la República, específicamente con su ar- 
tículo 12. 
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El proyecto accede meramente a un sistema legai 
que es contradictorio con la Constitución y que no innova 
ni transtorma sus principios. 


Además, este proyecto, en su articulo 3%, consagra 
normas limitativas de la concesión de la libertad, dejando 
en manos del magistrado la tacuitad de no otorgarla a 
un procesado cuando concurran razones de seguriuad pú- 
Bllea -0 se trate de un delito que cause grave alarma 
social. ñ 


Creemos, señor Presidente, que después de una década 
de autoritarismo resultan inaumisibies estos conceptos 
transpersonales, que no explicitan, que no delinen el sig- 
niticado de “alarma social” y “razones de seguridad pu- 
biica”. Prácticamente se establece un sistema que estamos 
seguros sera rechazado por 10s proplos jueces, porque evi- 
dentemente, este genero de discrecionalidad Judicial no 
es querido por nadie, lo que resulta, en cierta manera, 
una linea de conducta de nuestra propia judicatura que 
afirma la necesidad de que se estabiezca en torma clara 
y precisa una detinicion estricta de conceptos de caracter 
general de los que dependen nada menos que la libertad 
de las personas. 


Repito que después de una década de autoritarismo 
--Qque todos hemos padecido, los conceptos de seguridad 
pública y alarma social constituyen realmente un retorno 
a un piano de inseguridad pública que entiendo debe ser 
desterrado de nuestro País. 


Adviértase que en los casos en que la pena a recaer 
no sea de penitenciaria —por tratarse de un delito leve— 
no existiendo peligro de fuga u ocultación, se admite que 
un Juez pueda limitar la hbertad a un procesado por ra- 
zones de seguridad pública o alarma social, que equivale. 
simplemente, a que un inocente pueda ser privado de su 
Jibertad para calmar una opinión pública desconocida, que 
es una entidad abstracta, Indudabiemente se trata de con- 
dicionamientos establecidos dentro del mecanismo del sis- 
tema de regulación de las limitaciones a la libertad de 
los procesados que, en nuestro criterio, resultan contra- 
dictorias con los postulados que se tratan de implementar 
a través de los resortes legales más adecuados. Al mismo 
tiempo, se recogen determinadas calificaciones e hipótesis 
que, evidentemente, nos revierten en su integridad dentro 
del autoritarismo. 


Además de esta circunstancia, que aparentemente va 
a llevar a que se mantenga como preceptiva la prisión 
preventiva, debemos tener en cuenta que existen otras 
consecuencias como, por ejemplo, la que está centrada 
en lo que destaca el profesor Geisi Bidart, en el Distri- 
buido 2704/85 de la Comisión. El artículo 1? del proyecto 
parte nuevamente del supuesto —la exposición de motivos 
lo rechaza— de que la regla será la prisión preventiva. 


(Suena el timbre indicador de tiempo.) 


VARIOS SEÑORES SENADORES. — ¡Que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador! 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar una pró- 
rroga de hasta treinta minutos del término de que dis: 
pone el señor senador Tourné, 


(Se vota:) 
—19 en 21. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR TOURNE, -— Agradezco mucho al señor Pre- 
sidente y al Cuerpo la prórroga de la hora. Trataré de 
abreviar mi exposición que, por su carácter, puede re- 
sultar un poco tediosa. Sin embargo, tenemos que hacer 
referencia a estos hechos, porque están en juego valores 
muy importantes que nos interesa precisar y dejar com: 
pletamente esclarecidos. 


Una tercera razón que nos lleva a objetar el pro- 
yecto en mayoría es que, como se señala en el mismo 
proemio, van a regir dos sistemas distintos en lo que 
a la prisión preventiva del procesado refiere. Uno es el 
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del artículo 71 del Código de Proceso Penal y otro c! 
que establece esta ley para Jos delitos que no estarian 
comprendidos en aquella norma. 


Estas son en principio las razones fundamentales que 
orientan la necesidad de que se considere como base de 
la discusión el proyecto que nosotros presentamos a la 
consideración del Cuerpo. No queremos entrar a exponer 
otras razones, señor Presidente, una de las cuales es que 
la libertad, a nuestro criterio, no es un beneficio sino 
un derecho que tiene el procesado; otras son los elementos 
que tendrá que tener en cuenta el Juez para poder adop- 
tar una decisión, así como también el de las circunstan- 
cias atenuantes, lo cual introduce un factor de gran con- 
fusión. En definitiva, señor Presidente, este conjunto de 
razones en su totalidad implica la necesidad ——vuelvo a 
reiterar— de tomar como válido el proyecto que hemos 
presentado. 


Se ha señalado que este es un proyecto complejo. 
En la Comisión de Constitución y Legislación tuvimos el 
honor de recibir a los integrantes de Ja Suprema Corte 
de Justicia, donde escuchamos la ilustrada opinión de 
dos de sus miembros: del señor Presidente, doctor García 
Otero y del señor Ministro doctor Tomassino. Respeto la 
la opinión de estos ilustrados magistrados que tienen una 
enorme experiencia. Señalo, también —por tener un co: 
nocimiento más directo— la opinión del doctor Armando 
Tomassino. 


Por otra parte creo que no se ha puesto el acento en 
las características del proyecto que nosotros propiciamos. 
Reitero que se ha señalado que es un proyecto complejo; 
en mi opinión no lo es, porque, en definitiva, lo único 
que recoje son las normas que existen en distintos cuer- 
pos legales, básicamente en el Código del Proceso Penal 
e incorpora este capitulo referente a las limitaciones de 
la libertad de los procesados y establece el régimen de 
cauciones que deben prestarse por parte de los mismos. 


Asimismo se establecen los mecanismos procesales 
mediante los cuales operará este sistema y un capítulo 
fundamental que es el relacionado con la reparación pe- 
cuniaria que debe otorgarse por el Estado a los proce- 
sados que hayan sido víctimas de una prisión injusta. 
Este hecho conmueve todos los días a la opinión pública 
y está relacionado con personas que han vivido el calvario 
de una prisión injusta durante años y que al cabo de 
cierto tiempo, por medio de una sentencia, se determina 
que son inocentes. Parecería elemental que en estos mo- 
mentos reguláramos el sistema de la prisión preventiva 
en el que están implicadas las consecuencias de este ré- 
gimen y estableciéramos, como una consecuencia inclu- 
dible de estas normas, ej capítulo referente a las repara- 
ciones patrimoniales y de orden civil que deben forma- 
lizarse ante personas que hayan sido victimas de una 
prisión injusta. 


Reitero que no se trata de un proyecto complejo 
sino de uno muy simple, que contiene estrictamente trece 
artículos, incluido el de orden. En el mismo se sistematiza 
y se unifica el conjunto de las disposiciones que están en 
diversos cuerpos legales y se uniformizan todas esas nor- 
mas, de forma tal que en un solo texto los jueces, fis- 
cales, abogados y ciudadanos puedan conocer cuál es el 
sistema legal que rige en el caso en que se opere un 
procesamiento, cuáles son sus derechos y cuáles son las 
facultades de que disponen los magistrados instructores. 


En definitiva, señor Presidente, por intermedio de este 
proyecto se regula toda la materia vinculada a este im- 
portante aspecto de la vida, que es el de la libertad. 


Creemos, señor Presidente, —y no es un argumento 
meramente efectista— que si consideramos adecuado que 
el legislador haya destinado libros enteros de los códigos 
Para regular los testamentos, los contratos y diversos as: 
pectos de la vida en sociedad, ¡cómo nosotros podemos 
considerar complejo o superfluo que se establezca una or- 
denación legislativa, sistemática en torno nada menos que 
a ese valor fundamental como es el de la libertad de 
las personas! 


De ninguna manera creemos que pueda prosperar co: 
mo argumento valedero el que se establezca una tacha 
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disminutoria respecto de un proyecto a otro. Creo que 
lo que debemos analizar es cuál de esos proyectos esta- 
blece la regulación legal que logra el objetivo buscado. 
es decir, el establecimiento de la vigencia de una norma 
constitucional que de acuerdo a la actual estructura legis- 
lativa ha sido o está desconocida. 


En términos generales, señor Presidente, queremos se- 
ñalar muy brevemente -——para que los señores senadores 
que no han tenido la oportunidad de hacer una lectura 
prolija de este proyecto que viene a consideración del 
Senado lo sepan— que nos encontramos en el articulado 
del proyecto de ley con una primera disposición en la 
que se regula en qué casos se puede proceder a la limi- 
tación de la libertad física. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Cardoso.) 


—-Establecemos, entonces, el criterio que se señala 
estrictamente en las jornadas de Derecho Procesal que 
mencionamos. Se trata del caso en que además de la 
semiplena prueba de la existencia del ilícito penal y de 
la participación del procesado en el mismo, se den, en 
criterio del magistrado los siguientes requisitos: peligro 
de que la libertal fisica del procesado pueda entorpecer 
la indagación, en primer término; la continuación del 
proceso, en segundo lugar, o la ejecución de la pena, 
en tercer término. Y se regula un conjunto de medidas 
de menor a mayor gravedad, que culmina en la prisión 
preventiva. k 


El dictado de uno u otro tipo de medidas está vincu- 
lado estrechamente a la entidad del peligro. sin perjuicio 
de que se califiquen algunos otros aspectos, como por ejem- 
plo la presunción de su existencia cuando los delitos son 
de naturaleza grave o suponen que se dicte pena de peni- 
tenciaría, o la reincidencia y reiteración, que demuestran 
una cierta nota de afinidad de la persona con el delito. 


En primer lugar, pues, se establecen las condiciones 
y circunstancias en que el magistrado puede imponer pe- 
nas limitativas de la libertad y luego se regula en un 
artículo 3% cuáles son esas limitaciones y, posteriormente. 
qué tipo de cauciones pueden exigirse lo que significa la 
transcripción en este Cuerpo legal de los articulos 141 a 
155 del Código del Proceso Penal. 


Quiere decir que fuera de las normas de carácter 
general, donde establecemos las bases del nuevo régimen 
que vamos a aplicar, en las que se define en forma pre- 
cisa este sistema y se establece además cuáles son las 
medidas cautelares que puede tomar el juez, simplemente 
nos limitamos a determinar las cauciones, mediante la 
reproducción de los textos ya existentes. 


La otra gran innovación es la que se refiere a Ja repa- 
ración del perjuicio causado por la limitación de la libertad 
física de los procesados, que constituye uno de los aspectos 
más graves que sugiere o plantea la temática de la prisión 
injusta. Se puede argumentar que la Constitución esta- 
blece normas claras para hacer valer o efectivizar la res- 
ponsabilidad de los funcionarios en su artículo 24 y que 
inclusive el sistema legal establece la responsabilidad de 
los jueces por el mínimo apartamiento de las normas que 
regulan el orden y tramitación de los juicios, o que esta- 
blecen sus facultades y poderes. Pero es que, indudable- 
mente, ante situaciones como las que derivan de la pri- 
sión injusta de un inocente, estas normas no alcanzan 
para poder hacer valer una acción reparatoria en el orden 
económico a tan grave lesión moral. 


Parece elemental que este sistema en el que regula- 
mos la prisión preventiva tenga una consecuencia na- 
tural: la fijación sistemática de los casos en que procede 
la reparación del perjuicio causado a un procesado indebi- 
damente privado de su libertad o al que se le hayan im- 
puesto limitaciones también indebidas a su libertad física. 
El proyecto a consideración del Cuerpo establece una re- 
gulación completa de esta materia, aspecto que el Senado 
de la República no puede dejar de considerar, se incline 
en un sentido u otro, ya sea en el de apoyar el pro- 
yecto en mayoría del que originariamente es autor el 
señor senador Ortiz o en el de acompañar este proyecto 
que propiciamos, presentado por los señores senadores in- 
tegrantes del Partido Nacional que he mencionado. 
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De manera que —y termino con estas consideraciones 
de carácter general-— por los objetivos y finalidad del 
proyecto; porque implica además de una definición, la 
adopción de una posición en torno a lo que significa la 
prisión preventiva como medida cautelar que debe estar 
en relación a un conjunto de presupuestos diversos que 
se establecen en la ley y que deberán evaluarse; porque 
condensa varios aspectos en un cuerpo legislativo único; 
porque aporta pautas sistematizadas en un texto de fácil 
comprensión para jueces, fiscales, abogados y para el pú: 
blico en general acerca de cuáles son los derechos y limi- 
taciones del ejercicio de los poderes que derivan de la 
facultad de procesar y porque, en definitiva, establece 
una regulación de amparo a los casos de prisión preven- 
tiva, aconsejamos que se tome como base para la discu- 
sión por parte del Cuerpo el proyecto que hemos pro- 
piciado. ] 


(Ocupa la Presidencia el Doctor Tarigo.) 


10) PENSIONES GRACIABLES 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 
para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -.. Señor Presiden 
te: la circunstancia de que el Senado haya debido inte- 
rrumpir su trabajo normal como consecuencia de la con- 
sideración del proyecto de Presupuesto, ha determinado 
que un asunto que estoy seguro hubiera sido resuelto ya, 
no lo haya sido todavía. 


Me refiero a un Mensaje del Poder Ejecutivo que está 
en nuestro poder desde hace algo más de un mes y que 
propone la concesión de pensiones graciables, en otros 
casos el incremento de éstas, para un conjunto le perso- 
ualidades que han tenido y tienen relevancia en diversos 
campos; hasta que mencione a Federico Moller de Berg, 
a Germán Cabrera, a Alberto Candeau, a Angel Curotto. 
a lidefonso Pereda Valdés, a Idea Vilariño, a Juan Cunha 
—Jamentablemente ya fallecido—, a Celia Figoli de Basso 
Maglio, a Virginia Castro, a Armonia Somers, a Curt 
Lange, a Juan. llaria, a Julio Verdié y a Eugen Relgis, 
entre otros. 


Voy a solicitar que este asunto sea incluido en el 
orden del día de la sesión ordinaría del martes próximo, 
a los efectos de que en el transcurso de dicha sesión 
pueda producirse la votación, según los términos corres- 
pondientes. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido Ja palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Entiendo que el señor senador 
se refiere también al otro Mensaje relativo al monto de 
las pensiones graciables. 


SEÑOR ARAUJO. — ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: la propuesta 
a que hace referencia el señor senador Rodríguez Camus: 
so ingresó a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado y la íbamos a tratar en la última sesión, 
pero a solicitud de la Bancada del Partido Nacional que 
estaba haciendo un estudio más profundo sobre el tema, 
se pasó al orden del día de la sesión del martes próximo. 
De todas maneras —y teniendo en cuenta además que 
en esa oportunidad tendremos otros temas prioritarios, de 
acuerdo a lo que se había establecido— creo aque no 
podremos tratar este asunto sino hasta el día jueves en 
que, por decisión de la Comisión, habremos de reunirnos 
muévamente. 
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En este caso concreto, creo que a pesar de la pro- 
puesta del señor senador Rodriguez Camusso el martes 
próximo no estaremos en condiciones de brindar el in- 
forme de la Comisión. 

SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. p 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Siendo asi, for- 
-mulo moción para que el tema sea tratado en la primera 
sesión que realice el Senado luego de que la Comisión ten- 
ga listo el informe. Mi temor es el siguiente: las seslones 
ordinarias serán los días 12 y 13 y si la Comisión recién se 
reúne el 14, este asunto no podrá considerarse hasta el 
próximo mes. Actualmente ya ha fallecido Juan Cunha; 
seguramente no sucederá lo mismo a alguien más. De to- 
das maneras, creo que es deseable que esta situación se 
resuelva lo más pronto posible. 


Dejo planteada esta inquietud en la esperanza de que 
la Comisión puede reunirse a la brevedad y podamos con- 
siderar este tema el próximo martes o miércoles. Los se- 
ñores senadores del Partido Nacional fueron quienes efec- 
tuaron el planteamiento de este asunto en términos que 
realmente nos merecieron mucho respeto y, seguramente, 
tendrán tantos deseos como nosotros de que el mismo sea 
considerado y aprobado sin demora. 


Formulo moción en el sentido de que este asunto se 
incluya en el orden del día del próximo miércoles, espe- 
rando que para esa fecha la Comisión produzca el infor- 
Me que nos habilite a considerarlo. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Los señores senadores del Par- 
tido Nacional se refirieron al escaso monto de las pensio- 
nes graciables vigentes y el Poder Ejecutivo, a través, del 
correspondiente Ministerio hizo saber al Cuerpo que opor- 
tunamente enviaría un proyecto de ley estableciendo un 
nuevo monto que fuera común a todas ellas. El mensaje 
correspondiente a este asunto también está en el Senado, 
por lo que agregaría a la moción del señor senador Ro- 
dríguez Camusso que el mismo fuera también incorpora- 
do a fin de que puedan considerarse juntos los dos Men- 
sajes del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE .-- El señor senador Araújo se ha 
referido a un planteo formulado por el Partido Nacional 
sin aclarar debidamente en qué consiste, En nombre de 
mi Partido debo decir que el mismo estaba referido a los 
misérrimos montos de las pensiones graciables que perci- 
ben figuras de enorme relevancia en el plano cultural del 
país y que son realmente irrisorios. Reclamamos un Men- 
saje que estableciera una retribución adecuada, ya que 
la dictadura no realizó los ajustes necesarios. En el año 
1972 este Cuerpo estableció, por ley, el derecho de ciertas 
personas a recibir una pensión graciable; actualmente, de 
ellas quedan sólo cuatro que han sido mencionadas, entre 
otras, en el referido proyecto de ley. Lo que reclamamos 
es el ajuste que no han tenido sus pensiones durante to 
da la época de la dictadura. 


En esta materia la posición de nuestro partido es su- 
mamente clara. Deseamos una pensión graclable decorosa, 
que represente una recompensa a los grandes méritos por 
lo que, por supuesto, no pueden ser retribuciones inferio- 
res al salario minimo nacional. El Poder Ejecutivo se ha 
manifestado favorable a incrementar el monto de las pen- 
siones pero, por Otra parte, en nuestro planteo también 
se incluye a otras personalidades de la vida nacional con 
respecto a las que hemos formalizado nuestro pedido en 
el sentido de que también a ellas se les otorgue este re- 
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conocimiento de la recompensa pecuniaria o pensión gra. 
ciable. 


Deseábamos aclarar perfectamente este punto porque 
aquí se ha manifestado que el Partido Nacional habia 
planteado algún género de demoras. Debo decir que a 
nivel de Comisión, nuestro sector se ha solidarizado con 
el propósito de mejorar en términos sustanciales la situa: 
ción de los actuales beneficiarios de estas pensiones gra- 
clables y también de incorporar a aquellas personas que 
figuran en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — A fin de que no surja un 
debate paralelo en relación a este tema, debo señalar al 
señor senador Tourné que no se ha imputado al Partido 
Nacional la demora. Por otra parte, el mismo día en que 
el señor senador realizó el planteo de este tema en el 
Senado, figuraban en los asuntos entrados los dos proye“- 
tos de ley cuya agilización se reclama en el día de hoy. 
Por lo tanto, no existe contradicción. 


Se va a votar la moción formulada por el señor se- 
nador Rodríguez Camusso y complementada por el señor 
senador Cigliuti, en el sentido de considerar los dos pro- 
yectos referidos en la sesión del próximo miércoles. 

(Se vota: ) 


—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD 


11) PRISION PREVENTIVA DE LOS 
PROCESADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la discusión gene- 
ral del proyecto de ley por el que se faculta a los jueces 
a no disponer la prisión preventiva de los procesados cuan- 
do concurrieran determinadas circunstancias. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR ORTIZ. -- Señor Presidente: cuando en la 
Asamblea General, votamos la integración de la Suprema 
Corte de Justicia, elogiamos calurosamente a los candida- 
tos que luego la integrarian. Coincidimos en exaltar sus 
virtudes personales y sus profundos conocimientos jurídi- 
cos a lo que cabe agregar la invalorable experiencia que 
han recogido a lo largo de muchos años de actuación en 
la Judicatura. Sin embargo, creo que no seriamos con: 
gruentes con esos elogios holgadamente merecidos, si aho- 
ra les imputamos un regreso al autoritarismo por su ac- 
titud frente a estos proyectos. Considero que no es así. 
Los miebros de la Suprema Corte de Justicia mencionan 
la tranquilidad secial; no se trata de un derecho codifi- 
cado, pero la colectividad puede exigir que su vida se de- 
sarrolle en un marco de paz socia] que no puede ignorarse 
aunque no esté codificado. 


Al hablar de este planteo formulado por la Suprema 
Corte, me parece conveniente recalcar que ése no fue 
sólo el punto de vista de los doctores García Otero y 
Tomassino, que fueron quienes nos visitaron, sino que re- 
fleja el sentimiento unánime de la Suprema Corte de Jus- 
ticia. Ella sugiere que, en cualquiera de fos proyectos que 
se adopten, se contemple la posibilidad de no poner en 
funcionamiento el mecanismo de la no prisión del pro- 
cesado en aquellos casos en que el hecho cause alarma 
social. “La Suprema Corte de Justicia cree —y en €se sen- 
tido la opinión es unánime— que, más allá de los tecni- 
cismos jurídicos, tiene que haber una opción para el Juez, 
en el sentido de que, cuando el hecho cause alarma so- 
cial, no se decrete la excarcelación inmediata del proce- 
sado. Expreso esto porque puede provocar o promover una 
reacción individual de los ofendidos y, además, puede ata- 
car un sentimiento de justicia ínsito en la comunidad”. 
Esto también fue reiterado por el doctor Tomassino, quien 
expresó, por ejemplo: “Se puede dar el caso de una per- 
sona que cometa torpes atentados sexuales contra un niño, 
sin llegar a violarlo; teóricamente, correspondería excar- 
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celario. El mismo caso podría ser el de un conductor de 
un vehículo de transporte colectivo que cumple sus fun- 
ciones en estado de ebriedad y que provoca un desastre 
en el que mueren varias personas. Evidentemente, se tra- 
ta de delitos culposos, en los que existiría la posibilidad 
de un procesamiento sin prisión. Sin embargo, a esas si- 
tuaciones es a las que apunta la sugerencia que formula 
la Suprema Corte de Justicia”. 


De manera pues, que este valor, tranquilidad social, 
que parece que no debe menospreciarse en cuanto se lo 
contrapone al derecho a la libertad que tienen todos los 
ciudadanos, no es, a mi juicio -—que sigo modestamente, 
el criterio de la Suprema Corte de Justicia— un valor des- 
preciable. 


En cuanto al otro aspecto, el de la complejidad del 
proyecto de la minoría, naturalmente que el hecho de ser 
complejo, no significa ningún desmedro ni para éste, ni 
para ningún otro. En el caso, se trata de una complejidad 
que puede atentar contra el éxito de la iniclativa. 


La Suprema Corte de Justicia dice que la experien- 
cia judicial indica que los textos más complicados suelen 
crear tantos problemas como soluciones y que, en ese sen- 
tido, no puede dejar de destacarse la virutd que tiene 
uno de los proyectos en cuanto a su simplicidad y que el 
otro texto es un verdadero Código de la cautela y su: 
pone una demarcación tan prolija de todos los fenómenos 
a que ella refiere, que exige un estudio muy extenso y 
preciso de cada una de sus normas. 


Agrega, asimismo, que la idea de la Suprema Corte de 
Justicia cs que cuanto más sencillo sea el proyecto que 
se apruebe, más fácil será su aplicación y, sobre todo, 
su entendimiento por aquellos a quienes les está des- 
tinado. 


No me parece necesario destacar que uno de los pro- 
yectos es muy extenso. abarca muchas hipótesis, y, por 
lo tanto, tiene disposiciones o posibilidades de realización 
muy difíciles de analizar, punto por punto, ya que supo- 
ne Casi, un Código de la Cautela. 


Estas razones, señor Presidente, aparte de haber sido 
las que movieron a la mayoría de la Comisión a votar este 
ctro proyecto de ley, son de recibo. No creo que, ligera- 
mente, podamos atribuir a la Suprema Corte algo así co- 
mo una frivolidad en la censideración de este tema; yo le 
doy un carácter realista. La Corte quiere, como nosotros, 
que estas normas entren a regir en forma inmediata. El 
proyecto muy ambicioso y elaborado técnicamente por la 
minoría, naturalmente que como la propia Suprema Corte 
lo dice, exigiría un estudio más profundo y tiene otras 
connetaciones. Por lo tanto, por aquello de que lo mejor 
es enemigo de lo bueno es que yo insisto en propiciar 
que el Senado tome como base de la discusión este pro: 
yecto de la mayoria. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Evidentemente que, en esta ma- 
teria, muchas vetes se colocan ejemplos que nos llevan 
a consecuencias que no son las que surgen del funciona- 
miento de los proyectos. 


Si nos ponemos en el caso del violador, del homicida 
múltiple, no precisamos recurrir a conceptos cuyos alcan- 
ces desconocemos y cuya precisión, desde el punto de vis- 
ta de cuándo es que estamos frente a una de estas Cir- 
cunstancias de “alarma social o seguridad pública” que 
no se pueden determinar fácilmente, estamos colocándo- 
nos en una situación que no es la que corresponde.. 


En esos casos que se señalan, por el propic mecanis- 
mo del sistema, no precisamos recurrir a esos conceptos 
para establecer que estamos ante un caso de manteni- 
miento de la prisión preventiva. 
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Ahi sí existen razones de carácter preventivo que 
emergen del propio cuerpo de los proyectos, que determi- 
nan la conúucta del magistrado. 


Señalo que si nosotros introducimos como facultad ini- 
cial la de mantener o la de establecer prisión preventiva, 
aún cuando se trate de un delito leve, que simplemente 
apareja pena de prisión, que no tiene ninguna circunstan- 
cia agravante y que, por lc tanto, desde todo punto de 
vista corresponde que se mantenga la libertad del proce: 
sado, con los límites que el Juez establezca — pero sin 
prisión preventiva, desde luego— en esos casos se puede 
entrar a aducir que existen situaciones de “seguridad pú- 
blica o de alarma sotial” que, por otra parte, nadie sabe 
en qué consisten, que no se deierminan, ni se precisan y 
que cada Juez las va a interpretar a su criterio, de acuer- 
o a factores meramente subjetivos. 


En definitiva, lo que nosotros queremos implantar que 
es un régimen de amparo a la persona, por esta vía, lo 
estamos negando y, en lugar de establecer el carácter fa- 
cultativo de la prisión preventiva para aquellas circuns- 
tancias que aparejen determinado peligro para la conse- 
cución de la causa, para el cumplimiento de la pena O 
2lg0 de naturaleza similar, estamos implantando el carác- 
ter preceptivo de la prisión preventiva, porque al invotar- 
se una razón de alarma social o de seguridad pública, el 
Juez queda facultado para decretar la prisión preventiva 
del procesado, aun cuando se trate de un delito menor 
o de escasa importancia. 


Quiero señalar al señor senador Ortiz gue mi análisis 
se refiere, concretamente, al otorgamiento de una facul- 
tad sumamente peligrosa, establecida en base a conceptos 
que, durante todo el período del autoritarismo constituye- 
ron el “leitmotiv” del régimen es decir, los invocados fun- 
áamentos de la “seguridad pública”, la “alarma social”. 
etcétera. Es a esas circunstancias a que me refiero; no a 
que los proponentes del proyecto ni quienes mantuvieron 
la iniciativa hayan tenido ese propósito. Pero, indudable- 
mente. las características que hemos señalado por su in- 
conveniencia, se derivan de la norma obietivamente ana- 
lizada. 


SEÑOR AGUIRRE. -—- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: el motivo de 
mi intervención es, simplemente, explicar por qué razón, 
siendo firmante del proyecto cuya defensa ha hecho ca: 
lurosamente el señor senador Tourné —junto a la mayoría 
Ge Jos integrantes de la bancada del Partido Nacional— 
sin embargo. en mi condición de miembro de la Comisión 
de Constitución y Legislación, he firmado el informe de 
la mayoría lo que significa que he apoyado, en definiti- 
va, el proyecto del senador Ortiz, aunque con salvedades. 
También deb) explicar cuáles son esas salvedades y la ra- 
zón de mi cambio de opinión. 


Fundamentalmente, no sólo me resultaron muy ilus- 
trativas, sino también muy convincentes, las exposiciones 
cue, en nombre de la Suprema Corte de Justicia, hicieron 
en la sesión de la Comisión su Presidente, el doctor Nel- 
son García Otero y el señor Ministro, doctor Armando To- 
massino, que constan en el repartido N% 381 de la car- 
peta N* 167, 


Voy a hacer gracia al Senado de las razones de ca: 
rácter técnico que avalan la experiencia de los magis- 
trados y que fueron expuestas por los Ministros referí: 
dos de la Suprema Corte de Justicia. Particularmente no 
voy a reiterar lo que ya ha expresado, en forma insisten- 
te, el señor senador Ortiz, respecto de los argumentos 
que ellos expusieron en cuanto a los riesgos que plantea, 
en su aplicación práctica. un proyecto de la complejidad y 
el detallismo técnico que poste el que habíamos firmado 
en primera instancia y que responde a la autoria —hay 
que decirlo así— del doctor A'ejandro Abal Oliú quien. 
con evidente dominio técnico de la materia, estructuró 
un proyecto que es un verdadero Código de la Cautela. 
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Ello nc obstante, mucho nos han hecho reflexionar 
las objeciones de carácter práctico que podian existir, res- 
pecto de la aplicación de ese proyecto, cuando los magis- 
trados tuvieran que traducir su letra en decisiones conere- 
tas en los procesos que debieran resolver. 


Reitero que nc voy a insistir sobre las razones, porque 
ya se ha dado lectura a las expresiones vertidas por el 
señor Presidenta de la Suprema Corte sobre el particular. 
Deseo aclarar cuáles son las salvedades con que he firma- 
«0 el informe de la mayoría. Ellas residen, fundamental- 
mente en el ámbito en que va a operar la inversión del 
priucipio de la prisión preventiva. En mi opinión, este 
ámbito hubiera podido ser un poco más amplio del que 
vesuita del proyecto presentado por el señor senador Or- 
tiz, de acuerdo a los literales a) y b) del artículo 19, par- 
ticujarmente al literal a), que habilita a no decretar la 
prisión preventiva cuando fuere presumible que, en defi- 
nitiva, no refaerá pena de penitenciaria. 


Creo que esta posibilidad podria haberse ampliado un 
poco y haberse limitado el campo en que opere la prisión 
preventiva a aquellos delitos particularmente graves en 
que necesariamente, de recaer sentencia de condena, debe 
haber pena de penitenciaria. Es decir, aquellos delitos que. 
de acuerdo con el Código Penal, tienen pena superior a 
des años de privación de libertad. 


Entre los dos extremos —el más amplio, que figura 
en el proyetto informado en minoria por el señor senador 
Tourné y el del señor senador Ortiz— pienso que podría 
hakerse optado por el camino del medio. 


Otra salvedad que tengo en cuanto a este proyecto 
es el hecho de que no incluye el princinio de la respon- 
sabilidad patrimonial, para los casos en que recaiga luego 
un auto de sobreseimiento o una sentencia absclutoria 
y se establezca que la privación de libertad careció de fun- 
damentos jurídicos. En ese caso, me parece indiscutible 
que, de acuerdo con el artículo 24 de la Constitución, de- 
be haber reparación de los perjuicios sufridos. 


Desde ese punto de vista, el articulo 10 del proyecto 
redactado por el doctor Abal Oliú contiene una norma y 
un principio que me parecen indiscutibles. Por ello pienso 
fue deberían incluirse en el proyecto del señor senador 
Ortiz. 


Todos sabemos que en la práctica se han dado situa- 
ciones en que, luego de que una persona há estado cuatro 
años en prisión, ha recaíde una sentencia absolutoria o un 
puto de sobreseimiento. Ante el asombro de toda la socie- 
fad, nos encontramos econ que una persona ha estado 
privada de su libertad durante todos esos años y que. 
luezo, ni siquiera se establece la indispensable reparación 
patrimonial. que es el minimo a que tiene derecho alguien 
rue ha sufrido, en los hechos, una pena tan grave cuando 
no era culpable de ningún delito. 


Estas son las dos salvedades fundamentales que hago 
al proyecto del señor senador Ortiz que, en definitiva. 
voy a votar. 


Quiero hacer una precisión de otro carácter porque 
se ha hecho reiterada alusión al problema de la incons- 
titucionalidad de la prisión preventiva. 


En primer lugar debo aclarar que creo que este punto 
de interpretación constitucional es esencialmente dudoso. 
Es decir que no tengo una opinión concluyente en el 
sentido contrario, pero quiero hacer reflexionar al Cuer- 
po sobre este particular. Para no hacer argumentos per- 
sonales, simplemente me voy a remitir a lo que sobre el 
particular expresó en la Comisión el señor Ministro de 
la Suprema Corte de Justicia, el doctor Armando Toma- 
ssino. 


El doctor Tommasino dijo que “El principio para 
todo individuo sometido a proceso penal, es el de la prl- 
sión preventiva. Creo —expresó— que basta leer los textos 
de la Constitución para darse cuenta de que son suficien- 
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temente claros. El artículo 15 de la Constitución de la Re 
pública establece textualmente: “Nadie puede ser preso 
sino infraganti delito o habiendo semiplena prueba de 
él, por orden escrita de Juez competente'. El articulo 16 
establece: “En cualquiera de los casos del artículo ante- 
rior, el Juez, bajo la más seria responsabilidad, tomará 
al arretados su declaración dentru de veinticuatro horas 
y dentro de cuarenta y ocho horas, lo más, empezará el 
sumario”. Quiere decir agrego por mi parte-- que $e 
admite que sin habir sentencia de condena, la persona 
quede privada Ze la libertad. Esto lo admite la Constitu- 
ción de la República. 


Más adelante expresó el doctor Tomassino, haciendo 
una lectuia ordenada del textu: “De ¡inmediato viene el 
asticulo 27 de la Constitución, que establece —-y éste es 
el más importante en la materia—: “En cualquier esta: 
do en libertad, dando fianza según la ley'.” Es claro el 
pena de penitenciaría, los Jueces podrán poner al acusa: 
do en libertad, dando fianza según la ley”. Es claro el 
argumento a Contrario que resulta de este artículo. Si se 
puede poner en libertad al acusado, porque se presume 
fue no haya pena de penitenciaria, es porque se está par- 
tiendo de la premisa de que el acusado debe estar priva- 
do de su lihertad. 


Sé que en doctrina —y participo de esta corriente 
interpretativa— están desacreditados los argumentos a 
contrario, que son riesgosos; pero de todas maneras, pa- 
rece suficientemente claro el artículo 27, correlacionado 
además con los artículos 15 y 16 de la Constitución, pa: 
ra sostener que, por lo menos, el censtituyente si no im- 
pone la prisión preventiva, por lo menos la permite. 


Se ha hecho caudal —y creo que es un artículo muy 
importante— en el artículo 12 de la Constitución. que 
usteblece el principio básico de que nadie podrá ser pe- 
rado ni confinado sin forma de proceso y sentencia Je- 
gal St se entiende que la prisión preventiva es una pena 
—y en los hechos lo es porque €s una privación de liber- 
tad—, la conclusión natural sería que no podría haber 
prisión preventiva. 


Entiendo que los textos, cuando integran un todo 
—como es la Constitución de la República— no pueden 
interpretarse aisladamente, de mcdo tal que se haga pre- 
velccer un artículo y se deje sin sentido a otros del mis- 
mo texto. Es decir, la interpretación debe ser armónica, 
Ge manera tal que al darle un sentido a una disposición, 
no se lo quitemos totalmente a otra. 


Si el sentido del artículo 12 es que jamás puede haber 
prisión preventiva, el artículo 27 deviene incomprensible 
e inaplicable. Pof consiguiente, tenemos que buscar una 
solución conciltatoria. 


Cuando tratamos este tema en Comisión estuvieron 
presentes varios profesores de Derecho Procesal y Penal 
los doctores Abal, Viera, Calroli y Ottati Jorge. Este 
asunto fue objeto de discusión y, evidentemente, había 
opiniones encontradas. 


No abogo de manera concluyente por ninguna du 
ellas. Admito que pueda querer hacerse prevalecer el ar: 
tículo 12 y sostener que no debe haber prisión preventiva; 
pero también admito lo contrario, esto es lo que fue 'valor 
entendido en la doctrina durante muchos años en que la 
regla era la prisión preventiva. 


En lo que no estoy de acuerdo -—y sobre esto quiero 
dejar claramente sentada mi opinión—- es en que haya 
una interpretación clara de la Constitución en este punto 
y que resulte indiscutible que ésta prohiba la prisión pre- 
ventiva. Creo que eso no es exacto. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. — El señor senador Tourné 


ya ha hecho uso de la palabra y, por lo tanto, no se la 
puedo otorgar nuevamente, 
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SEÑOR TOURNE. — Pero soy el miembro infor 
mante. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Aclaro al señor senado1 
que el Reglamento establece que la expresión miembro 
informante se interpretará, a todos los efectos de este Re- 
glamento, como referida a quienes informen en mayoría 
Esa es la razón por la que pienso que el señor senador 
no es miembro informante. 


SEÑOR TOURNE. — Pero hay informes en minoría 


SEÑOR PRESIDENTE. — Acabo de leerle el Regla- 
mento, señor senador que, reitero, dice que la expresión 
miembro informante se interpretará, a todos los efecios 
de este Reglamento, como referida a quienes informen en 
mayoría. Naturalmente que hay quienes informan en 
minoría. 


SEÑOR TOURNE. — Entonces, pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para una aclaración, tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Quiero señalar, señor Presi: 
dente, que no está en discusión la constitucionalidad o no 
de la prisión preventiva. Se trata de la naturaleza de 
la prisión preventiva y de su preceptividad. 


Es indudable que, de acuerdo con nuestro régimen 
constitucional, Ja prisión preventiva no es un adelanto 
de pena y no es una pena ni puede serlo, La prisión pre- 
ventiva ——y toda la doctrina procesal y penal es conteste 
en ello-— es una medida cautelar y ninguna norma de la 
Constitución le confiere otro carácter. 


Las disposiciones de los artículos 15, 16 y 17 esta- 
blecen el arresto administrativo, la detención de la per- 
sona a los fines del esclarecimiento de un hecho. Esta 
persona puede permanecer detenida por un lapso deter- 
minado para ser luego sometida a Juez. Como lo dice 
el artículo 16, dentro de las 48 horas. a lo más, el Juez 
empezará el sumario y tomará la declaración al pro- 
cesado, dentro de las 24 horas. 


De manera que lo que está regulando son los límites 
del arresto administrativo. Luego emerge la prisión pre- 
ventiva. En definitiva, esta no puede ser una pena por- 
que, como lo dice el artículo 12 de la Constitución, nadie 
Puede ser penado sino en las condiciones que establece 
la propia Constitución: con sentencia legal. En esto están 
de acuerdo el proyecto del señor senador Ortiz, el que 
hemos presentado nosotros, toda la doctrina, las Jorna- 
das de Derecho Procesal y la Suprema Corte de Justicia. 
pese a que dice que es una pena por cuanto implica 
estar preso o detenido en cualquier caso y circunstancia. 
es decir, significa una circunstancia diminutoria de la 
persona e infligirle un agravio, un dolor o un sufrimiento. 
En ese sentido es una pena, pero ello en un sentido vulgar. 


Técnicamente hablando, pena es la que aplica un 
Juez con motivo de dictar una sentencia. Mientras tanto, 
la persona es un sospechoso respecto del que existe una 
semiplena prueba y en virtud de determinadas circuns- 
tancias —que son las que tratamos de regular-— el juez 
va a disponer limitaciones a su libertad, que pueden ser 
de distinta naturaleza y que como grado máximo puede 
emerger la prisión preventiva. 


Quiero señalar que nuestro sistema constitucional no 
autoriza a extraer las conclusiones que recientemente ha 
referido el señor senador Aguirre en cuanto a cuál es 
la naturaleza de los hechos en que estamos. 


En definitiva, el problema que está planteado tiene 
que ver con la naturaleza de la prisión preventiva y no 
su constitucionalidad. No nos cabe duda que elia es un 
instituto de los que determina un límite a la libertad de 
las personas. el que tiene que aplicar un Juez en virtud 
de circunstancias o de requisitos que tratamos de esta- 
blecer, precisamente. en estas normas legales y en este 
proyecto de ley. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa quiere dejar cons- 
tancia de que la intervención del señor senador Tourné 
ha estado fuera del Reglamento, pues e) artículo 68 dice 
que los señores senadores no podrán hacer uso de la 
palabra, salvo casos de rectificación o aclaración de lo 
expresado. En ese sentido, el señor senador Tourné no 
ha aclarado ni ha rectificado lo expresado, sino que sim- 
plemente ha contradicho la expresión precedente del señor 
senador Aguirre; es decir que ha hecho uso de la palabra 
cuando reglamentariamente no era posible. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — No tenía intención de 
hacer uso de la palabra hasta que escuché algunas refle- 
xiones, respecto de las que, por lo menos, considero ne- 
cesario establecer algunos criterios. 


Personalmente, había estimado Jo que informara en 
Comisión el señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia como argumento inverso del que aquí ha sido 
usado. El nos dijo que el texto de la minoría es un ver- 
dadero Código de la Cautela y supone una demarcación 
tan pro'ija de tedos los fenómenos que ellos refieren, que 
exige un estudio extenso y preciso de cada una de sus 
normas. 


Confiaba en que la Comisión de Constitución y Le- 
gislación, en temas como la libertad personal de los ciu- 
dadanos de este país, no haría problemas porque exigen 
un estudio muy intenso y prolijo. 


Tenemos una norma que ha sido cuidadosamente ana- 
lizada y estudiada. Cuando el criterio se queda en la otra 
punta, la sencillez de la norma, empezamos a comprender 
—como nos ha parecido muy claro en el proyecto en 
mayoría que nos remite la Comisión — porque al final 
del artículo 32 no hay otra salida que hacer una genera- 
lización de la norma que es irritantemente absurda para 
los principios de la libertad personal. Allí se dice que las 
personas no podrán ser liberadas a pesar de que concu- 
rran todos los otros factores, cuando hubieren razones de 
seguridad pública —nadie sabe lo que es-— o se trate de 
un delito que cause alarma social. En esto termina la 
norma legal breve que, naturalmente, conlleva a una libe- 
ralidad en las expresiones o en la actividad del magis- 
trado que pudieran ser válidas para determinados ángu- 
los del Derecho; pero que estimo no es adecuado tratán- 
dose de la libertad de las personas. 


Sinceramente hubiera confiado en que, en virtud de 
lo manifestado por el señor Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, la Comisión hubiese realizado un tra- 
bajo completo. Si de allí hubiera surgido un llamado Có- 
digo de la Cautela, hubiera sido bienvenido. ¿Qué pro- 
blema hay en que lo tengamos si es correcto, cubre to- 
dos los principios que queremos defender, atiende a la 
Constitución de la República y salvaguarda derechos ele- 
mentales? 


En cuanto a la demora que ese trabajo, hubiera pro- 
vocado, pienso que se podría haber incurrido en ella, por- 
que puesto aque hace muchos años que no se ha legisla: 
do sobre este tema, quince días o un mes más no hubie- 
ra cambiado nada. 


El otro sistema caracterizado por su brevedad es al: 
tamente peligroso y resulta en disposiciones como las que 
estamos viendo en el articulo 39, puesto que al fina] se 
dice que el Juez procederá a esta aplicación cuando le 
parezca prudente. Quisiera saber quién podrá demostrar 
que la prisión preventiva es válida porque hay razones de 
seguridad pública o se trata de un delito que causa alar- 
ma social. Radicará sólo en la subjetividad del juez ac- 
tuante, pues. no puede haber otro criterio. 


En el altar de la brevedad. me parece que estamos 
sacrificando ciertos principios muy importantes como son 
los de la libertad de Jos habitantes de este país. Perso- 
nalmente, hubiera preferido el proyecto más extenso. Cla- 

ro está que ello hubiera llevado a que la Comisión hu- 
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biera trabajado más, debiendo abocarse a un estudio más 
detallado; pero quizá de esa forma hubiéramos tenido lo 
que se ha dado en llamar ampulosamente un Código de 
la Cautela. Pienso que es un poco menos que eso; es 
ura ley que cubriría con eficacia muchos casos y nada 
mas. 


Quería hacer estas precisiones, porque confieso que 
el argumento dado por el señor Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia lo había entendido al revés, En virtud 
de que se ha hecho referencia a él en forma inversa me 
pareció prudente hacer estas puntualizaciones. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido ¡a palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador para contestar una alusión. 


SEÑOR AGUIRRE. — En realidad, es para una acla- 
ración sobre lo que dije anteriormente. 


Quiero aclarar, para que quede constancia en la ver- 
sión taquigráfica, que en ningún momento manifesté que 
la prisión preventiva fuera una pena en el sentido técni- 
co jurídico. En ese sentido, sólo es una pena la que ema- 
na de una sentencia ejecutoriada. Dije que la prisión 
preventiva, en cuanto privación de libertad, era una pe- 
na de hecho, no de derecho. 


Además expresé que de acuerdo a la Constitución de 
la República, la prisión preventiva no es inconstitucional, 
por cuanto en su artículo 27 se parte de la premisa —en 
mi concepto teórica y doctrinariamente equivocada, pero 
vigente en nuestro Derecho Positivo— de que debe ha- 
ber prisión preventiva toda vez que se procesa a una per- 
sona. En el plano teórico, estoy en contra de esto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley de 
la mayoría de la Comisión, según lo establece el Regla- 
mento. 


(Se vota:) 
—15 en 19. Afirmativa. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para dejar 
una constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador para fundar el voto. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Como soy escribano, suelo 
dejar constancias. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— El Reglamento no prevé 
la posibilidad de hacer uso de la palabra para dejar cons- 
tancias, sino para fundar el voto. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Entonces, ¿cuándo puedo 
decir lo que quiero? 


. SEÑOR PRESIDENTE. — Ahora, señor senador, co- 
mo fundamento de voto. Simplemente, le estoy dando el 
mecanismo reglamentario para que diga lo que quiere 
Sólo le estoy cambiando el “nomen juris”. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Como se habrá advertido, 
la mayor parte de los integrantes de nuestra bancada se 
ha retirado, y nosotros también tendremos que hacerlo, 
porque debemos asistir a un homenaje que se tributará 
a un amigo, acto que si bien no es de carácter político, 
tiene un sentido amistoso que obliga nuestra presencia 
desde el punto de vista espiritual. Por supuesto, hacemos 
extensiva la invitación a todos los señores senadores que 
deseen acompañarnos, a quienes recibiremos con mucho 
gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ha sido muy original el 
fundamento de voto del señor senador Cersósimo. 


SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. ; 

SEÑOR MEDEROS. -—- Solicito que se rectifique la 
votación en general, porque el resultado no puede haber 
sido 15 en 19, ya que cinco señores senadores lo hicimos 
en contra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo a lo solicitado 
por el señor senador Mederos, se va a rectificar la vo- 
tación. 


Los señores senadores por la afirmativa, sírvanse in- 
dicarlo. 


(Se vota:) 

—15 en 20. Afirmativa. 

—Efectivamente, tenía razón el señor senador. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 19. 

(Se lee) 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—15 en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 2%. 

(Se lee) 

En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—15 en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 3%. 

(Se lee) 

—En consideración. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la pala: 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presi- 
dente: no nos vamos a extender en este asunto, porque 
no nos gusta reiterar argumentos. De todos modos, que- 
remos decir que compartimos plenamente la fundamen- 
tación que respecto al artículo 3%, ha recho el señor se: 
nador García Costa. 


Por lo tanto, hemos votado el proyecto en general, 
así como los dos primeros artículos; pero al artículo 3% 
no le vamos a dar nuestro voto. 


SEÑOR CARDOSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene-Ja palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARDOSO. -- Señor Presidente: quiero de- 
jar constancia de que comparto plenamente los puntos de 
vista expresados por el señor senador Rodríguez Camus- 
so. Veo que ha interpretado el pensamiento de la banca- 
da del Frente Amplio. Además, declaro que estas expre- 
siones, tan amplias y poco definidas, de la “seguridad pú- 
blica o de la “grave alarma social”, me inquietan pro- 
fundamente. Me preocupa que el simple juicio de un ma- 
gistrado —por bien intencionado que esté— pueda deter- 
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minar la existencia de las razones que han sido señaija- 
das en Sala y que tienen una realidad muy reciente, con 
objetivos diferentes a los que se prevén en el proyecto. 


En consecuencia, dejo constancia de mi voto negati- 
vo a este artículo. 


SEÑOR GARCIA COSTA. -—— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: ya 
hemos hablado sobre el artículo 3%, pero quisiera que los 
firmantes de este proyecto que estamos analizando —-en 
particular el miembro informante, señor senador Ortiz— 


me expliquen el alcance de la expresión “seguridad pú: . 


blica” o “delito que cause grave alarma social”. Puedo 
equivocarme, pero en el proyecto del señor senador Or- 
tiz que da lugar al que estamos aprobando, este artículo 
no se encuentra. Este nació —si me equivoco, el señor 
miembro informante con toda seguridad me lo aclarará— 
de las deliberaciones de la Comisión. Evidentemente, tie- 
ne una paternidad múltiple, pero sería de sumo interés, 
incluso para la aplicación a posteriori de parte de los 
magistrados que, ante una fórmula genérica y sui géne- 
Tis como ésta, se nos dijera cuál es su interpretación. 


Reitero que en el proyecto que da origen a esto —a 
menos que haya leído mal— no se encuentra esta dispo- 
sición porque, aparentemente, nació durante el trabajo 
de la Comisión. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el miem- 
bro informante, señor senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Efectivamente, los hechos son tal 
como los señala el señor senador García Costa. 


Introdujimos esta modificación, precisamente, a pe- 
dido de la Suprema Corte de Justicia, la que nos dijo 
expresamente: “La sugerencia que preocupó a la Corte 
se relaciona con el hecho de que nuestro Presidente ha 
hecho caudal fundamental en contemplar, hasta donde 
sea razonable, el interés de la sociedad, la grave alarma 
pública y las razones de seguridad”. 


De manera que nos pareció muy atendible el plan- 
teamiento de la Suprema Corte de Justicia. 


Por otra parte, tanto el concepto de seguridad públi- 
ca como el de tranquilidad social, son aquellos sobre los 
que reposa la firmeza de la estructura social en la que 
estamos radicados. Naturalmente que quienes manejan 
esos conceptos lo podrán hacer con arbitrariedad o in- 
justicia, mientras que otros, con buena fe y prudencia 
Pero eso no hace al valor del concepto en sí, que no es 
algo que podamos tocar con nuestras manos, pesar y me: 
dir milimétricamente. Pero es un concepto del que todos 
tenemos un conocimiento caba] y, mucho más la Justi- 
cia que en nuestro país, felizmente y por unanimidad, la 
consideramos como buena e integrada por magistrados 
sanos y demócratas, sobre todo ahora que ha terminado 
el proceso. 


De modo que, señor Presidente, creo que aunque no 
sea un concepto muy preciso, podemos confiar en que la 
justicia hará una aplicación adecuada del mismo. Ade- 
más el Código Penal habla de delitos contra la seguridad 
pública. Al respecto, existe todo un capítulo, por lo que 
ya hay definición sobre seguridad pública, incluso desde 
el punto de vista del codificador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Le concedo una inte- 
rrupción al señor senador Aguirre, aue me la había so: 
licitado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador Aguirre. 
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SEÑOR AGUIRRE. — Declaro que no voy a votar 
este artículo porque los argumentos que se dado en con- 
tra, me han resultado convincentes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la 
palabra el señor senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Termino señalando, se- 
fior Presidente, que el incuestionable talento del señor 
senador Ortiz no ha logrado aclararnos qué es lo que se 
entiende por “seguridad pública”. Nos ha manifestado 
que para interpretarla confía en los Jueces, porque Son 
demócratas. No desearía ir preso en circunstancias en la 
que un Juez me diga que voy a quedar en esa situación 
a causa de la seguridad pública, si antes no sé qué inter- 
pretación se le va a dar a ese concepto. 


No se sj el señor senador Ortiz refería a los delitos de 
la seguridad pública, sobre los que hay un capítulo especial 
en el Código Penal, con determinadas figuras delictivas; 
si es esa la referencia —no se trataría de “razones de 
seguridad pública”-— habría que decir “cuando concu- 
rran delitos de seguridad pública —capítulo tal del Códi- 
go Penal-—”, a fin de que los jueces tengan una referen- 
cla muy clara. Repito que éstos no son delitos de segu- 
ridad pública, sino razones de seguridad pública, y que 
por lo tanto, se encuentran muy distantes de los prime- 
Tos. 


Confieso que no me han conformado las explicacio- 
nes del señor miembro informante, a pesar del enorme 
respeto intelectual que le profeso. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para una aclaración, tiene 
la palabra el miembro informante, señor senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Por encima de textos legales, es: 
tán los casos que se han mencionado por parte de la Su- 
prema Corte de Justicia y que, entre los varios que pue- 
den citarse, pesan en nuestro ánimo. Se menciona, por 
ejemplo, el caso de un individuo que en estado de ebrie- 
dad atropella a diez niños, a la salida de un colegio Si 
al otro día pasa por allí, ¿qué reacción van a tener los 
padres de esos niños? Pueden tener una reacción violen- 
ta, que es lo que se quiere evitar. O sea que, dejándolo 
en libertad, er uso de la prevención sin prisión, se pue- 
de causar un daño a la paz pública, a la seguridad de la 
gente, más grande que el que se quiso evitar dejándolo 
libre. Entonces sí, posiblemente haya una vulneración de 
la libertad personal. 


Pero hay un elemento de valor superior, a mi juicio, 
que es el de no causar un daño social tremendo. Porque, 
además, el vecindario que ve que una niña de! barrio es 
atropellada y muerta en plena calle, no tiene conocimien- 
to jurídico para saber qué disposición se aplica; lo que 
sí ve es que han soltado al que ellos llaman el asesino. 
Esa es la realidad. No podemos encerrarnos en un gabi- 
nete jurídico, porque somos legisladores y no maestros en 
derecho. — Entonces, debemos legislar para un país, pa- 
ra una opinión pública que, naturalmente, no conoce los 
vericuetos jurídicos que pueden saber algunos eximios 
profesores. 


El Parlamento muchas veces se excede inclusive, en 
normas constitucionales, legales. porque considera que 
hay un bien superior que es la expectativa de la opinión 
pública, que desea colmar. En este caso se trata de £S0; 
ese es mi criterio. 


Por tal motivo es que he recogido esta sugerencia 
formulada por la unanimidad de los miembros de la Su- 
prema Corte de Justicia, que me merecen respeto no só- 
lo por ser jueces y peritos en Derecho sino también por 
su experiencia en la vida del país. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


130--C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Considero que es convenien- 
te que se expresen en Sala los argumentos que dió el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia referidos a la 
preocupación, muy atendible, del señor senador Cardoso. 
Como a la de otros señores senadores que opinaron sobre 
el tema. Debo manifestar que también señalé ese aspecto 
en el seno de la Comisión. 


En la sesión de la Comisión celebrada el 6 de setiem- 
bre de 1985, a la que concurrió el señor Presidente de la 
Corte y el señor Ministro Armando Tomassino, y según 
consta en el Repartido N?% 134, Anexo Il, página 6, 
el doctor García Otero dice: “Quiero destacar que en 
ambos proyectos” —se refiere al de la bancada del Par- 
tido Nacional, en su mayoría, y al del señor senador Or- 
tiz— hay un factor que quizás no ha sido ponderado en 
toda su dimensión y es al cual me refería hoy. Estamos 
hablando del derecho de los detenidos, derecho que la 
Constitución tutela de acuerdo al régimen que el doctor 
Tomassino ha establecido, que no son absolutos. Pero tam- 
bién hay que pensar en el sentido de justicia de la co- 
lectividad que enfrentada a un hecho delictivo es capaz 
de causar una gran alarma social. Por lo tanto, si la ley 
no atiende a respetar esos derechos, puede provocar 
reacciones individuales que pueden llevar a ser peligro- 
sas y nada estimulantes. Piense cualquiera de ustedes en 
un hombre que atropella a un niño de escuela y que, ai 
otro día se lo ve caminando por las calles. Piense en un 
violador que comete un delito atroz y, al otro día, se en- 
frenta con el padre de la víctima. 


Entiendo que lo que está en juego es algo más que 
la libertad individua!; es el sentido de paz social. La 
Corte entiende todos esos fattores y solicita al Pariamen- 
to que también los considere, sin perjuicio, del otro prin- 
cipio de la libertad individual, que no es absoluta, que 
tiene los límites del interés general y, a veces, éste re- 
quiere que aquéllos se vean algo coartados o aminorados. 
En ese sentido creo que es muy importante que se con- 
bemple la faz del asunto y, en esto, no me estoy refirien- 
do a ningún proyecto concreto.” 


Creo que en este aspecto está claro cuál es el senti 
do que tiene el artículo 39. 


Para terminar, deseo agregar que el término “simul- 
táneamente” fue incluido en el artículo 1% a pedido del 
doctor Tomassino, para que concurran todos esos eiementos 
a los efectos de hacer posible que no se disponga prisión 
preventiva en el caso de que se trate. Por otra parte, 
propuse agregar la expresión “a juicio del Juez”, según 
también consta en esa versión taquigráfica. Esos fueron 
los argumentos que dió la Corte para que adoptáramos 
una disposición como esta, que establece el artículo 39 
que estamos considerando. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar el señor 
senador Garcia Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. -— Quiero manifestar que 
la expresión “cause grave alarma social” no había sido 
objeto de discusión, ya que se trata de una terminología 
que es bastante nítida, clara y de fácil entendimiento pa- 
ra Magistrados, abogados y personas comunes. 


Lo que no hemos logrado hasta el momento —-—ni de 
parte del miembro informante, ni del señor senador Cer- 
sósimo, ni del Presidente de la Corte— es que alguien 
nos explique que quiere decir “razones de seguridad pú- 
blica” para no ,.. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Significa eso que señalé. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — No, señor senador. El 
doctor García Otero habla nítida y claramente de que 
“cause grave alarma social”, pero no de seguridad pú- 
blica. 


SEÑOR ORTIZ. — En la página 19 se habla de se- 
guridad. 
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SEÑOR GARCIA COSTA. — Según me acota el se- 
ñor senador Ortiz, en la página 19 se emplea la expre- 
sión “seguridad pública”. En consecuencia, solicito que 
el señor miembro informante, o cualquiera de los que han 
firmado el proyecto, nos explique en una forma medu- 
larmente clara qué significa “seguridad pública”, para 
retener presa a una persona. No se habla de que se le 
aplique una multa o que se le confisque el auto hasta 
que concurra a la Comisaría de Tránsito. Por lo tanto, 
pregunto, ¿cuándo se dan las condiciones que se llaman 
“de seguridad pública” para privar de la libertad a una 
persona? No solicito una definición tipo diccionario de la 
Real Academia, pero sí conceptos claros, porque de lo 
contrario, este artículo, tal como está redactado, no lo 
podemos votar, ya que estamos dispuestos a otorgarle 
esa amplitud a los Juzgados. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Con todo el respeto que me 
merece el señor Presidente de la Corte, debo manifestar 
que de los dos ejemplos que leyó el señor senador Cer- 
sósimo, uno no procede, porque si se trata de una vio- 
lación nunca puede haber prisión preventiva ya que ne- 
cesariamente ha de recaer pena de penitenciaría. De mo- 
do que ahí no juega el concepto de la alarma social y 
es un caso que está fuera de discusión. Pero de acuerdo 
con los propios términos del proyecto del señor senador 
Ortiz, que está en discusión, va a haber necesariamente 
prisión preventiva. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa se permite con- 
sultar a los integrantes de la Comisión o al miembro in- 
formante si se conformarían con que el artículo 3% di- 
jera: “Se trate de un delito que cause grave alarma so- 
cial”. En la página 19 del Repartido parecería que el 
Presidente de la Corte hubiera empleado ambos términos 
como sinónimo, ya que en una frase muy breve expre- 
sa: “Cuando los delitos, aun sin ser ontológicamente gra- 
ves, provoquen grave alarma social o signifiquen una al- 
teración de la seguridad...” Quizás se haya querido to- 
mar una expresión como equivalente de la otra. 


Reitero que si en el-artículo 32 se dijera “cuando a 
juicio del Magistrado se trate de un delito que cause 
grave alarma social”, quizás se pudiese contemplar una 
parte del artículo y suprimir ese temor. 


SEÑOR CIGLIUTI. --— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Existen otras sugestiones del 
señor Tomassino que constan en la versión taquigráfica 
y que señalan específicamente los términos que se reco: 
gen en el articulado. 


Si la Mesa me lo permite voy a leer lo que el señor 
Tomassino expresa en la página 17: “Por ejemplo, se pue- 
de dar el caso de una persona que cometa torpes aten- 
tados sexuales contra un niño, sín llegar a violarlo, téc- 
nicamente correspondería encarcelarla; el mismo caso po- 
dría ser el del conductor de un vehículo de transporte 
colectivo que cumple sus funciones en estado de ebrie- 
dad y que provoca un desastre en el que mueren varlas 
personas. Evidentemente, se trata de delitos culposos en 
los que existiría la posibilidad de un procesamiento sin 
prisión.” 


Sin embargo, a esas situaciones es a las que apunta 
la sugerencia de la Suprema Corte de Justicia. “A ese 
respecto habría un posible texto ..” -——dice el doctor To- 
massino— “... que puede ser materia de agregados, que 
establecería que cuando concurren razones de seguridad 
pública o el delito provoque grave alarma social, el juez 
Gecretará la prisión preventiva del imputado. De este mo- 
do, se trataría de consagrar el principio de que quien no 
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€s realmente un delincuente no sea procesado con prisión 
y que quien lo es, sí. El individuo que atropella sexual- 
mente a un niño es un delincuente y debe ser procesado 
porque hay razones de seguridad pública...” —dice— “...y 
una alarma social agudizada, que requiere que ese indivi- 
duo no quede expuesto a la reacción del padre del niño 
atacado, porque puede suceder que ambos vivan en el mis- 
mo barrio y ello provocaría un perjuicio y no un benefi- 
cio. Lo mismo puede ocurrir con un individuo alcoholizado 
que maneja un vehículo que atropella y mata a varios 
niños al pasar frente a una escuela. Esta persona, Obvia- 
mente, no puede volver a conducir el mismo vehículo al 
día siguiente, porque los padres de los niños al verlo po- 
drían reaccionar violentamente”. 


Da manera que el señor Ministro de la Suprema Cor- 
te de Justicia se refiere a dos motivaciones diferentes y 
las ejemplifica por separado: por un lado la seguridad 
pública y, por otro, la grave alarma social, como textual- 
mente dice el artículo 3% del proyecto. 


En lo que me €s personal, sigo estando de acuerdo 
con este texto al que, si se mantiene, daré mi voto afir- 
mativo. : 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Mi proposición tendía, sim- 
plemente, a facilitar la votación, ya que por las desercio- 
nes de último momento parecería que este texto no 
contaría con los votos necesarios; y, además, por la con- 
sideración de que todo delito que afecte a la seguridad 
pública, en cierta medida crea una alarma social. 


Creo que los dos ejemplos manejados —tanto el del 
conductor en estado de ebriedad que atropella a varias 
personas, como el del delito sexual— provocan alarma so- 
cial, por distintas razones. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Hago mía la propo- 
sición del señor Presidente, y formulo moción en ese sen- 
tido. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Se va a votar el artículo 39 
con la modificación propuesta, que ha sido aceptada por 
la Comisión. 


(Se vota:) 
—11 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR SENATORE. — Pido la palabra para fundar 
el voto. . 


SENOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SENATORE. — He votado negativamente es: 
ta disposición por las razones expuestas por el señor se- 
nador García Costa, que además fueron ratificadas por 
el señor senador Cardoso. 

Asimismo, quiero señalar que apoyo lo expresado por 
el señor senador Cardoso, en el sentido de que ésta no es 
una posición personal de ningún señor senador, sino la 
de la bancada del Frente Amplio. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Solicito que se 
rectifique la votación, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar Ja vota- 
ción, luego de llamar a Sala, porque se han retirado al: 
gunos señores senadores. 

(Se llama a Sala) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-—-12 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR ZUMARAN. — Pido la palabra para fundar 
el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Como el siguiente artículo €s 
de trámite, quiero aprovechar la oportunidad de que haya 
sido votado el 3% para dejar la constancia de que tanto el 
proyecto en general como este artículo en particular los 
hemos votado negativamente. 


Siempre estuvimos muy preocupados por este tema 
de la prisión preventiva, al que consideramos uno de los 
elementos más negativos, en razón de la preservación de 
los derechos de la persona, de nuestro régimen jurídico. 


Se han dado muchos ejemp'os en Sala, citándose, 
incluso, casos de personas que pesaron hasta cuatro años 
sufriendo prisión, —no en sentido técnico, pero sí de 
hecho— y después de haber sido privadas de su libertad. 
se encontró que eran inocentes. 


Quisiera agregar —aunque ya ha sido señalado por el 
señor senador Tourné— que todo este régimen empeora 
sustancialmente cuando advertimos, en primer término, el 
carácter secreto del presumario, -—que es la etapa previa 
que culmina con esta decisión— y, luego, la extensión en 
el tiempo que en la práctica forense tiene dicho presu- 
maric. Y puedo ilustrar esto con el relato de mi propia 
experiencia personal. 


Durante la dictadura pero bajo la justicia penal Co- 
mún, estuve un año y medio sometido a presumario se- 
creto, es decir, sin saber de qué se me acusaba y, por 
consiguiente, sin tener la posibilidad de defenderme, has- 
ta que un día recayó un auto de procesamiento con pri- 
sión. Quiere decir que me enteré cuando me llevaron 
preso y, una vez en prisión, supe cuál era el delito que 
se me imputaba: desacato por menoscabar la autoridad 
del Consejo de Estado. 

Pero el hecho es que estuve un año y medio bajo 
presumario, en indagatoria y sin saber de qué se me acu- 
saba. Mi abogado defensor, que era precisamente el señor 
senador Tourné, tampoco pudo enterarse del motivo de la 
acusación. 


Recuerdo también, señor Presidente, una situación 
muy similar vivida por el doctor Ramón Díaz, que él mis- 
mo hizo pública desde las columnas de “Búsqueda”, y que 
me impresionó en aquel tiempo. También recuerdo el caso 
de un colega, en el que me tocó actuar —aunque el derecho 
penal no es mi especialidad-—, quien estuvo dos años y 
medio bajo presumario secreto, es decir, sin saber de qué 
se le acusaba, ni poder ejercer ninguna defensa y some: 
tido al grave riesgo de perder su libertad personal. 


Creo que realmente este un uno de los motivos de 
mayor atraso que hay en el pais en materia penal. Afir- 
mo esto seguro de lo que estoy diciendo y totalmente 
convencido de ello. No quiero seguir viviendo en un pais 
en el cual la libertad de las personas esté sometida a este 
tipo de actuaciones judiciales secretas, en las que no se 
pueda ejercer el derecho de defensa y que terminan Con 
el inculpado preso, oportunidad en la que recién se entera 
de qué se le acusa y puede comenzar a ejercer su de- 
fensa. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 


El otro tema que también está muy conexo a este es 
el uso que hacen los medios de difusión del procesamiento 
y prisión de cualquier ciudadano. El hecho normalmente 
se publica a pesar de que existe un decreto que establece 
ciertas limitaciones. O sea que además de la privación 
de la libertad se sufre la sanción social consiguiente, Se- 
gún lo que surge de la exposición de motivos, un ciuda- 
dano es inocente, pero va preso y se hace públicamente 
escarnio de su persona. Yo creo que esto en un elemento 
de tal gravedad que —perdónenme si con estas palabras 
rozo la sensibilidad de los miembros de la Comisión, a 
quienes tengo aprecio y estima— debió merecer un trata- 
miento más delicado y exhaustivo. 
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Entiendo que el problema no estriba solamente en la 
prisión preventiva, sino en los otros aspectes a los que 
me he referido: el carácter secreto del presumario y la 
extensión que en la práctica judicial tiene esa aparente 
diligencia previa, llevada a cabo sin mayores fundamentos 
y sin una regulación jurídica, pero que se extiende a veces 
por años, 


Todos estos argumentos y Otros más fueron los que 
lievaron a proponer un proyecto mucho más complejo. 
que inclusive creo no atacaba todos los problemas que he 
señalado pero que suponía una regulación más minuciosa 
y sería de un instituto que afecta el derecho más funda 
mental después de la vida, que es el de Ja libertad y de la 
fama de cualquier habitante de la República Oriental del 
Uruguay. 


También debo decir --y por esa razón solicité la pa- 
labra— que no dejo de reconocer que el proyecto que el 
Cuerpo prácticamente ha sancionalo, y que se debe a la 
iniciativa del señor senador Ortiz mejora sustancialmente 
nucstia realidad actual, puesto que amplía las posibili- 
dades de que este instituto de la prisión preventiva no 
se aplique. El tema es opinable.el propio miembro infor- 
mante, señor senador Ortiz, argumentó que a veces era 
mejor ir dando pasos cortos e ir introduciendo las me- 
joras en forma paulatina, --argumento muy atendible— 
pero hubiera preferido. en el orden personal, que el Cuer- 
po hubiese hecho un estudio más profundo y hubiera 
dado soluciones de fondo a algo que es muy grave, puesto 
que afecta valores esenciales de las personas. A mi 
juicio, es una suerte de mancha, que tiene el país, de la 
injsma intensidad que la que puede significar el descenso 
de su producto bruto, la alta mortalidad infantil, etcéte- 
ra. O sea los indives que la tecnocracia ha puesto de mo- 
da como base para considerar si un país es adelantado o 
no. 


Me pareció siempre que a esos elementos habría que 
agregar el poco respeto que existe en el Uruguay con re- 
lación a la fama y a la libertad de los uruguayos. Por esas 
razones, puesto que el tema revestía la suficiente impor- 
tancia como para haber legislado más a fondo, he votado 
negativamente los artículos de este proyecto. 


Termino, dejando expresa constancia de que sin em- 
bargo, el proyecto mejora la lamentable situación que, en 
esta materla, hasta hoy vivía el país. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — (Dn. Carlos J. Pereyra). -- 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: he es- 
cuchado con cierta perplejidad —lo confieso— algunas 
de las cosas que esta noche se han dicho en este recinto. 
Casi diría que se considera a los miembros de la Comi- 
sión que informó este proyecto —aunque no se haya di- 
cho derechamente, sino en forma elíptica— como si fué- 
ramos Consejeros de Estado. Se ha hecho mención del pe- 
ligro de ciertas medidas, y parece haberse olvidado que 
estamos viviendo en un régimen democrático. Si la Comi- 
sión requirió el asesoramiento de la Suprema Corte de 
Justicia, fue porque la misma se constituyó con la apro- 
bación de este Parlamento y con la certeza de que sus 
magistrados ,——que nos inspiran la mayor confianza— van 
a aplicar la ley con sus verdaderos alcances y sin incu- 
rir en arbitrariedades, salvo las que puedan surgir por 
error humano. 


No sé, señor Presidente si los demás miembros de la 
Comisión participan de mi criterio, pero puedo afirmar 
con plena tranquilidad de conciencia —y en Jo que me es 
personal tengo la seguridad de que ese ha sido el tempe- 
ramento de los demás compañeros de la Comisión— que 
en el estudio de este tema hemos puesto la mejor buena 
voluntad y seriedad. Por lo tanto pensamos que si bien 
este proyecto puede no ser la mejor solución, constituye 
un cambio favorable de la situación actual. Además, ha- 
bida cuenta de que, reitero, felizmente hoy vivimos en 
un estado de derecho con un Poder Judicial independien- 
te, no me parece justo que esta noche se haya hecho ma- 
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nifestaciones en las que subyacentemente aparecen reser- 
vas o un espíritu de prevención a propósito de lo que se- 
gún mi punto de vista, es una plena certeza en cuanto a 
la imparcialidad y aí criterio estricto de la aplicación del 
derecho que los jueces hoy, en nuestro pais, están en con- 
diciones de hacer y que nosotros estamos seguros de que 
así lo harán. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J.. Pereyra). 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: cuando hice 
uso de la palabra para explicar cuáles eran las salvedades 
con las que había firmado el proyecto manifesté que en- 
tendía que una de sus carencias era la norma del artículo 
10 del proyecto redactado por el doctor Abal Oliú, que 
establecía, con arreglo al artículo 24 de la Constitución, la 
reparación patrimonial para los procesados que hubieren 
sufrido prisión preventiva y luego, en ei curso del pro- 
ceso no reciben una sentencia de condena, de modo que 
dicha prisión preventiva en esos casos resulta en realidad, 
una privación ilegítima de la libertad física. 


Entonces, tomando la norma del proyecto que fue in- 
formado en minoría por el señor senador Tourné con al- 
gunas pequeñas modificaciones de texto, formulo moción 
para que se agregue un cuarto artículo, que diría lo si 
guiente: , 


“Artículo 4% — Cuando hubiere mediado prisión pre- 
ventiva, en los casos de clausura del proceso (salvo por 
desistimiento de la instancia, remisión o eliminación 
del delito por ley posterior), sobreseimiento, absolu- 
ción o condena a pena no privativa de libertad o a una 
pena inferior al tiempo de prisión preventiva sutri- 
da, siempre que no sea por aplicación de una ley más 
benigna posterior al procesamiento, el Estado abonará 
al ex-procesado una indemnización en dinero que, a 
solicitud del mismo, será fijada por la Justicia Civil 
y con intervención del Fiscal de Hacienda por el Es- 
tado, aún cuando el proceso fuere en el interior de la 
República, tramitándose el mismo por la vía inciden- 
al. 


No corresponderá indemnización en los supuestos de 
sobreseimiento por gracia o amnistía, salvo que el proce- 
sado rechace la gracia o la amnistía. 


El monto de la indemnización se fijará atendiendo u 
la entidad del perjuicio patrimonial y moral —si los hu- 
biere— a los fundamentos que llevaron a la clausura o 
sobreseimiento y a las demás circunstancias del caso. 


El Estado podrá repetir lo pago contra los terceros 
que pudieren ser declarados responsables del perjuicio cau: 
sado, de conformidad a la Constitución y a las leyes”. 


á SEÑOR CROCE. — Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). --- 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CROCE. — Señor Presidente: he votado ne- 
gativamente el proyecto por los motivos expuestos por 
los señores senadores Garcia Costa y Zumarán y por con- 
siderar que el proyecto en minoría, desde el punto de vis- 
ta técnico y jurídico, era más perfecto. 


SEÑOR FA ROBAINA. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn, Carlos J. Pereyra). —— 
Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR FA ROBAINA. ——- Señor Presidente: reconoz- 
co la solvencia jurídica que posee el señor senador Agui- 
rre, pero debo manifestar que no participo de su propues- 
ta, no por considerarla una fórmula aiambicada y com- 
pleja, sino por una razón más simple. Entiendo que la mis- 
ma es sobreabundante por estar ya prevista en la Cons: 
titución de la República. Habida cuenta de la eventuali- 
dad de que se diera esa hipótesis, el artículo 24 de la Cons 
titución señala que el Estado será civilmente responsa 
ble de los daños que cause a terceros. 
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De modo que quien resultare lesionado por un exceso 
o error de la justicia, acudirá al órgano jurisdiccional 
competente a los efectos de realizar el reclamo del caso, 
ya que en la Constitución lo ampara, repito, el artículo 24. 


SEÑOR AGUIRRE. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: quizá se pue- 
da pensar que la fórmula sea un poco alambicada, a fuer 
de querer precisar todas las hipótesis. Deseo destacar que 
no fui el redactor de la fórmula, sino que ella se encon- 
traba en el proyecto originario. Simplemente la adecué 
para quitarle algunas referencias que hacía a otras nor 
mas del proyecto, que no procedían en este caso. 


Las expresiones del señor senador Fá Robaina son 
exactas en cuanto a que el artículo 24 de la Constitución 
establece el principio general de la responsabilidad del Es- 
tado por el daño causado a terceros cn ejecución de los 
servicios públicos confiados a su dirección. También es 
exacto —el señor senador Fá Robaina lo sabe— que este 
principio poco funciona en la práctica, porque el común 
de los ciudadanos no conoce el texto de la Constitución 
de la República, En cambio, una norma expresa que fija 
inclusive un procedimiento en la competencia de la justi- 
cia civil y la intervención: de los Fiscales de Hacienda en 
esta materia, entiendo que no hace ningún daño, pues 
no crea ningún problema al tiempo que aclara perfecta- 
mente que en estas hipótesis procede la reparación pecu- 
niarla. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). — 
Léase nuevamente el artículo presentado por el señor se- 
nador Aguirre. 


(Se lee) 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo. 


(Se vota:) 
--10 en 17. Afirmativa. 


El artículo que se acaba de votar lleva en el proyecto 
el número 4. 


El artículo 5% es de orden. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comuni- 
cará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado: ) 


“Artículo 1% — Además de los casos previstos en 
el artículo 71 del Código del Proceso Penal, no se dispon- 
drá la prisión preventiva del procesado cuando concurrie- 
ren simultáneamente las siguientes circunstancias: 


a) Si fuere presumible que no habrá de recaer en 
definitiva pena de penitenciaría; 


b) Si, a juiclo del Magistrado, los antecedentes del 
procesado, su personalidad, la naturalcza del he 
cho aparentemente delictivo y sus circunstancias 
atenuantes, hagan presumir verosímilmente que 
no intentará sustraerse a la sujeción penal, ni 
que su libertad podrá obstar de algún modo al pro- 
greso de ia indagatoria ni a la secuela del pro- 
ceso hasta la sentencia definitiva. 


Art. 29 -—— Para gozar de este beneficio el procesado 
deberá afianzar su libertad mediante la constitución de 
caución real, caución personal o caución juratoria, orden 
de preferencia que el Juez deberá cumpiir en el momento 
de exigirlas. Dichas cauciones se otorgarán con Jos al- 
cances, responsabilidades y formas previstas por los ar- 
tíiculos 141 a 155 del Código dei Proceso Penal. 


Art. 39 — No obstante lo dispuesto en los artículos 
anteriores, se decretará la prisión preventiva del imputa- 
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do cuando, a juicio del Magistrado, se trate de un delito 
que cause grave alarma social. 


Art. 40 — Cuando hubiere mediado prisión preventi- 
va en los casos de clausura del proceso (salvo por desis- 
timiento de la instancia, remisión o eliminación del delito 
por ley posterior), sobreseimiento, absolución o condena 
a pena no privativa de libertad o a una pena inferior al 
tiempo de prisión preventiva sufrida, siempre que no sea 
por aplicación de una ley más benigna posterior al pro» 
cesamiento, el Estado abonará al ex-procesado una indem- 
nización en dinero que, a solicitud del mismo, será fijada 
por la Justicia Civil y con intervención del Fiscal de Ha- 
cienda por el Estado, aún cuando el proceso fuere en el 
interior de la República, tramitándose el mismo por la vía 
incidental. 


No corresponderá indemnización en los supuestos de 
sobreseimiento por gracia o amnistía, salvo que el proce- 
sado rechace la gracia o la amnistía. 


El monto de la indemnización se fijará atendiendo a 
la entidad del perjuicio patrimonial y moral —si los hu- 
biere— a los fundamentos que llevaron a la clausura so- 
breseimiento, y a las demás circunstancias del caso. 


El Estado podrá repetir lo pago contra los terceros que 
pudieren ser declarados responsables del perjuicio causa- 
do, de conformidad a la Constitución y a las leyes. 


Art. 59 — Comuníquese, etc.” 


12) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). - 
Correspondería tratar el asunto que figura en 5% término 
del orden del día. 


SEÑOR ZUMARAN. — Pido la palabra. 


_ SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). -- 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Siendo las 21 horas y habién- 
dose retirado gran parte de la bancada del Partido Colo- 
rado y existiendo en estos momentos un quórum muy exl- 
guo, mociono para suspender la sesión y pasar todos los 
asuntos que restan por considerar para un sesión el pró- 
ximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). — 
Para el martes próximo está prevista una sesión ordi- 
naria. 


SEÑOR ZUMARAN. -— En ese caso mociono para que 
se levante la sesión. 


_ SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). — 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
del señor senador Zumarán. 


(Se vota:) 
—15 en 16. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 21, presidiendo el señor sena- 
dor Pereyra y asistiendo los señorcs senadores Aguirre, 
Araújo, Cadenzs, Cardoso, Cigliuti, Croce, Fá Robaina, 
Mederos, Ortiz, Pozzolo, Senatore, Tourné, Traversoni, Zo. 
rrilla y Zumarán.) 
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